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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Las actas de las sesiones 28ª y 29ª, ordinarias, en 16 y 17 de junio de 2015, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero inicia un proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (boletín N° 10.140-07) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, en su caso, a la de Hacienda, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.


Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto del proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Civil para establecer la tramitación digital de los procedimientos judiciales (boletín N° 9.514-07).


--Se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
Oficios



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los tres primeros comunica que dio su aprobación a las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo con la Unión Europea que Crea un Marco para la Participación de la República de Chile en las Operaciones de Gestión de Crisis de la Unión Europea, suscrito en Bruselas, Bélgica, el 30 de enero de 2014 (boletín N° 9.967-10) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y, en su caso, a la de Hacienda.


2.- Proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales introduciendo modificaciones en el Código del Trabajo (boletín N° 9.835-13) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y, en su caso, a la de Hacienda.


3.- Proyecto de ley que concede beneficios al personal de la atención primaria de salud (boletín N° 9.973-11) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Salud y, en su caso, a la de Hacienda.


Con el cuarto comunica que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que fortalece el Ministerio Público (boletín Nº 8.265-07).


--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el quinto informa que dio su aprobación, con las enmiendas que indica, al proyecto de reforma constitucional que establece la obligación de las autoridades del Congreso Nacional de rendir una cuenta pública anual (boletín N° 8.624-07) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Queda para tabla.


Con el último señala que rechazó las enmiendas introducidas por el Senado al proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06) (con urgencia calificada de “suma”) y comunica la nómina de los Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse conforme a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República (Véase en los Anexos, documento 6).


--Se toma conocimiento y, de acuerdo a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, se designa a los miembros de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización como integrantes de la referida Comisión Mixta.


De la Excelentísima Corte Suprema:



Emite su parecer, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, acerca del proyecto que modifica definiciones y el procedimiento de la ley que establece medidas contra la discriminación (boletín N° 10.035-17).


--Se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el ejercicio del control preventivo de constitucionalidad respecto del proyecto de ley que fortalece al Servicio de Impuestos Internos para implementar la reforma tributaria (boletín N° 9.898-05).



Envía copias autorizadas de las sentencias definitivas pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad en lo relativo a las siguientes disposiciones:



1) Inciso tercero del artículo 225 del Código Civil.



2) Artículos 7° de la ley N° 18.097, Orgánica Constitucional sobre Concesiones Mineras, y 15, inciso cuarto, del Código de Minería.



--Se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.


De los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional:


Rinden informe correspondiente al segundo semestre del año 2014 sobre operaciones de paz en las cuales participan tropas nacionales, con arreglo al artículo 13 de la ley N° 20.297.



--Se toma conocimiento y se remiten copias del documento a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.


De la señora Contralora General de la República (S):



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Bianchi, en torno a la licitación privada para la provisión del servicio de helicópteros para ENAP-Magallanes.


Del señor Presidente (S) de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Antofagasta:



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Guillier, por la situación de los tribunales de familia de la Región de Antofagasta.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Senador señor Navarro, documento relativo a las políticas y planes de seguridad pública que articulan a las policías con organizaciones ciudadanas.



Del señor ex Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor Espina, en orden a adoptar las medidas necesarias para proteger la vida e integridad física de los voluntarios del Cuerpo de Bomberos de la comuna de Ercilla.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Remite, a petición del Senador señor De Urresti, copia del acuerdo suscrito entre los Gobiernos de Chile y de Japón para la transferencia de tecnología con baja emisión de carbono.



Del señor Ministro de Hacienda:



Responde inquietud, planteada en nombre de los Senadores señores Ossandón, García-Huidobro y Guillier, acerca de la adopción de medidas conducentes a la creación de un plan de contingencia nacional de incendios forestales.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo:



Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor Navarro, en relación con la reapertura y funcionamiento de la central termoeléctrica Bocamina II.



Del señor ex Ministro de Educación:



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor García, en torno a profesores que se acogieron a retiro voluntario.



De la señora Ministra de Justicia:



Responde a inquietud, planteada en nombre del Senador señor Guillier, tocante a la situación de los tribunales de familia de la Región de Antofagasta.



Del señor Ministro (S) del Trabajo y Previsión Social:



Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor Horvath, con respecto a situación de los trabajadores que retiran asbesto desde la planta Bocamina I, en la comuna de Coronel.



Del señor Ministro de Agricultura:



Responde a inquietud, formulada en nombre del Senador señor Quinteros, en orden a considerar un aumento de los recursos destinados al Programa de Recuperación de Suelos Degradados.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Da respuesta a solicitud de antecedentes, enviada en nombre de la Senadora señora Von Baer, respecto de la fiscalización del estero Aguas Negras, del río Llollelhue, comuna de Paillaco.



Atiende consulta, formulada en nombre del Senador señor Espina, acerca de la contaminación producida en las aguas del estero Tijeral, en la comuna de Renaico.



Absuelve consulta, planteada por el Senador señor Navarro, en lo relativo al proyecto Metro de Concepción.



De la señora Ministra de Salud:



Remite antecedentes, en respuesta a tres solicitudes de información enviadas en nombre de la Senadora señora Van Rysselberghe, sobre las siguientes materias:



a) Proceso de ejecución de los deberes asociados a las becas “Periodo de Atención Obligatorio” (PAO).



b) Uso y destino de los recursos traspasados al Ministerio de Salud en virtud del decreto supremo N° 763, del Ministerio de Hacienda, de 2014.



c) Programa de becas de formación de especialistas “Médicos Generales Urbanos” en los años 2014 y 2015.



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Guillier, acerca del avance de obras de infraestructura sanitaria en la Región de Antofagasta.



Responde inquietud, planteada en nombre de los Senadores señores Navarro, Guillier, Horvath y Lagos, en orden a considerar la creación de una comisión interministerial que elabore un proyecto de ley sobre salud mental.


Atiende cuatro solicitudes de información, formuladas en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de los siguientes asuntos:



a) Casos de hanta virus detectados y tratados en la Región de Los Ríos entre diciembre de 2014 y febrero de 2015.



b) Antecedentes, copia del estudio y nómina de los 278 municipios comprendidos en la investigación realizada por la Central Nacional de Abastecimiento (CENABAST) respecto de las compras de fármacos durante el año 2014.



c) Fiscalización y mediciones efectuadas en el cuerpo de agua del río Bueno.



d) Falencias que se observan en la atención de salud mental en el país.


Responde inquietud, planteada en nombre de los Senadores señores Ossandón, García-Huidobro y Guillier, en cuanto a promoción de una política nacional de prevención del cáncer de mamas.


Da respuesta a consulta, formulada en nombre de los Senadores señor Prokurica, señora Van Rysselberghe y señores Bianchi, Coloma, García, Horvath, Orpis y Pérez Varela, respecto de la elaboración y ejecución de una campaña informativa sobre los efectos nocivos de las drogas.


Envía información, requerida en nombre del Senador señor Quinteros, sobre el número de licencias médicas modificadas o rechazadas en las COMPIN del país durante los años 2013 y 2014.



Remite información, solicitada en nombre del Senador señor Navarro, referida a aspectos relacionados con los médicos especialistas, en la Región del Biobío.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Navarro, tocante a los efectos de la reforma tributaria en los precios de las viviendas.



Atiende consulta, formulada en nombre del Senador señor De Urresti, acerca del llamado a postulación del “Subsidio de Mejoramiento de Viviendas del Programa de Protección al Patrimonio Familiar” en la Región de Los Ríos.



Del señor Ministro de Agricultura:



Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor Chahuán, relativa a la formación de una mesa técnica que considere la situación de los trabajadores de CONAF.



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Matta, tocante a situaciones que afectan a asociaciones gremiales de agricultores y a diversas juntas de vecinos de la comuna de Cauquenes.



Del señor Ministro de Energía:



Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor Navarro, en torno a la equidad tarifaria eléctrica.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones:



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Prokurica, concerniente a la operatividad de los servicios de telecomunicaciones después del aluvión ocurrido en marzo último en la Región de Atacama.



Del señor Director General del Consejo para la Transparencia:



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor De Urresti, en lo relativo a los niveles de cumplimiento de transparencia activa de los municipios de la Región de Los Ríos.



Del señor Director Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena:



Remite en soporte digital información, requerida en nombre del Senador señor De Urresti, relativa al 15º Concurso de Subsidio de Adquisición de Tierras Indígenas en la Región de Los Ríos.


Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción:



Atiende solicitud de información, formalizada en nombre del Senador señor De Urresti, concerniente a la iniciativa denominada “Sistema Integrado de Vigilancia para Áreas de Manejo”, a cargo de la empresa Axys S.A., con el apoyo de esa Corporación.



Del señor Presidente (S) del Banco del Estado de Chile:



Responde consulta, planteada en nombre del Senador señor Espina, en lo relativo a la instalación de un acceso para discapacitados en la sucursal ubicada en la comuna de Lautaro.



Atiende inquietud, formulada en nombre del Senador señor Ossandón, en orden a considerar el déficit de cajas de atención de público en la oficina situada en la comuna de Parral.



Del señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario:



Da respuesta a consulta, hecha en nombre del Senador señor De Urresti, relativa a convenio entre ese Instituto y la Asociación Nacional de Mujeres Rurales e Indígenas (ANAMURI).



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, en lo concerniente al balance de los incendios forestales del último año.



Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental:



Remite en soporte digital información, solicitada en nombre del Senador señor Navarro, referida al “Proyecto Hidroeléctrico Aysén”.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.
Mociones


De los Senadores señores Tuma, García, Harboe, Matta y Moreira, con la que inician un proyecto de ley que establece regulación de la actividad apícola (boletín N° 10.144-01) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Agricultura.


De los Senadores señores Ossandón y García-Huidobro, con la que inician un proyecto de ley que establece el envío de mensajería telefónica en casos de preemergencia o emergencia ambiental (boletín N° 10.156-15) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Gracias, señor Prosecretario.

)---------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión Especial Encargada de Conocer Proyectos relativos a Probidad y Transparencia, a propósito del análisis conjunto de la reforma constitucional, iniciada en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, que sanciona la infracción a las normas sobre financiamiento, transparencia y control del gasto electoral, y de la reforma constitucional, originada en moción de las Senadoras señoras Allende y Pérez San Martín y de los Senadores señores Harboe, Montes y Quinteros, que establece la cesación en el cargo de parlamentario para quien sea condenado por haber financiado su campaña electoral con aportaciones obtenidas de manera ilegal o fraudulenta, acordó proponer a la Sala que dichas iniciativas sean refundidas, dado que se encuentran en primer trámite constitucional y que sus ideas matrices o fundamentales guardan relación directa, conforme a lo dispuesto por el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Se accede a lo solicitado.
ACUERDOS DE COMITÉS
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En reunión celebrada hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Colocar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana los proyectos de reforma constitucional relativos a la pérdida de cargos parlamentarios y otros por infracción a normas de transparencia, límites y control del gasto electoral (boletines Nos 9.860-07 y 10.000-07); y en segundo lugar, la iniciativa de ley que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco (boletín N° 8.886-11).



2.- Poner en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del próximo martes, 7 de julio, el proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (boletín Nº 8.770-23), que se encuentra signado con el número 4 en la tabla de la sesión ordinaria de hoy.



3.- Rendir homenaje, al inicio de la sesión ordinaria que se comunicará oportunamente, al ex Senador señor Sergio Díez Urzúa, fallecido ayer.



4.- Fijar una sesión especial de la Corporación para el 1 de septiembre del presente año, de 10:30 a 13, a fin de que el Consejo del Banco Central de Chile presente al Senado la evaluación del avance de las políticas y programas del año en curso, así como el informe de las proposiciones para el año calendario siguiente, según lo dispuesto en el artículo 80 de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile.



5.- Fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (boletín N° 8.924-07): hasta el 13 de julio de 2015, a las 12, en la Secretaría de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



6.- Celebrar una sesión extraordinaria el miércoles 15 de julio, entre las 10:30 y las 14, dejando sin efecto, en consecuencia, la sesión ordinaria de la tarde de ese día.



Nada más, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muchas gracias, señor Secretario.

)---------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en forma muy breve, quiero señalar que, de acuerdo al plazo determinado por los Comités, hoy la Comisión Especial sobre Catástrofe por Incendio en Valparaíso entregó el informe acerca del trabajo que realizó, que comprende no solo la reconstrucción, sino también una propuesta de revitalización.



Aparte lo anterior, debo informar que se inauguró una exposición en el tercer piso de la Biblioteca -invitamos a los Senadores a visitarla-, en la que participaron todas las organizaciones de esta ciudad, y muy en particular, la Escuela de Arquitectura y Diseño de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso; la Escuela de Ingeniería Civil de la Universidad de Valparaíso, y el Instituto de Geografía de la casa de estudios superiores individualizada en primer término.



Por último, pido que se nos autorice para sesionar a partir de las 18 de esta tarde al efecto de que podamos presentar dicho informe y recibir las observaciones que les merezca a las juntas de vecinos afectadas. Ello, por supuesto, con el compromiso de, si hay votaciones en la Sala, suspender la sesión a fin de venir a emitir nuestro pronunciamiento.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sobre lo primero, felicito a la referida Comisión por su trabajo. Y espero que todos los Senadores puedan ver su resultado.



En cuanto a lo segundo, pido el acuerdo de Sus Señorías al objeto de autorizar a dicho órgano para que sesione en los términos señalados por el Senador señor Horvath.



--Así se acuerda.

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE EX PRESIDENTE DEL SENADO SEÑOR SERGIO DÍEZ URZÚA
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A solicitud del Comité Partido Renovación Nacional, a la que adhirió la unanimidad de los Comités, la Sala guardará un minuto de silencio en memoria del destacado hombre público, ex Presidente de dicha colectividad política y ex Presidente del Senado don Sergio Díez Urzúa.



Les ruego a Sus Señorías y a las personas presentes en las tribunas ponerse de pie.



--La Sala guarda un minuto de silencio.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Los funerales del ex Senador señor Díez se efectuarán mañana en el Cementerio Católico -entiendo-, luego de una misa que se oficiará a las 11 en la Iglesia Santa Elena (calle Presidente Errázuriz).



Les pido a los presidentes de las Comisiones coordinarse con sus integrantes para determinar si es necesario reprogramar las sesiones en función de la cantidad de Senadores que concurrirán mañana a las honras fúnebres.

)---------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un informe de la Comisión Especial Encargada de Conocer Proyectos relativos a Probidad y Transparencia recaído en la iniciativa de reforma constitucional que sanciona la infracción a las normas sobre financiamiento, transparencia y control del gasto electoral (boletines números 9.860-07 y 10.000-07, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 9).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Queda para tabla.

V. ORDEN DEL DÍA

RENDICIÓN DE CUENTA PÚBLICA OBLIGATORIA POR AUTORIDADES DEL PARLAMENTO
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde discutir el proyecto de reforma de la Carta, en tercer trámite constitucional, que establece la obligación de las autoridades del Congreso Nacional de rendir una cuenta pública anual.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8.624-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de reforma constitucional (moción de los Senadores señores Larraín Fernández y Andrés Zaldívar, y de los entonces Senadores señores Escalona y Novoa):


En primer trámite, sesión 55ª, en 16 de octubre de 2013.



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 60ª, en 8 de octubre de 2013.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 30ª, en 9 de julio de 2014.



Discusión:



Sesiones 1ª, en 12 de marzo de 2014 (queda pendiente la discusión general); sesión 4ª, en 1 de abril de 2014 (se aprueba en general); sesión 33ª, en 22 de julio de 2014 (se aprueba en particular).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Este proyecto inició su tramitación en el Senado, y la Cámara de Diputados le efectuó las siguientes enmiendas:



1) Sustituyó el encabezamiento del artículo único por el siguiente:


“Artículo único.- Agrégase a la Constitución Política de la República el siguiente artículo 56 bis:”.



2) Eliminó el encabezamiento del número 1.


3) Modificó de la siguiente forma el artículo 56 bis propuesto: remplazó, en su inciso primero, la expresión “El 4 de julio” por “Durante el mes de julio” (respecto de la fecha en que se rendirá la cuenta), y sustituyó, en su inciso segundo, la frase “del Congreso Nacional” por “de cada Cámara” (en relación con el Reglamento que determinará el contenido y la forma de cumplir la obligación de rendir la cuenta pública).



4) Suprimió el número 2, relativo a la obligación de Senadores y Diputados de dar cuenta pública anual.


Para la aprobación de las referidas enmiendas se requieren a lo menos 22 votos favorables.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios se transcriben el texto aprobado por el Senado y las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.


Nada más, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muchas gracias, señor Secretario.



En discusión las enmiendas aprobadas por la Cámara de Diputados.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, este proyecto, que fue presentado hace algún tiempo por un grupo de Senadores (quien habla y los colegas Andrés Zaldívar, Camilo Escalona y Jovino Novoa), persigue como propósito cumplir una obligación que, curiosamente, el Congreso Nacional no tiene.



Todas las instituciones públicas, todos los Poderes del Estado están obligados a rendir cuenta de sus actividades periódicamente, una vez al año. La única excepción en nuestro ordenamiento institucional la constituye el Parlamento.



Es cierto que la Cámara de Diputados presenta una cuenta anual voluntariamente. Sin embargo, ella no se rinde en forma solemne ni busca como objetivo establecer una suerte de responsabilidad que le permita a la ciudadanía exigirla y ver con más claridad el producto del trabajo realizado por dicha Corporación.



Lo hacen todas las demás instituciones. Por tanto, nos pareció indispensable que ello ocurriera también en el Parlamento a nivel institucional.



Esta iniciativa se aprobó por el Senado en primer trámite constitucional, y hoy recibimos de vuelta el texto despachado por la Cámara Baja, que le introdujo algunas modificaciones que, en lo fundamental, me parecen bastante razonables.



Primero, cambia la rendición de la cuenta del “4 de julio” al “mes de julio”. La idea del 4 de julio era porque coincidía con el día de la fundación del Congreso Nacional: 4 de julio de 1811. Pero entiendo que se quiere hacer durante el mes de julio como una manera de posibilitar la rendición en la fecha fijada por cada Corporación, al revés de lo que sucede con la cuenta presidencial del 21 de mayo, que se da en este día preciso.



La otra modificación, en la primera parte, recae en la determinación del contenido y la forma de cumplir la obligación en comento. La idea es no hablar del Reglamento “del Congreso Nacional”, sino del Reglamento “de cada Cámara”.



Dicha enmienda, sin embargo, presenta un riesgo: que lo que establezcan ambas Corporaciones sea diferente. Y por eso originalmente se habló de “El Reglamento del Congreso Nacional”.



Ahora, apelaremos al sentido común en cuanto a que las materias pertinentes no deben ser objeto de regulaciones diferentes. Porque resultaría bastante lamentable que el Presidente de la Cámara de Diputados y el del Senado presentaran cuentas radicalmente distintas.



Por eso, yo tampoco haría cuestión a ese respecto.



Empero, lo que aprobó la Cámara Baja en la segunda parte, a mi juicio, envuelve un cambio muy significativo con relación al proyecto original.



En efecto, nuestra propuesta incorporaba no solo la rendición de cuenta de los Presidentes de ambas Cámaras, sino también la de los integrantes del Congreso, Diputados y Senadores; en este último caso, mediante una cuenta anual en alguna comuna de su región, para por esa vía tener un diálogo de los parlamentarios con sus respectivos electores.



Esto último ha sido eliminado, y, personalmente, lo considero erróneo. Si existirá la responsabilidad institucional de dar una cuenta, me parece que nosotros, como representantes de la ciudadanía, debemos cumplir con la misma obligación ante quienes integran nuestra Región. Una parte del ejercicio precisamente apunta a hacerles accesibles nuestras actuaciones.



Ello fue parte del debate en el primer trámite constitucional, y, no obstante algunas dudas e inquietudes, se dejó incorporado en el texto.



Ahora, he conversado con algunos Senadores y Senadoras interesados en la aprobación y en darle un curso rápido al asunto de manera que sea posible concretar en fecha breve la rendición de cuentas institucional. Si media la voluntad de la Sala, se le podría encargar a la Comisión de Constitución una enmienda del Reglamento, para regular el trámite y contemplar algunas pautas comunes generadas por la Secretaría General, porque una serie de antecedentes y elementos objetivos permitirían cumplirlo en parte: todo lo relativo a la presentación de proyectos, de indicaciones, de acuerdos; a la asistencia; a las votaciones, en fin. Se podría elaborar por el Senado -y por la Cámara, en su caso- un cuerpo bastante fuerte de contenidos legislativos en cuanto a la acción del parlamentario.



En forma adicional, cada uno podría consignar el trabajo en terreno, y eso permitiría configurar la cuenta que deberíamos dar anualmente.



Si la voluntad de la Sala es hacerle dicho encargo a la Comisión, no cabría introducirle modificaciones al acuerdo de la Cámara. Pero si no es así, pido insistir en el artículo 62 bis original e ir, por lo tanto, a una Comisión Mixta.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, creo que este es un proyecto que avanza en la línea correcta, tal como lo expresaba el Senador señor Larraín, porque permite que, al igual que otras autoridades del Estado, de diversa naturaleza, que rinden hoy día una cuenta pública, también lo hagan las del Congreso Nacional.



Al inicio del año judicial, el Presidente de la Excelentísima Corte Suprema de Justicia expone el rendimiento y la gestión del Poder Judicial en el año inmediatamente anterior.



De igual forma, Su Excelencia la Presidenta de la República, como representante del Ejecutivo, da una cuenta pública los días 21 de mayo -hay un proyecto para cambiar la fecha- ante el Congreso Nacional.



En consecuencia, parece adecuado que las autoridades elegidas -en este caso- del Congreso Nacional, integrado por la Cámara de Diputados y el Senado, cuenten asimismo con la oportunidad de dar a conocer su gestión.



Esta cuenta pública no debiera circunscribirse a aspectos relativamente formales -léase asistencia, número de proyectos de ley y de urgencias despachados, indicaciones presentadas-, sino incluir también algo de contenido, desde el punto de vista de la visión política del Congreso Nacional acerca de la situación del país. Es más, podría permitirse la proposición de ciertas políticas públicas que se estimaran beneficiosas para el desarrollo.



Me inclino por aprobar, entonces, el proyecto acogido en primera instancia por nuestra Corporación.



Mas necesariamente tengo que hacer presente que no me parece apropiado que la otra rama del Congreso haya suprimido la obligación de Diputados y Senadores, en cuanto autoridades elegidas, de rendir una cuenta pública. El mundo avanza, en general, hacia la accountability, es decir, la posibilidad de que aquellas personas que han otorgado un mandato de representación -nuestros electores- conozcan cuál ha sido la gestión de sus parlamentarios.


Ciertamente, la evaluación que merezcan los legisladores estará dada por la votación en las reelecciones, pero, no obstante verificarse cada cuatro u ocho años, según el caso, parece adecuado que cada uno de ellos rinda una cuenta anual ante sus electores con relación a algunos aspectos que me parecen esenciales.



Coincido con el Honorable señor Larraín en el sentido de circunscribir el trámite a ciertos parámetros objetivos. No se trata de llevarlo a cabo en términos de que más bien sea un levantamiento de la imagen personal o de las características que legítimamente pueda exhibir cada parlamentario. La Secretaría de una y otra rama del Congreso, por ejemplo, podría señalar, para el efecto del Reglamento interno, un conjunto de elementos básicos de la cuenta pública que presentaran la naturaleza mencionada en primer término, y al legislador le sería posible agregar otros.



Insisto en que parece conveniente que los electores vayan conociendo año a año el accionar de un parlamentario.



Por lo tanto, me inclino por rechazar el texto proveniente de la otra rama del Congreso, con el objeto de reponer la obligatoriedad de la cuenta pública de Senadores y Diputados, a menos que la Mesa o la mayoría de los Comités estimen que una dilación del proyecto puede afectar la que darán los Presidentes de ambas Corporaciones y que ha sido anunciada por los medios de comunicación.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, ya sostuvimos aquí el debate sobre la materia -algunos de nosotros fuimos autores de la disposición que nos ocupa-, en el cual se planteó si es o no conveniente la cuenta de Diputados y Senadores, así como también, por supuesto, la que pueden dar los Presidentes de las ramas del Congreso.



Me parece razonable la modificación que ha hecho la Cámara con relación a la primera parte del texto y que aclara que no se trata del Reglamento del Congreso Nacional, sino del correspondiente a cada una de sus ramas el que regulará el cumplimiento de la obligación.



En lo relativo a la cuenta de los parlamentarios, se ha hecho ver que el artículo, tal como se redactó, puede perseguir dicho objetivo, por supuesto. Pero si ella se le va a dar a una comuna, creo que su trascendencia será muy menor. No la advierto.



A mi juicio, este es un asunto que debiéramos discutir más a fondo y en que tenemos que ver cómo hacemos obligatoria la cuenta del Diputado y del Senador a través de los medios disponibles. A lo mejor es mucho más lógico materializarla a través de la página web institucional, donde cada uno de ellos puede exponer lo que ha sido su gestión en un período determinado, y difundirla después en el distrito o la circunscripción correspondientes.



Reitero que los términos de la disposición redundarán en que sea muy poca la trascendencia pública de la obligación de que se trata.



Fui partidario de la forma como el proyecto estaba originalmente en el Senado. Además, pienso que es preciso darle trascendencia a lo que queremos hacer y que el Congreso, al igual que el Poder Judicial y el Ejecutivo, ha de dar una cuenta pública en el sentido mencionado por el Honorable señor Harboe, la cual no solo dice relación con lo realizado, sino también con una visión política de largo plazo. 



Muchas veces, el Presidente de la Corte Suprema, al cumplir el trámite, plantea: “Respecto del Poder Judicial, se necesitan tales y tales modificaciones”; “Es necesario avanzar en la reforma procesal civil”; “Se requiere progresar en la reforma procesal penal”; “Es preciso hacer tal cosa”; “Se registra tal situación”.



Estimo que el Congreso también tiene la obligación, a lo mejor, de decir: “En la tramitación de las leyes se debieran efectuar tales enmiendas, porque queremos agilizar el quehacer legislativo en tal y tal sentido” o “El Congreso tiene que recurrir a tales y tales atribuciones”, incluso reclamándose algunas que no son propias y que no le ha dado el ordenamiento jurídico, ya sea la Constitución o las leyes.



Por mi parte, aprobaría la propuesta de la Cámara de Diputados, ya que con ello no se objetaría la cuenta pública de los próximos días, y se podría considerar en forma más reflexiva el otro aspecto en la Comisión de Constitución, al objeto de que nos haga una propuesta más concreta.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, creo que hace un año o un año y medio sostuvimos la discusión sobre la materia, mas no respecto de la necesidad de que cada una de las Cámaras dé una cuenta pública, sobre lo cual juzgo que hay un consenso relativamente amplio.



Basta discutir, sí, cómo se va a definir esta última. Porque se menciona que la rinden el Primer Mandatario, el Poder Judicial y el Contralor General de la República -esto es, una serie de instituciones-, pero es algo que le corresponde a la entidad y no a cada uno de los miembros que la componen. El Presidente de la Corte Suprema expone la del Poder Judicial, y entiendo que el trámite no lo llevan a cabo todas y cada una de las cortes de Apelaciones ni cada uno de los jueces.



Tratándose del Congreso, lo que cabe esperar, siguiendo el símil de la Presidencia de la República o el de la Corte Suprema, como lo manifestaba el Honorable señor Zaldívar, es que nuestra Corporación tenga la capacidad de plantearle al país, una vez al año, un repaso de lo aprobado y de sus implicancias, pero, al mismo tiempo, sus necesidades o demandas o qué metas, si las hubiere, pudiera ponerse, en el entendido, además, de que somos distintos.



A mi juicio, llevar lo anterior al nivel de cada uno de los parlamentarios es más difícil. Dificulto que la raya para la suma en la cuenta pública de muchos de nosotros sea algo así como: “Parece que no lo hice bien el año pasado”. Estimo que habrá una tendencia a resaltar todo aquello que nos parezca haber efectuado de manera muy brillante y excelsa, y, al mismo tiempo, a justificar lo que no nos ha resultado, argumentando que no contamos con la mayoría necesaria; que el Gobierno no nos escuchó. Y no sé qué aporte será ese, desde el punto de vista de nuestra gestión.



El Senador que habla dejaría la cuestión en un plano voluntario. He visto a varios parlamentarios hacer una cuenta pública no todos los años y sacar un libreto, un folleto, realizando un esfuerzo en el nivel de las redes sociales.



Al escuchar la cuenta pública del 21 de mayo, me parece que pocos se centran en lo que se hizo y más en lo que propondrá el gobernante de turno respecto a lo que viene en su mandato. Ello es lo que debería motivarnos como Corporación. Por tal motivo es tan delicado, de aprobarse el proyecto y a la hora de determinar cuál será la cuenta pública -eso va a tocarle a usted, señor Presidente-, establecer qué temas se van a relevar, los que tienen que interpretarnos a todos, medida conforme a la cual vamos a colaborar.



Mas ha de entenderse que es la cuenta pública de la Corporación y no exclusivamente la visión del Presidente de turno, lo que sé que no está en el espíritu del nuestro. Lo que hace la diferencia entre ella y la del Primer Mandatario es que la Jefatura del Estado le corresponde a un Gobierno elegido, que cuenta con un Programa y se “impuso” democráticamente, con una visión de lo que se quiere hacer en Chile. El desafío de acá es mucho más complejo, porque usted, señor Presidente, cuenta con el apoyo de todos nosotros, en el entendido de que en cada lado de la Sala pensamos de manera distinta.



Entonces, ¿cuáles son los desafíos de futuro que se van a proponer y que reúnen nuestro consenso? ¿Se trata de avanzar a un sistema semiparlamentario; de darles a Senadores y Diputados más atribuciones en materia de gastos o de tributos, o de disponer de facultades que hoy día nos están negadas por la Constitución? Eso genera un debate interesante, pero que no sé si se puede acometer de aquí a fines de julio, lo que es muy poco tiempo.



Por último, estoy por aprobar lo que viene de la Cámara de Diputados, ya que insisto en que, desde el punto de vista de los esfuerzos que vamos a hacer individualmente, es poco lo que se va a aportar para lo que realmente se persigue.



Muchas gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de seguir dando la palabra, hago presente, por lo que he escuchado, que existe acuerdo en una cuenta pública de los Presidentes de las Corporaciones, con todas las características expuestas en orden a que sea una fecha flexible -esto es, no necesariamente el 4 de julio-, y que se registra una diferencia respecto de si el trámite se efectúa individualmente, además, por los parlamentarios.



En la medida en que los Honorables señores Larraín, Harboe y otros han planteado básicamente lo mismo, me parece adecuada la sugerencia de pedirle a la Comisión de Constitución un informe y una propuesta respecto de la posibilidad de que los parlamentarios rindan cuenta individualmente. Ese órgano técnico manifestará su coincidencia o su discrepancia sobre el particular. De esa manera podemos despejar hoy aquellos aspectos en que concordamos.



Lo anterior va unido a la petición que me han formulado el Senador señor Harboe y varios otros en orden a abrir la votación, porque varios de Sus Señorías tienen que concurrir a Comisiones que están funcionando.



No sé si hay acuerdo al respecto.



Puede intervenir el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, lo que pasa es que algunos, como no hemos intervenido, no hemos podido plantear nuestras ideas, y a lo manifestado por algunos colegas deseo agregar, estando de acuerdo con que el Poder Legislativo rinda una cuenta, que el Senado y la Cámara son entes distintos, por lo que puede corresponder una al primero y otra a la segunda. La Cámara de Diputados dispone de facultades fiscalizadoras y puede formar comisiones de investigación, en tanto que las funciones del Senado son diferentes. Ante una rama del Congreso con 120 miembros -y va a tener 155-, no así la otra, además de facultades disímiles, estimo totalmente obvio proceder por separado.



No me parece bien una cuenta pública en el Congreso Pleno, porque eso es adecuado para el Gobierno, que es un solo ente. Constituimos instancias distintas, y puede ser que ni la Cámara ni el Senado deban acarrear las dificultades del otro. Si nosotros hemos tramitado equis número de proyectos y sido eficientes, ¿por qué vamos a cargar con los problemas de la otra rama del Congreso, y viceversa?



Solo quería agregar eso, ya que la que he expuesto es también una fórmula a fin de que la diligencia resulte mucho mejor para la opinión pública.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, primero, solo deseo recordar que todos nosotros aprobamos por unanimidad, en el primer trámite constitucional, que hubiera una cuenta pública de los Presidentes de las Corporaciones en una sesión de Congreso Pleno, es decir, de Diputados y Senadores. Y todos los presentes podemos cambiar de opinión, por supuesto, pero votamos a favor de ello.



Segundo, todos nosotros acogimos por unanimidad un proyecto de acuerdo, en el mes de marzo, en que le pedimos a la Primera Mandataria patrocinar y darle urgencia a la iniciativa aprobada en el primer trámite. Los Senadores señores Larraín, Espina y Harboe, señora Allende y quien habla le entregamos a ella el texto, no de nosotros -repito-, sino de todos.



Tercero, a veces tengo la impresión de que los árboles no dejan ver el bosque. No es aceptable que el Presidente de la Corte Suprema, quien también tiene que ponerse de acuerdo con sus pares por tratarse de un órgano colegiado y de una situación institucional, exponga una cuenta el 1° de marzo y la Presidenta de la República haga otro tanto el 21 de mayo, sin que ello se extienda a los Presidentes de la Cámara de Diputados y del Senado. Es absurdo. Hoy, la accountability es una exigencia en cualquier democracia moderna, transparente, en que la ciudadanía puede informarse. Y ello asimismo dice relación, por supuesto, con los parlamentarios.



La pregunta es si va a tratarse de una cuenta personal. ¿Va a corresponder a los tres meses en que se ha desempeñado el cargo de Presidente de la Cámara de Diputados o del Senado? La respuesta es no. Hace dos semanas invité a todos los jefes de bancada de la Nueva Mayoría y de la Alianza por Chile  -tuvimos una reunión en Santiago- para decirles que debemos empezar a trabajar el contenido de esta cuenta, porque es institucional. Lo propio hizo la Cámara de Diputados, que también desea rendir una cuenta de ese carácter. 



Por eso hoy día, en reunión de Comités, les reiteramos a todas las bancadas que deben designar a sus representantes para trabajar una cuenta institucional, no personal. 



Naturalmente, ella abordará en especial la gestión encabezada por la ex Presidenta Senadora señora Isabel Allende. Yo llevo solo tres meses en el cargo.



Quiero aclarar eso porque son temas que tal vez no todos conocen pero que hemos conversado con los jefes de bancada.



El Senador Hernán Larraín, que es autor de este proyecto de ley, ha insistido mucho en una cuenta autocrítica. ¿Qué significa eso? ¿Un mea culpa? Nunca hemos hablado de un mea culpa. ¡Nunca! Un diario puso eso una vez; no sé de dónde lo sacó. Por lo menos, yo jamás lo he dicho.



¿Autocrítica? Por supuesto.



¿Qué significa “autocrítica”? Poner las cosas buenas, que son muchas -porque hay que reivindicar lo positivo de este Congreso: tiene un Consejo de Asignaciones autónomo y cuenta con índices de probidad y transparencia altísimos, lo que es reconocido a nivel internacional- y, además, mencionar aquellos aspectos que se deben mejorar -obvio; por eso es autocrítica-, pero con propuestas de futuro, no con una lógica autoflagelante.



En seguida, quiero decir que si todos estamos de acuerdo en que es bueno que los Presidentes de ambas Corporaciones realicen una cuenta, como lo hacen el titular de la Corte Suprema y el Presidente de la República -ella sería institucional; la vamos a trabajar con los jefes de bancada, pero sobre la base de un año, no de los últimos tres meses-, entonces podríamos dejar que los miembros de la Comisión de Constitución -porque varios lo plantearon- evalúen el asunto y nos formulen una propuesta, sea positiva o negativa, respecto de la posibilidad de que los parlamentarios lleven a cabo o no una cuenta individual en sus regiones. Yo lo hago permanentemente, ¡permanentemente!, cuando recorro mi Región. Y creo que todos hacemos lo mismo.



Admito que ese es un tema discutible. Por tanto, aprobemos lo que se propone -es mi modesta sugerencia-, realicemos una cuenta institucional y aprovechemos esta crisis como una oportunidad, no con la lógica del mea culpa o de la autoflagelación -insisto-, sino para dar a conocer lo que estamos haciendo, que es mucho -¡es mucho!- y para que este Parlamento siga aprobando normativas tan importantes como la “Ley Ricarte Soto”, la “Ley Emilia”, o aquellas vinculadas a materias educacionales y con los temas de futuro que está trabajando la Comisión Bicameral Pro Transparencia, que preside el Senador Larraín, donde se están haciendo propuestas muy interesantes.



¡Por favor!, yo de verdad no estoy pensando en ninguna persona, sino diciendo que este proyecto fue aprobado por unanimidad en el primer trámite constitucional. Y, en cuanto al punto en que tenemos una pequeña diferencia, dejemos que se pronuncie la Comisión de Constitución, como una segunda instancia, y quienes deseen que los parlamentarios presenten sus cuentas individualmente, que lo planteen a través de una moción. Pero no desaprovechemos esta oportunidad histórica.



Insisto: a veces los árboles no nos dejan ver el bosque. Tengamos una mirada amplia, de alto vuelo, porque sería inentendible que si el Presidente de la Corte Suprema y el Presidente de la República rinden cuenta el 1 de marzo y el 21 de mayo, respectivamente, no hiciéramos lo mismo los titulares de la Cámara y el Senado, que representamos órganos colegiados, por lo que nuestra cuenta sería institucional y no personal.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, la verdad es que a mí me parecen pertinentes las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados. Creo que nosotros, como Senado, somos un cuerpo colegiado. Tenemos iniciativas individuales, pero actuamos en calidad de cuerpo colegiado y, por ende, aquello que se aprueba o se rechaza es finalmente una decisión del Senado de la República.



Por lo tanto, considero razonable que haya una cuenta institucional, y también que ella sea vista como una oportunidad para mostrar lo que hace el Congreso, porque me da la impresión de que la mayoría de la gente no sabe cuál es el trabajo de los parlamentarios. Y si esta propuesta es bien utilizada, puede servir para visibilizar nuestra labor.



Sin embargo, estoy en desacuerdo con que existan cuentas individuales. Efectivamente, muchos de nosotros rendimos cuenta en nuestras regiones, en alguna comuna, incluso más de una vez al año. Pero, si bien es cierto que ello tiene que ver con el trabajo que cada uno de nosotros realiza o con aquellas mociones que eventualmente tratamos de impulsar, también está vinculado con la labor institucional.



Entonces, estimo que pretender que haya cuentas individuales en las regiones no corresponde, porque el trabajo nuestro es institucional y, por lo mismo, la cuenta debe tener ese carácter.



En lo personal -como dije-, estoy de acuerdo con las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados. Estoy de acuerdo también  -y, de hecho, así lo hice saber en la reunión de Comités- en que la labor de la Cámara Baja y la del Senado son bastante distintas y en que una y otro tienen atribuciones y funciones diferentes. Pero si lo que se propone puede de alguna manera ser concordado para que se traduzca en una expresión institucional de ambas Corporaciones, que quede refrendada en algún documento que vaya más allá de las voluntades de los presidentes de turno, sería bastante bueno.



Por consiguiente, voto a favor de esta iniciativa. Creo que si es bien utilizada será un aporte para visibilizar el trabajo que realiza el Congreso Nacional.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, he seguido con mucha atención el debate y quiero fijar mi posición. 



A mi juicio, no hay ningún inconveniente, como han planteado diversos señores Senadores, en que la Comisión de Constitución nos formule una proposición respecto de las cuentas individuales. Hay muchos parlamentarios que las hacen hoy día y que las han venido haciendo durante bastante tiempo. 



En consecuencia, no veo impedimento alguno en que se establezca algún mecanismo para que, en definitiva, la rendición de cuentas pueda realizarse sobre la base de un formato común en la forma en que usted lo ha planteado, señor Presidente.



Y en cuanto a la cuenta “general institucional” -por así llamarla-, respaldo con mucha fuerza la propuesta que hizo el Senador Prokurica. Porque la verdad es que, si uno se fija en las facultades que hoy día tiene el Congreso como tal -es decir, Cámara de Diputados y Senado-, advierte que ellas son muy pocas. Ya no se reúne el Congreso Pleno para los efectos de pronunciarse sobre las reformas constitucionales, y una de las sesiones que mantiene es precisamente aquella en que recibe la cuenta del Presidente de la República.



Pero el Senado y la Cámara de Diputados son dos instituciones diferentes, con roles distintos.



Sobre el particular yo quisiera hacerle notar lo siguiente, señor Presidente. 



En su alocución usted planteó que la cuenta institucional iba a ser fundamentalmente -digámoslo así- “administrativa”. ¡Pero eso no va a ser así!, como no lo son tampoco la cuenta del Primer Mandatario ni la que efectúa el Presidente de la Corte Suprema, por usar los ejemplos que usted mencionó.



Si uno revisa las cuentas, podrá observar que ellas básicamente tienen dos partes: aspectos administrativos y elementos propiamente políticos, donde muchas veces se formula -lo ha hecho el titular del Máximo Tribunal y lo hace siempre el Presidente de la República- una presentación, un punto de vista, una exposición sobre temas que pueden ser particularmente polémicos.



Por ejemplo: ¿qué ocurriría si en un ambiente de mucho crispamiento político transformáramos al mismo tiempo la cuenta del Presidente de la Cámara de Diputados y la cuenta del Presidente del Senado en una suerte de debate entre ambas instituciones?



Algunos países mantenían la costumbre de que, al momento de jurar la nueva autoridad, el presidente saliente hacía una alocución y el entrante, otra. Usted comprenderá, señor Presidente, lo que ahí ocurría. Era un verdadero guirigay, donde surgían, en un sentido y en otro, puntos de vista muy diferentes.



Si queremos darles solemnidad a las cuentas tanto de la Cámara de Diputados como del Senado, no me parece una buena idea hacerlas en conjunto, no solo por las razones que se han dado, sino porque creo que ello va a ser, hacia delante -no en el caso suyo, señor Presidente-, un incentivo para que dichas cuentas se transformen -tratándose, por ejemplo, de un Senado o de una Cámara de oposición- en “la” oportunidad privilegiada para hacer la mayor controversia respecto de la gestión del gobierno.



¿Eso es lo que queremos? 



Ese es el tipo de cuenta al que vamos a llevar si no definimos muy bien el asunto.


Y, si las Cámaras representan mayorías distintas, será inevitable que las cuentas sean marcadamente políticas, no administrativas.



Entonces, pienso que, al final del día, el fin perseguido por quienes han planteado una cuenta institucional se realizaría mucho mejor si cada Cámara, de acuerdo con su naturaleza, rindiera, frente a sus pares, frente a la opinión pública, una cuenta por separado.



Creo que la cuenta conjunta va a generar discrepancias inevitables y tensiones que perfectamente podrían no producirse de la otra manera.



Me parece que la dinámica política de los hechos inducirá necesariamente a lo que estoy señalando.



Entonces, desde todo punto de vista es una buena idea que exista rendición de cuenta institucional. Ella nunca va a ser meramente administrativa, por lo que creo firmemente que debiéramos separarlas, de manera que haya una rendición de cuentas en la Cámara de Diputados y otra en el Senado.



Fíjese, señor Presidente, lo que podría ocurrir además: muchas veces puede que un proyecto haya avanzado muy rápidamente en una Cámara y se haya detenido en la otra. ¿No será eso fuente de controversias al momento de rendirse las cuentas en forma conjunta?



Por lo tanto, vamos a generar un montón de polémicas cruzadas absolutamente innecesarias.



Por ello, es mucho mejor para la seriedad, para el rango jerárquico que deben tener las cuentas, que sean institucionales y por separado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, este proyecto, cuyo propósito era simplemente incorporar un artículo 56 bis en la Constitución, ha generado un debate que va más allá de lo que los propios autores han señalado.



La Cámara de Diputados modificó el texto despachado por el Senado en términos de establecer que la cuenta se realizará dentro del mes de julio de cada año, sin precisar el día, y ante el Congreso Pleno. 



Recojo -y me hace sentido- lo planteado por el Senador Allamand en cuanto a que podría presentarse allí una controversia entre las Cámaras, debido a visiones y liderazgos distintos frente a un momento político particular.



Sin embargo, ello podría subsanarse al disponer que las cuentas sean institucionales, de las corporaciones como tales. Y el planteamiento político, además del administrativo, tendrá que ser consensuado por las presidencias de cada una de ellas.



Sí tengo una discusión en cuanto a la necesidad de las cuentas individuales. Estoy absolutamente de acuerdo con ellas, pero creo que mientras no se establezca un procedimiento homogéneo e institucional, al que deba circunscribirse cada Senador o Diputado, vamos a estar simplemente frente a una parodia de cuenta.



Señor Presidente, creo que -y lo hice ver en la Comisión-, así como establecimos por medio de una modificación constitucional la rendición de cuenta institucional por ambas Cámaras, la rendición de cuenta individual de senadores o diputados debiera verificarse a través de un formato establecido por cada Corporación. Si no, vamos a estar ante la situación que planteaba muy bien el Senador Lagos: cada parlamentario va a contar única y exclusivamente lo que le favorece ante el público. Tendremos una parodia de cuenta.



Por tanto, debiéramos contar con una norma objetiva. Es el Senado el que debiera proveer, a través de sus distintas instancias, datos concretos sobre el trabajo y funcionamiento de cada uno de sus integrantes: asistencia, mociones, intervenciones, proyectos de acuerdo y participación en distintas instancias.



Esa sería una norma objetiva.



Así, los ciudadanos podrán reconocer cuál es el funcionamiento, el trabajo efectivamente realizado por cada uno de los parlamentarios. De lo contrario, estaríamos simplemente frente a un acto en que se cuenta lo que se quiere contar y ante quienes se quiere contar. 



Más aún, el artículo 62 bis establecía que esta cuenta se rendiría en alguna de las comunas que componen el distrito o circunscripción respectivo. Pero ¿qué ocurre con las grandes circunscripciones? ¿Cuál lugar se preferirá: la capital regional, la capital provincial, la comuna con más adherentes o la comuna con algún conflicto en particular?



Hay que avanzar en trámites y ámbitos de participación, de transparencia, pero objetivos, que no sean simulacros.



Las cuentas tienen que ser institucionales. Es el Senado de la República el que debe rendir la suya.



Recojo las prevenciones que hace el Senador Allamand en términos de evitar una confrontación. Eso habría que precisarlo mejor. Pero recalco que las cuentas individuales tienen que estar formateadas, objetivizadas, respaldadas por la propia institución. Si no, simplemente van a ser actos propagandísticos de cada uno de los parlamentarios, y no se cumplirá el objetivo de transmitir, informar y entregar una cuenta a los electores, con toda la transparencia y la información que se requieren.



Seamos responsables y eficientes en la legislación que estamos planteando; no aprobemos una norma que va a ser letra muerta, que no podrá implementarse.



Insisto: se necesitan estándares objetivos para todos los senadores, de manera que no sean cuentas a la carta para quienes las quieran presentar.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.



No se encuentra en este momento.



Tiene la palabra el Senador señor Quintana.



No desea intervenir.



Muy bien. Antes de votar, cito a reunión de Comités.



Se suspende la sesión por 10 minutos.

)----------(



--Se suspendió a las 17:17.



--Se reanudó a las 17:51.

)-------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Continúa la sesión. 



Vamos a poner en votación el proyecto de ley. 



Les pido, por favor, a los señores Senadores y a las señoras Senadoras tomar asiento, y, si pueden, llamar a los integrantes de sus bancadas, porque algunos no se hallan en la Sala. Se demoró un poquito más de la cuenta la reunión de Comités. 



Se ha propuesto hacer una sola votación. 



¿Le parece a la Sala?



El Senador señor Harboe no está de acuerdo. 



En ese caso, deberemos realizar las votaciones pertinentes.



Solo quiero indicar lo siguiente. 



En reunión de Comités, en la que estaban todos presentes, se conversó acerca de que se facilite la aprobación de las modificaciones de la Cámara de Diputados para poder realizar una cuenta institucional, sin perjuicio de que cada Senador, obviamente, es libre y soberano para emitir su voto. Y se ratificó lo que dijo el Secretario del Senado en el sentido de que en el primer trámite constitucional y en el segundo se aprobó que los Presidentes de las Corporaciones rindan una cuenta pública al país; por lo tanto, eso no está en debate. 



En segundo lugar, se planteó que esa cuenta sea no solo administrativa, sino también político-institucional, en cuyo contenido se trabaje con todas las bancadas.



Con tal fin se fijó plazo hasta el próximo lunes, a primera hora, para que cada bancada indique el nombre del Senador que integrará la Comisión que abordará el tema del contenido. Este no será insípido, incoloro, neutro, pero tampoco a gusto de algún actor político en particular, sino el correspondiente a una cuenta institucional.



También, se decidió pedir un informe a la Comisión de Constitución en cuanto a la determinación de un criterio respecto a las cuentas individuales, habida consideración de que no hay una sola opinión sobre el particular, las que quedarán pendientes para una segunda instancia.



Y, por último, quiero pedir cierta flexibilidad -entendiendo el legítimo punto de vista del Senador señor Harboe- para, ojalá, hacer una sola votación, porque si no alcanzamos los 22 votos requeridos se caerá la posibilidad de realizar la cuenta pública.



Recuerdo que todos concordamos en lo importante que era efectuar dicha cuenta. Y por eso se debe aprobar hoy el proyecto tal cual viene de la Cámara, dejando a la Comisión de Constitución lo relativo al informe o la sugerencia respecto a las cuentas individuales. 



Entonces, deseo saber si existe la posibilidad de hacer una sola votación. 



Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, tengo una duda procedimental.



Si ya tenemos aprobada -usted señaló que lo ratificó el señor Secretario- la cuenta pública de los Presidentes de cada rama del Parlamento, eso no es materia de controversia. En consecuencia, si hoy despacháramos el proyecto la cuenta no se caería.



De otro lado, si pusiéramos en votación el número 2, relativo a las cuentas individuales, su aprobación o rechazo no incidiría en la posibilidad de la rendición de la cuenta pública, salvo que se rechazara lo aprobado por la Cámara de Diputados: la supresión del artículo 62 bis. 



Entonces, pregunto por qué una votación separada podría retrasar el despacho de la iniciativa. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quiero explicar la situación reglamentaria. 



No puedo presumir el resultado de las votaciones. Pero, partiendo de la base de que se aprobaran las modificaciones de la Cámara al encabezamiento del artículo único y al número 1, que están concatenadas; y de que luego se rechazara el número 2, automáticamente el proyecto iría a Comisión Mixta, solo por este numeral.



Eso es evidente. Sin embargo, al parecer lo que se quiere es que la iniciativa se convierta en ley lo más rápidamente posible.



Ahora, sin perjuicio de que el inciso segundo del artículo 56 bis propuesto diga que “El Reglamento de cada Cámara determinará el contenido de dicha cuenta…”, la competencia para regular las situaciones reglamentarias en cada rama legislativa corresponde a su Comisión de Constitución, que, en el caso del Senado, ve las modificaciones al Reglamento, y dentro de ellas puede regular la forma de rendir la cuenta. Entonces, si así se estimare, a lo mejor también le sería factible referirse el día de mañana a posibles cuentas individuales de los señores Senadores, sea vía web u otro sistema, como se considere pertinente. 



Pero, si se rechaza la enmienda de la Cámara al número 2, el proyecto completo irá a Comisión Mixta. Distinto es que esta tendrá como limitación el que ya se aprobó el establecimiento de una cuenta pública, en sesión de Congreso Pleno, de los Presidentes de ambas Cámaras. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Solo una precisión, señor Presidente: si bien la facultad de proponer modificaciones al Reglamento, tal como señala el señor Secretario, recae en la Comisión de Constitución, en este caso, lo que estaríamos aprobando del numeral 1 es la facultad para que cada Cámara efectúe las enmiendas reglamentarias pertinentes, pero respecto de dicha cuenta pública, es decir, la de los Presidentes de cada Corporación, no la cuenta individual. 



En consecuencia, de aprobarse el numeral 2 como viene de la Cámara, que suprime la posibilidad de cuenta pública de Senadores y de Diputados, no habrá facultad de la Comisión de Constitución para proponer una modificación reglamentaria destinada a regular las cuentas públicas individuales, porque no existirían legalmente.



A lo único que hace alusión el número 1 es a la determinación reglamentaria del contenido de la cuenta pública realizada por los Presidentes de la Cámara y del Senado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Así es. 



Por eso, se le está pidiendo a la Comisión de Constitución una sugerencia respecto de si es necesario que los parlamentarios den una cuenta individual, porque muchos sostienen que la entregamos permanentemente en nuestros recorridos, en fin, y, por lo tanto, una cosa no quita la otra.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, entendiendo la inquietud del Senador Harboe, si no aprobamos este proyecto hoy tal cual viene de la Cámara no habrá cuenta pública este año. Y, en ese sentido, lo acogería. 



Sin embargo, simultáneamente con aprobarlo, yo pediría que se entendiera -quienes nos oponemos a que se suprima el segundo punto quedamos en una situación muy inconfortable- que esto no es incompatible con que el Senado adopte el acuerdo de que la Comisión de Constitución proponga una fórmula. Eso no obliga a la Sala a aprobarla, pero sí a que la Comisión sugiera una forma, a través del cambio reglamentario, para propiciar la rendición de cuenta de cada uno de los Senadores.



Si hay un acuerdo de la Sala para encomendarle a la Comisión de Constitución que formule una proposición, yo por lo menos estaré en condiciones de votar favorablemente este proyecto como viene.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de iniciar la votación, ¿habría acuerdo para pedirle a la Comisión de Constitución que trazara una línea de acción respecto a las cuentas individuales de los parlamentarios?



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, estoy de acuerdo con ambas cuentas.



Eso sí, complementando lo dicho por el Senador Harboe, debo decir que me preocupa lo siguiente: estamos rechazando que existan cuentas individuales de cada parlamentario.



Entonces, me cuesta pensar que habiendo rechazado las cuentas individuales de los parlamentarios en una reforma constitucional, le demos en la Sala a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia la facultad para que las reglamente.


Más bien, si ese fuera el tema, yo preferiría que se presentara un nuevo proyecto de reforma respecto a las cuentas individuales de los parlamentarios, para no cometer una eventual inconstitucionalidad, porque en este caso las estamos rechazando directamente.



En consecuencia, estoy por aprobar la propuesta de la Cámara para que efectivamente se dé una cuenta, pero me parece que el camino más lógico -repito-, estando de acuerdo con las cuentas individuales, es la presentación de un nuevo proyecto de reforma.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

 El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en la misma línea del Senador Larraín, creo que para efectos de que la reforma constitucional pueda regir tenemos que aprobar la propuesta de la Cámara de Diputados. De lo contrario, este año no contaremos con cuenta pública del Parlamento.


Sin embargo, creo que es factible acoger el tema de la cuenta individual.



El Reglamento de nuestra Corporación perfectamente podría establecer un sistema de rendición de cuentas para los Senadores en cuanto a sus actividades. En este sentido, nuestra Corporación es autónoma, y el Reglamento es obligatorio para los Senadores. Y, por supuesto, aprobadas esas modificaciones por la Sala, no serían una ley, pero sí constituirían un mandato para nosotros.



Quiero llamar la atención -no por meter más pelos en la leche-, acerca de que en el inciso segundo del artículo 56 bis hay un problema: ¿Cuál es el Reglamento del Congreso Nacional? No existe. Entonces, ¿cómo se determinará el contenido de la cuenta? 


Si lo eliminamos, se irá al siguiente trámite. No hay Reglamento del Congreso Nacional

El señor LARRAÍN.- Eso ya se eliminó.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A ver.



Solamente deseo aclarar que la redacción de la Cámara de Diputados -les pido atención, por favor- habla de Reglamento “de cada Cámara”. Esa modificación vamos a votar.



Nosotros, en el primer trámite, habíamos aprobado la frase: “El Reglamento del Congreso Nacional”, que tiene las deficiencias que Su Señoría señala.



No obstante, la otra rama legislativa, al sustituir en su inciso segundo “del Congreso Nacional” por “de cada Cámara”, puso las cosas en su lugar -perdón que formule un juicio de valor, si ustedes me lo permiten-. De ahí que con la redacción de la Cámara de Diputados se zanja el problema.



Ahora, el señor Secretario me señala -recogiendo lo expresado por el Senador señor Zaldívar- que cada Cámara puede establecer en su Reglamento la rendición de cuenta individual, ¡puede establecer la rendición de cuenta individual!


Por lo tanto, los Senadores Orpis, Larraín -mis disculpas por no nombrarlos a todos-, que son partidarios de las cuentas individuales, pueden proponer su establecimiento -me dice el señor Secretario- a través de una reforma reglamentaria.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, seré muy breve.



Dos comentarios.



Primero, para ratificar algo que usted ha dicho, quiero expresar que estamos votando el texto aprobado por la Cámara Baja, en tercer trámite constitucional. Y este distingue claramente que no se trata de un Reglamento del Congreso Nacional, sino de cada Corporación.



En segundo lugar, personalmente soy partidario de que existan cuentas en las comunas.



¿Saben lo que pasa? Encuentro muy ridículo que se crea que existe algún Senador que no rinde cuenta en la práctica. Porque a cualquier Senador que se dirige a una comuna le preguntan habitualmente, en la gran mayoría de los casos, por las materias que les interesan a quienes participan en ella. Y, como probablemente uno se reúne con personas de distintas actividades, termina rindiendo cuenta de lo que hizo respecto a cada una de estas.



Quiero compartir con usted, señor Presidente, lo siguiente: no es necesario que esto quede establecido en la Constitución, porque es perfectamente posible -¡perfectamente posible!- que el Reglamento del Senado contemple que los Senadores deben rendir cuenta. Y yo preferiría que quedara en su texto.



Me explico.



Si ponemos lo que dice la Cámara de Diputados: “en alguna de las comunas que componen el distrito o circunscripción que representan” los Diputados o Senadores, habría que preguntar en cuál.



Esto requiere un estudio mayor. ¿Se trata de la más numerosa? ¿De la capital provincial? ¿De aquella donde hay más dificultades? ¿De donde hubo mayor debate respecto al tema de la contingencia?



Entonces, para solucionar el punto, prefiero que saquemos un solo proyecto en esta materia.



Quiero aprovechar de decir en mi tiempo que hace un mes, ¡un mes!, esta Corporación despachó la iniciativa de probidad en la función pública -que quede en la historia fidedigna de la ley-. Y llevamos esperando el mismo tiempo -no sé si ya se notificó el rechazo de la Cámara de Diputados- para constituir la Comisión Mixta.



Por consiguiente, pido que saquemos los proyectos adelante, nomás. No serán perfectos, pero las cosas que hacemos deben transformarse en leyes.



Por lo tanto, soy partidario de aprobar esta iniciativa, con la explicación que usted ha dado. Que se incluya en el Reglamento, y que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento determine la manera de hacerlo, el criterio. Y, luego, que se traiga el proyecto a la brevedad a la Sala para que se genere un debate y se resuelva el problema.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Con el fin de aclarar lo que manifestó el Senador Espina, debo decir que hoy se dio cuenta del rechazo de la Cámara de Diputados.



Nosotros informamos que integrarán la Comisión Mixta los miembros de la Comisión de Gobierno.



Mañana se dará cuenta de esto en la Cámara Baja y se constituirá la Comisión Mixta.



Quiero valorar el trabajo de ese órgano técnico en el proyecto de probidad de la función pública y en otros.



Así que, Senador señor Espina, esperamos que mañana se pueda constituir la Comisión Mixta.

El señor ESPINA.- Un detalle, Su Señoría, en este momento somos cuatro los miembros de la Comisión de Gobierno.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí.

El señor ESPINA.- El Senador Horvath había dicho que tenía interés en participar en ella. A mí me parece excelente. Entonces, pido a los Comités y a la Presidencia que ese reemplazo esté resuelto cuando constituyamos la Comisión Mixta.



Nosotros estaríamos felices de que fuera el Senador Horvath. No hay ningún problema. ¡Encantado! Tenemos que contar con cinco Senadores en la Comisión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy de acuerdo, Senador señor Espina.



Por última vez pregunto: ¿Habría la posibilidad de hacer una sola votación?

El señor WALKER (don Ignacio).- Sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, siempre que nos dé la posibilidad de fundamentar el voto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por supuesto.



En votación. 



--(Durante la votación).

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde votar las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, en una sola votación.



Cabe señalar que para ser aprobadas se requieren tres quintos de las Senadoras y de los Senadores en ejercicio, esto es, al día de hoy, 22 votos favorables.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, he querido fundamentar mi voto, porque varios de los señores Senadores expresaron un juicio en términos de que era mejor estar a favor de que hubiera cuentas separadas del Senado y de la Cámara de Diputados, por las razones que se expusieron. El problema es que con la tramitación que le estamos dando al proyecto no es posible insistir en esa idea.



En consecuencia, si votamos favorablemente estaremos aprobando una modalidad de cuenta que traerá graves problemas hacia delante. Pero votar en contra significará en la práctica rechazar la idea,  y que se conjeture que somos contrarios a que existan estas disposiciones.



Por lo tanto, quienes queremos que se concrete esta cuenta pública debemos aprobar lo que se propone, aunque consideremos inconveniente el análisis de este asunto en una sola sesión.



En mi opinión, lo señalado por el señor Presidente con relación a cómo resolver el problema de la cuenta pública de cada parlamentario es correcto. 



Pero quiero aprovechar la oportunidad para retomar el punto expuesto por el Senador Espina. 



He visto durante las últimas cuatro semanas un conjunto de informaciones de prensa donde se señala que los Presidentes de ambas Cámaras se juntaron con las máximas autoridades de Gobierno para definir cierta calendarización de los proyectos que tanto se requiere abordar, con el propósito de lograr la normalización de la política en este semestre.



Sin embargo, como aquí se ha dicho, no se observa absolutamente ningún orden para tratar esas materias. 



¿Cuándo se va a votar la iniciativa sobre el Servicio Electoral?



¿Cuándo analizaremos lo relativo al financiamiento de los partidos?



¿Cuándo debatiremos el tema general que afecta a la actividad política?



De hecho, aquí estamos aprobando una propuesta legislativa sin haber tenido el tiempo suficiente para escuchar las argumentaciones acerca de si se deben o no separar las cuentas públicas de ambas Cámaras.



En consecuencia, señor Presidente, le solicito encarecidamente que, a través de sus buenos oficios y considerando que hay un nuevo Ministro en el gabinete, se preocupe de lograr, de una vez por todas, el ordenamiento del calendario desde aquí hasta fin de año, para sacar adelante esas iniciativas -son urgentes para la normalización de la política-, pero en forma ordenada, conocida y con tiempo necesario para argumentar adecuadamente, al contrario de cómo lo estamos haciendo en esta oportunidad.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si me lo permite la unanimidad de la Sala, contestaré desde la testera la inquietud del Honorable señor Allamand.



Acordado.



Comunico a los señores Senadores que, hace dos semanas, el lunes antepasado, tuvimos una reunión de coordinación en Santiago con todos los jefes de bancadas de la Nueva Mayoría, de la Alianza y de los independientes.



En esa ocasión, luego de acordar las prioridades, se las transmitimos al Ejecutivo a través de la Ministra Secretaria General de la Presidencia subrogante. Entonces se pidió fijar urgencias y se elaboró un cronograma de 22 proyectos de ley, respecto de los cuales efectivamente estamos cumpliendo los plazos.



En esa reunión participaron, además, los Presidentes de las Comisiones de Probidad y Transparencia y de Gobierno. Y no alcanzó a llegar el de la Comisión de Constitución. 

El señor DE URRESTI.- ¡No me invitaron!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿No le llegó la invitación?



Revisaremos qué pasó, porque Su Señoría estaba considerado.

El señor MOREIRA.- ¡Eso sí que es grave…!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Es muy grave.



Como valoro la preocupación del Honorable señor De Urresti en esta materia, le comunico que este lunes, a las 8:30, nuevamente se efectuará una reunión de coordinación con todos los jefes de bancadas y los presidentes de las Comisiones mencionadas.



Espero que ahora sí le llegue la invitación, porque es muy importante su opinión.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones de la Cámara de Diputados (26 votos a favor y una abstención) y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvo el señor Matta.

ACCESO DE POBLACIÓN CON DISCAPACIDAD AUDITIVA A INFORMACIÓN PÚBLICA RELEVANTE TRANSMITIDA POR TELEVISIÓN 
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas para el acceso de la población con discapacidad auditiva a la información proporcionada por la ONEMI, con informe de la Comisión de Salud y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8.353-19) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 73ª, en 10 de diciembre de 2014.



Informe de Comisión:


Salud: sesión 28ª, en 16 de junio de 2015. 
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es fijar la obligación, para los concesionarios y permisionarios de televisión, de transmitir toda campaña de servicio público financiada con fondos públicos, la propaganda electoral, los debates presidenciales, las cadenas nacionales, los informativos de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y los bloques noticiosos transmitidos por situaciones de emergencia o calamidad pública, mediante sistemas audiovisuales que hagan comprensible su contenido a las personas con discapacidad auditiva.



La Comisión de Salud discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Van Rysselberghe y señores Prokurica y Rossi, con las modificaciones que consigna en su informe.



El órgano técnico, asimismo, propone sustituir la denominación que la Cámara de Diputados dio a la iniciativa al momento de su ingreso por la siguiente: “Proyecto de ley que establece normas para el acceso de la población con discapacidad auditiva a la información que indica, proporcionada a través de concesionarias de radiodifusión televisiva de libre recepción y permisionarias de servicios limitados de televisión”.



Cabe hacer presente que el inciso segundo del artículo 25, contenido en el artículo único del proyecto de ley, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación 21 votos favorables.



El texto que se propone aprobar se transcribe en las páginas 19 y 20 del informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Moreira.

El señor HARBOE.- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aceptar la petición del Senador señor Harboe?



Acordado.



¿Les parece que votemos en general y particular?

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- No, señor Presidente.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- No.

La señora VON BAER.- No.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, votamos primero en general.

La señora VON BAER.- Sí.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- ¿Me permite hacer una precisión al respecto, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por supuesto, Su Señoría.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, en la Comisión de Salud estudiamos este proyecto y nos parece muy bueno, ya que permite a las personas con discapacidad auditiva acceder a información relevante.



Sin embargo, durante el almuerzo, donde se socializan las iniciativas, miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones nos hicieron ver que la redacción de la propuesta legislativa eventualmente podría causar un problema al obligar a los canales regionales a transmitir también mediante lenguaje de señas.



En verdad, esa aprensión supera mi conocimiento en la materia. Por lo mismo, me gustaría que alguno de los autores de la moción o un Senador que conozca mejor el asunto nos pueda asegurar que la redacción del proyecto no perjudicará a los pequeños canales de regiones.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay varios inscritos para responder su pregunta, Su Señoría.



Pero yo le había dado la palabra al Senador señor Moreira, a quien le doy excusas por la interrupción. Se la volveré a otorgar una vez que la Senadora Goic plantee una solicitud de tipo reglamentario.

)-------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir, señora Senadora.

La señora GOIC.- Señor Presidente, solicito que recabe la unanimidad de la Sala para autorizar que se discuta en general y en particular a la vez el proyecto de ley que concede beneficios al personal de atención primaria de salud, y que el asunto sea tratado en Comisiones de Salud y de Hacienda, unidas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



--Así se acuerda.
)--------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ahora sí, Senador señor Moreira. Gracias por su paciencia.



Tiene la palabra.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, más allá de las aprensiones que pueda haber, en el fondo lo más importante es el contexto del que surge esta propuesta.



El objetivo del proyecto en discusión -soy autor de la moción respectiva junto con otros parlamentarios- es muy simple y, a la vez, viene a llenar un vacío muy relevante, en el cual -desconozco la razón- no se había reparado antes, cuando se tuvo la oportunidad de debatir muchas iniciativas sobre el rol público de la televisión o los derechos de los discapacitados.



La discapacidad auditiva es una realidad que afecta a cientos de miles de chilenos. 



Según información del propio Instituto Nacional de Estadísticas, el censo realizado el año 2002 tuvo la particularidad de consultar por la discapacidad en Chile. Si bien el solo hecho de haber incluido preguntas sobre esta temática constituye en sí mismo un avance en el reconocimiento y la integración de las personas discapacitadas, cabe señalar que no estuvo exenta de dificultades la tarea de levantar datos desagregados acerca de la sordera, teniendo en cuenta que el sordo profundo presenta características similares a las del sordo por hipoacusia severa o moderada. 



En dicho censo no se consideró a este último grupo; solo se incluyó al primer tipo. Y tampoco fue posible determinar cuántos chilenos sufren de sordoceguera. 



Partiendo de la base de que al menos hay dos sordos del tipo hipoacúsico severo o moderado por cada sordo profundo y de que todos ellos sufren el mismo tipo de problemas para la adquisición tanto del lenguaje oral como de la lectoescritura, hago presente que se estima en alrededor de doscientas mil las personas afectadas por este tipo de discapacidad.



La discapacidad auditiva es distinta de otras en su medición y gravedad. De allí la importancia de considerarla en su totalidad. En efecto, a diferencia de otras discapacidades, esta afecta muchísimos aspectos de la vida social y cotidiana.


Por ello, es un imperativo entregar a las personas sordas mayores facilidades comunicativas y acceso a las tecnologías de la comunicación para que se desarrollen de modo integral.



Pues bien, la iniciativa que estamos votando tiene por única finalidad permitir el acceso a información de relevancia pública -como la relativa a emergencias o a elecciones populares- a ese conjunto de chilenos a través de los servicios de televisión; o sea, se busca que los discapacitados auditivos puedan comprender mediante la imagen televisiva el contenido de dicha información.



Con todo, señor Presidente, es atendible la reserva que se formula al texto del proyecto en el sentido de que imponer a pequeños canales de televisión por cable -especialmente, a los regionales- la obligación de transmitir dicha información mediante sistemas audiovisuales que posibiliten la comprensión de su contenido a los discapacitados auditivos puede resultar una carga muy gravosa imposible de cumplir.



Sin embargo, tal defecto es perfectamente corregible. Basta con fijar un breve plazo de indicaciones para que la Comisión informante (la de Salud) salvaguarde ese punto, asegurando al mismo tiempo el objetivo de la iniciativa, que es facilitar a un importante grupo de la población el acceso a información tan relevante como la señalada.



La discapacidad debe dejar de ser una realidad que recordamos una vez al año con ocasión de una cruzada solidaria como es la Teletón. 


La discapacidad es una realidad que afecta todos los días -¡cada hora, cada minuto!- a miles de chilenos que merecen ser reconocidos y protegidos en su dignidad. 


Voto a favor de la idea de legislar.



Creo que debemos establecer un plazo para formular indicaciones a fin de mejorar este proyecto de ley, en particular para no imponer una obligación a canales de televisión que no podrán cumplirla, como son los regionales o los de alguna zona en especial.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señores Senadores, aunque sea fuera de tiempo, deseo aclarar algo sobre un asunto anterior. 



En la reunión que sostuvimos hace dos semanas con los jefes de bancada, los presidentes de las Comisiones ya mencionadas y los presidentes de partidos que son Senadores, sí se le envió invitación al Presidente de la Comisión de Constitución, pero este fue excusado por su oficina porque estaba en el extranjero.



Era necesario dejar aclarado ese punto.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, creo que la iniciativa en estudio es de suma importancia.



Los autores de la moción tienen toda la razón al plantear la necesidad de que, cuando se transmita un mensaje de la ONEMI o de algún organismo público de ese tipo para alertar del riesgo que se corre a raíz de ciertos fenómenos climáticos o de otra índole, no se excluya a quienes presentan un problema auditivo.



Sin embargo, quiero explicar la preocupación que hemos manifestado algunos parlamentarios, a la que se refirió la Senadora Van Rysselberghe. 



Los canales de televisión locales muy pequeños (esos donde el director es el dueño, la entrevistadora es parte de la familia, etcétera) no tendrían problemas con retransmitir programas envasados hechos desde el nivel central, pues estos ya incluyen la lengua de señas. Pero obligarlos a emitir, por ejemplo, un mensaje de la ONEMI regional al que deben incorporar dicho lenguaje es imponerles algo imposible de cumplir.



De hecho, no hay en las regiones -al menos, en la que represento- muchas personas que efectúen esa labor. Es más, si las hubiera, hay medios de comunicación extraordinariamente modestos y pequeños que no podrían contratar a esos profesionales por falta de recursos.



Entiendo que este proyecto se está votando en general; por tanto, quiero pedir…

El señor ORPIS.- Es de artículo único.

El señor PROKURICA.- Sí, pero volverá a Comisión. ¿Cierto?

El señor ORPIS.- Así es.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se ha pedido fijar plazo para la presentación de indicaciones, así que efectivamente regresará al órgano técnico para el segundo informe.

El señor PROKURICA.- En tal caso, señor Presidente, solicito a quienes forman parte de la Comisión de Salud que se preocupen de no imponer dicha obligación a esos canales porque, si no, los pondremos en una situación muy complicada. 



En definitiva, siendo esta una buena idea, hay que excluir de lo propuesto a las estaciones televisivas que no tienen ninguna posibilidad de contratar dichos servicios ni de cumplir tal obligación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, siento que hay una confusión con esta iniciativa.



En primer lugar, cabe señalar que ella surgió como una manera de llenar un vacío respecto del acceso a la información en casos de catástrofes -por eso se menciona a la ONEMI- para las personas que presentan déficit sensorial auditivo. Por lo mismo, se plantea agregar mecanismos como el subtitulado y la lengua de señas. 


Pero después se sumaron otros ámbitos a esta obligación, como la propaganda electoral y las campañas de servicio público.



Por lo tanto, estamos hablando de esa información. 


A mi juicio, no se afecta mayormente a los canales pequeños o de regiones, ya que el proyecto no hace referencia a todas las transmisiones del día, sino a mensajes que se requiere difundir en momentos bien excepcionales de la vida nacional, los cuales son proporcionados por organismos oficiales. Y estos, naturalmente, cuentan con personal preparado para el uso de sistemas audiovisuales. 

El señor PROKURICA.- Eso es retransmisión.

El señor ROSSI.- Claro. En el fondo, la información que entregue la ONEMI, en el caso de una catástrofe, será la misma en cualquier canal. 



Por esa razón, se precisa hacer la exigencia propuesta. 



Muchas veces las personas sordas -insisto- no recibían ningún tipo de información de los organismos competentes.



¡Ese es el sentido de esta iniciativa!



Entiendo que el Subsecretario de Telecomunicaciones está en el Congreso. Sería interesante que participara en esta sesión.



Con todo, este es un proyecto importante para permitir el acceso a la información como un derecho de las personas con discapacidad auditiva.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, me parece que la iniciativa es tremendamente relevante, porque en momentos de catástrofe y de emergencia es muy difícil que las personas con discapacidad auditiva se informen a través de los canales normales que no cuentan con lenguaje de señas. Por lo tanto, ellas tienen mayores problemas para recibir información en instantes en que esta se necesita de manera rápida.



En consecuencia, felicito a los autores del proyecto, porque realmente es un aporte.



Sin embargo, dado que la iniciativa entra específicamente en la materia relativa a quién debiera hacerse cargo de transmitir la información con un lenguaje que pueda ser comprendido por las personas con discapacidad auditiva, considero importante solicitar que el proyecto vaya a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones. Porque, de otra manera, no quedará bien redactado y no será posible dar cumplimiento a su objetivo.



Entonces, señor Presidente, pido que en la discusión en particular la iniciativa sea remitida a la citada Comisión. Y hago esta solicitud porque durante la tramitación del proyecto de ley de televisión digital debatimos sobre este tema.



En la primera parte del artículo 25 que propone el artículo único de la iniciativa se hace el cargo, y se señala: “Los concesionarios de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y los permisionarios de servicios limitados de televisión deberán aplicar mecanismos de comunicación audiovisual que posibiliten a las personas en situación de discapacidad auditiva el acceso a su programación…”.



Pero esa redacción deja abierta la posibilidad de que se trate de cualquier tipo de programación. Por lo tanto, podría darse el caso de que se les exija a los canales transmitir toda su programación con lenguaje de señas.



En tal sentido, señor Presidente, pienso que hay que ver en detalle la situación, para que efectivamente se cumpla lo que el proyecto persigue: que esto se aplique en campañas de servicio público financiadas con fondos públicos. Entonces, no debieran pagar los concesionarios de los servicios de radiodifusión televisiva, sino aquellos que mandan a realizar las campañas, es decir, los Ministerios o los servicios pertinentes.



Por otra parte, en situaciones de emergencia siempre debiera haber en la ONEMI una persona encargada de transmitir las informaciones a través del lenguaje de señas. Asimismo, habría que estudiar en detalle quién se hace cargo del lenguaje de señas en los debates presidenciales o en las cadenas nacionales de televisión, aunque en muchos casos hoy día esto ya se encuentra resuelto.



Se trata de temas de detalle, relativos al funcionamiento de las transmisiones y a quién se hace cargo de financiar el sistema. Por tanto, señor Presidente, si lo estima conveniente, lo correcto sería que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, que posee la experiencia y la expertise respecto a este tipo de materias, analizara la iniciativa.



En tal sentido, reitero que la Comisión correcta para analizar en detalle el proyecto es la de Transportes y Telecomunicaciones, a fin de evitar que el cargo quede sobre los pequeños canales de televisión; para que la obligación no se extienda a toda la programación del canal; para que el financiamiento sea asumido por aquel que manda a hacer la campaña publicitaria, y, por otra parte, para que se estudie si en el caso de una calamidad pública lo hace la ONEMI o los canales de televisión.



Pero hay que ver un tema de funcionamiento de los canales de televisión que no está bien resuelto en el articulado, especialmente porque se amplió su ámbito de aplicación.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Una vez terminada la votación se recabará el acuerdo de la Sala para que la iniciativa vaya a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, yo voy a aprobar la idea de legislar.



Sin embargo, el proyecto tiene un problema de fondo.



A mi juicio, es fundamental que las personas con discapacidad accedan a información en caso de emergencia o de calamidad pública, indispensable muchas veces para que se salven vidas, para salir de ese tipo de situaciones.



Pero lo que más me preocupa es el inciso primero. Ahí está lo delicado, independiente de que haya que arreglar y modificar el inciso segundo.



Señor Presidente, en la parte pertinente del inciso primero se señala: “el acceso a su programación”. O sea, aquí no estamos hablando necesariamente de situaciones de emergencia ni de calamidad, sino directamente de la programación de cada uno de esos medios de comunicación.



¿Y quién determina la programación? Un reglamento.



Es decir, esto no es solo un problema que atañe a los pequeños canales de televisión, a los canales regionales, sino que puede hacerse efectivo respecto a cualquier programación. Y se determina mediante un reglamento.



Considero fundamental, señor Presidente, que toda esta comunicación no quede sujeta a la potestad reglamentaria. Se deben dejar claramente establecidas en la ley las materias en que será obligatorio informar a las personas con discapacidad auditiva.



Estoy de acuerdo en que el proyecto vaya a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones. Creo que hay que rehacerlo completamente, entendiendo el motivo de fondo: que las personas con discapacidad auditiva tengan efectivamente acceso a cierta información fundamental. Pero aquí se ha excedido largamente ese acceso a la información fundamental y se va directamente a la programación, como lo establece el inciso primero, que dice: “en los casos que corresponda -incluso agrega- según lo determine el reglamento que al efecto se dictará a través de los Ministerios de Desarrollo Social, de Transportes y Telecomunicaciones y Secretaría General de Gobierno”.



Es decir, un reglamento dictado por los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones, Secretaría General de Gobierno y de Desarrollo Social determinará la programación que requerirá señales de carácter audiovisual o subtítulos. De manera que no se trata solo de los debates presidenciales, de casos de emergencia, de calamidad pública, sino directamente de la programación establecida por un reglamento.



A mi juicio, ha de quedar claramente explícito en la ley que esto no es materia reglamentaria y se tiene que señalar taxativamente qué situaciones deben ser informadas de manera obligatoria a quienes sufren discapacidad auditiva.



Me refiero a la información de la ONEMI. Pero la iniciativa excede largamente eso: apunta a la programación completa. ¿Y dónde se determinará? En un reglamento emitido por tres Ministerios.



Pienso que esto debe quedar establecido por ley, y, conforme a las ideas matrices, acotado a la información esencial que se requiere entregar en casos de emergencia.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, solo pido que este tema no duerma después en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, porque esta es una materia que requiere urgencia.



El proyecto se concibió por los motivos que planteó el Senador Rossi en cuanto a cómo le avisamos a la gente en un momento de emergencia. Ese es el sentido.



No busquemos cosas rebuscadas, porque, si no, vamos a demorar meses en resolver una iniciativa de esta naturaleza.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le pediremos a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones que acelere al máximo su despacho.



Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, me parece que todos estamos de acuerdo en que una parte de la población, sobre todo la que está en situación de particular vulnerabilidad, no puede quedar al margen de los servicios de información y comunicación en situaciones de emergencia. Por lo tanto, el propósito inicial del proyecto es absolutamente pertinente y oportuno.



Sin embargo, debemos concordar en que hay algunas imprecisiones en la iniciativa, porque amplía su aplicación sin hacer una delimitación exacta de esa extensión. Por ejemplo, dice: “Los concesionarios de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y los permisionarios de servicios limitados de televisión” -me imagino que se refiere a la televisión por cable o pagada- “deberán aplicar mecanismos de comunicación audiovisual que posibiliten a las personas en situación de discapacidad auditiva el acceso a su programación”.



Primer problema: ¿se refiere a toda la programación o solo a aquella relativa a situaciones de emergencia?



Luego señala que esos mecanismos de comunicación audiovisual deberán aplicarse “según lo determine el reglamento”.



Como los medios de comunicación se apean al derecho a la información y a la libertad editorial, no resulta admisible imponerles mediante un mero reglamento qué deben o no deben informar. Estamos en este caso ante el tema del ejercicio de la libertad de expresión por parte de los medios. Uno podría apelar si se dan determinadas circunstancias excepcionales, por ejemplo, una emergencia. Okay. Está en riesgo la población y prevalece el interés público.



Sin embargo, el alcance de la norma es ambiguo, pues queda en manos de un reglamento un derecho esencial, sobre todo si estamos hablando del derecho a la vida, eventualmente.



Por otro lado, el proyecto habla de “Toda campaña de servicio público financiada con fondos públicos”. ¿Qué financia el Estado en este caso? ¿Los contenidos? Y si se trata de programas envasados, ¿ellos deberán hacerse cargo de brindar las condiciones para que pueda interpretarlos la población que sufre discapacidades o carencias?



Creo que ese aspecto debiera quedar establecido, pues no se alcanza a entender hasta dónde llega el compromiso del servicio público cuando hay recursos fiscales involucrados: puede ser solo respecto del contenido o del mensaje fundamental, pero también es posible delegar ese costo al medio de comunicación.



Sabemos que en regiones existen medios de comunicación que se encuentran en situaciones muy precarias y que no están en condiciones de incurrir en ese gasto...

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor GUILLIER.-..., salvo que reciban del Estado los recursos necesarios para asumir el costo de lo que se les está pidiendo que cumplan.



Ahí sí podría ser.



Sin embargo, el proyecto no lo establece.



Ahora bien, el texto hace especial alusión a la Oficina Nacional de Emergencia, y ahí sitúa correctamente el problema. Pero antes habla de “la propaganda electoral, los debates presidenciales, las cadenas nacionales, los informativos de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública”. Pero también se refiere a “los bloques noticiosos transmitidos por situaciones de emergencia o calamidad pública”. ¿Ello significa que la información sobre las preemergencias o emergencias ambientales que afectan a Santiago debiera correr por cuenta de los medios de comunicación, así como las que ocurren en determinadas regiones (casi todas las grandes ciudades de Chile sufren problemas ambientales)?



En esos casos también se habla de que un reglamento entrará a definir las formas o modalidades de transmisión.



En consecuencia, aun cuando se trata de un buen proyecto, pienso que debe acotarse a dar a la población que sufre discapacidad auditiva la posibilidad de acceder a la información en situaciones de emergencia.



Sin embargo, también es preciso entender que ese gasto debe ser asumido por cuenta del Estado, por dos razones.



Primero, porque ese tipo de transmisión implica costos y muchos medios de comunicación -como ya decíamos- carecen de los recursos suficientes. Sabemos de la precariedad que afecta a numerosos medios regionales.



El segundo factor dice relación con quién garantizará que en todas las ciudades de nuestro país haya personal capacitado para cumplir funciones que solo se requerirán en determinadas circunstancias de emergencia.



No es fácil acceder a esos especialistas, porque probablemente en cada ciudad haya uno o dos. Y como existen varios medios de comunicación, no se estaría transmitiendo todo el tiempo, producto de la escasez de ese personal.



Por lo tanto, el proyecto adolece de limitaciones de orden práctico cuando establece en forma tan genérica que deberá aplicarse en toda situación de emergencia, en circunstancias de que en muchas ciudades de Chile probablemente no se encontrará a los profesionales idóneos y, por consiguiente, los medios respectivos caerán en un incumplimiento de manera obligada; o se desencadenará la pugna por quién se queda con el o los especialistas que puedan existir en la respectiva región.



Entonces, no es tan fácil como parece.



Los medios de comunicación en estas circunstancias ven que aquellos expertos que les prestan sus servicios muchas veces van de canal en canal y deben hacer cadenas para acceder a ellos.



Además, estas prácticas se prestan para las lealtades o exclusividades que se les puedan exigir, y en ello no existe ningún tipo de regulación.



En consecuencia, pienso que la iniciativa adolece de problemas pragmáticos que será necesario arreglar cuando se lleve a cabo su discusión particular.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, pido excusas por los términos que empleé en mi primera intervención.



Me parece que es fundamental y tremendamente valiosa la iniciativa que han presentado los parlamentarios autores de la moción.



Lo que debemos hacer a la brevedad posible es precisamente cumplir el objetivo del proyecto.



En consecuencia, pido disculpas si alguien se sintió aludido por mis expresiones, que fueron tremendamente negativas, y quiero excluirlas. Es más, valoro tremendamente y en forma muy positiva esta iniciativa.



Por lo tanto, ofrezco las excusas necesarias en caso de que me haya excedido en algunos términos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muchas gracias, señor Senador.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (26 votos favorables), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional requerido.



Votaron las señoras Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker y Patricio Walker.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se fijará plazo para formular indicaciones en otra oportunidad, pues en este momento no existe quórum en la Sala.



Cito a reunión de Comités.



Se suspende la sesión.

)------------(



--Se suspendió a las 18:47.



--Se reanudó a las 18:52.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Continúa la sesión.

MODIFICACIÓN A LEGISLACIÓN SOBRE EXPENDIO, COMERCIALIZACIÓN Y PRODUCCIÓN DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde continuar la votación particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, con segundo informe de las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas.



--Los antecedentes sobre el proyecto (2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 26ª, en 11 de junio de 2008.



Informes de Comisión:



Salud: sesión 9ª, en 13 de abril de 2011.



Salud (nuevo): sesión 21ª, en 8 de mayo de 2013.



Agricultura y Salud, unidas (segundo): sesión 6ª, en 7 de abril de 2014.



Discusión:



Sesiones 11ª, en 20 de abril de 2011 (se aplaza su discusión); 30ª, en 12 de junio de 2013 (queda para segunda discusión); 42ª, en 30 de julio de 2013 (se aplaza la votación); 2ª, en 18 de marzo de 2014 (se aplaza la votación); 4ª, en 1 de abril de 2014 (se aprueba en general); 6ª, en 7 de abril de 2015 (queda para segunda discusión); 14ª, en 6 de mayo de 2015 (se aplaza la votación en particular); 26ª, en 9 de junio de 2015 (se aplaza la votación en particular). 
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Debo recordarles a Sus Señorías que este proyecto está directamente para votación particular. Pero cabe señalar que el Senador señor Letelier, en su oportunidad, pidió votar norma por norma.



Ahora bien, es del caso reiterar que la letra a) del número 5, que pasó a ser número 6 del artículo 3° del proyecto y que no fue objeto de enmiendas en el segundo informe pero sí de indicaciones, debe aprobarse con a lo menos 21 votos favorables, porque es de rango orgánico constitucional.


Asimismo, debo hacer presente que entre las enmiendas acordadas por mayoría se encuentra la recaída en un nuevo número 4 incorporado al artículo 3°, que debe aprobarse también como disposición orgánica constitucional, esto es, con el quórum ya explicitado.



Por último, cabe recordar que ya están aprobados reglamentariamente, por no haber sido objeto de indicaciones ni de modificaciones, aun con la petición del Senador Letelier, pues no hubo unanimidad de los presentes para votarlos, los artículos 4° y 5° permanentes y el artículo transitorio.



De continuar las votaciones en particular, habría que dirigirse a la página 7 del comparado que está a disposición de Sus Señorías.



Eso es todo, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muchas gracias, señor Secretario.



Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Luego de la importante reunión de Comités, señor Presidente, y en virtud de lo que conversamos en esa instancia, yo quisiera precisar lo siguiente con relación a esta iniciativa.



Primero, este proyecto lo estamos viendo desde hace bastante tiempo, y generalmente, al final de la tabla.



Entonces, deseo pedir que en las próximas sesiones se coloque en el primer lugar del Orden del Día.



Yo entiendo que hay otras prioridades. Sin embargo, esta iniciativa lleva ocho años de tramitación.



Me tocó presidir las Comisiones unidas de Agricultura y de Salud, donde logramos sacarla adelante. 



En consecuencia, reitero mi petición en aquel sentido.



Como hemos estado viendo este proyecto en varias sesiones, me gustaría, señor Presidente, si usted me lo permite, precisar algunos de sus aspectos, independiente de las votaciones habidas.



Según se sabe, las Comisiones unidas de Agricultura y de Salud, luego de un segundo trámite constitucional que ha significado casi un año de trabajo, aprobaron un texto que tiene como objetivo evitar la ingesta excesiva de alcohol y propender hacia el consumo responsable. Y para ello se establece la obligación del productor, fabricante o importador de incluir en los envases de toda bebida alcohólica comercializada en Chile la siguiente advertencia: “Beber en exceso daña su salud y puede dañar a terceros”. 



Ese es también el objetivo de la publicidad en los medios de comunicación, el objetivo relacionado con la propaganda tanto pública como del ámbito deportivo.



Es importante señalar que la publicidad de bebidas alcohólicas en televisión solo podrá realizarse entre las 22 y las 6. En el caso de las radios, se prohíbe entre las 16 y las 18.

 

Se prohíbe en las actividades deportivas la publicidad, comunicación, recomendación o propaganda de bebidas alcohólicas que exhiban situaciones de consumo, salvo la publicidad de nombres, logotipos o marcas.



Se prohíbe la publicidad de bebidas alcohólicas en productos, publicaciones o actividades dirigidos a menores de edad.



Asimismo, se establece que los artículos deportivos destinados a su distribución masiva entre menores de edad no podrán tener publicidad de bebidas alcohólicas, ni nombres, ni logotipos o marcas. 



Se prohíbe la venta de bebidas alcohólicas en estaciones de servicio, bombas bencineras, salvo que se trate de establecimientos que cuenten con patente de alcoholes.



Se preceptúa que los servicios de salud deberán establecer un programa de tratamiento, prevención y rehabilitación del consumo nocivo de alcohol. A tal efecto, se tienen que coordinar con las instituciones de la sociedad civil medidas para la protección de la salud pública.



Señor Presidente, el proyecto que nos ocupa no pretende demonizar a una industria. Al contrario, procura advertir a la población sobre los riesgos del consumo excesivo de alcohol.



En tal sentido, creo que hemos de esforzarnos un poquito más para intentar sacarlo lo antes posible, priorizándolo en las próximas tablas. Ello, independiente de que muchas veces, como sucede hoy, cuando estamos tratándolo en la Sala hay varias Comisiones funcionando, lo que nos priva de la participación de sus miembros.



Por tanto, señor Presidente, le pido que, en la medida de lo posible, le dé una prioridad distinta al tratamiento de este proyecto de ley. 



De otro lado, es importante señalar que se agrega un nuevo requisito para los postulantes a obtener licencia de conducir: el de no haber sido sorprendidos por Carabineros consumiendo bebidas alcohólicas en calles, caminos, plazas y demás lugares públicos.



Asimismo, se consagra la obligación de los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de informar en los envases o etiquetas de las bebidas alcohólicas la cantidad de energía presente en estas, según el Reglamento Sanitario de los Alimentos. 



Se dispone que el Ministerio de Salud deberá fiscalizar el cumplimiento de esta normativa, sin perjuicio de las atribuciones fiscalizadoras del Ministerio de Agricultura.



El artículo 1°, referido al etiquetado, va a entrar en vigencia dentro de un año, contado desde la fecha de publicación de la ley en proyecto.



Señor Presidente, yo considero muy muy importante que aprobemos lo antes posible las iniciativas de esta índole.



Y hay un último aspecto que me parece relevante señalar.



Las Comisiones unidas formularon, con el patrocinio del Ejecutivo, una consulta a la Organización Mundial del Comercio respecto de las implicancias que el artículo 1° de este proyecto podría tener en las condiciones de comercialización de bebidas alcohólicas en Chile y de cómo esto afectaría los tratados comerciales internacionales de nuestro país.



La respuesta de la OMC refleja que comparte una parte significativa de las observaciones efectuadas aquí.



En un principio, dicha Organización hace referencia a la idoneidad lograda en los mercados europeos, donde se opta por la implementación de un mensaje de advertencia más propositivo, que impulse al consumidor a educarse.



A la vez, señala dificultades logísticas en la implementación de las nuevas exigencias del etiquetado, que podrían tener consecuencias negativas para los pequeños empresarios.



Finalmente, destaca que organismos españoles advierten que la inclusión de mensajes como los que contempla el artículo 1° de la iniciativa que nos ocupa podría tener un efecto negativo sobre la venta y valoración de bebidas alcohólicas, como el vino.



Señor Presidente, creemos en la necesidad de políticas y leyes integrales que tiendan a proteger a la ciudadanía, con objetivos establecidos a mediano y largo plazos, cuya implementación requiere la participación de todos los sectores sociales involucrados, tanto públicos cuanto privados.



En tal sentido -y con esto termino-, la industria de bebidas alcohólicas, que hoy es una importante fuente laboral, tiene mucho que aportar desde la educación y la prevención,…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por favor, señor Senador, termine su intervención.

El señor MOREIRA.-... sin descuidar el rol fiscalizador que recae en el Estado a través de sus instituciones competentes. Solo mediante iniciativas integrales y participativas este logrará con eficacia reducir el consumo excesivo de alcohol.



Eso es lo que se busca, señor Presidente. Y por ello he querido precisar -porque se han registrado muchas votaciones; ha habido harta discusión sobre esta materia, y se han manifestado ciertas aprensiones- algunos aspectos de esta iniciativa.



Lo importante era redondear, para que se entienda claramente lo que significa este proyecto de ley.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Sala, estamos abordando el artículo 1°. Y, a decir verdad, considero fundamental lo que en él se indica.



Si uno revisa las distintas estadísticas concluye que hay algo claro y categórico.



En el caso del consumo de alcohol, en nuestro país no se han reducido las cifras. Al revés, ellas han aumentado sistemáticamente, en particular a nivel de adolescentes.



Por lo tanto, se requiere un cambio cultural muy profundo, y también, adoptar con urgencia medidas legislativas. Porque son evidentes los efectos negativos que provoca la ingesta de alcohol, no solo en los adolescentes, sino también en las personas de otras edades.



Aquí se adoptó una medida drástica, la Ley de Tolerancia Cero, para evitar la conducción bajo la influencia del alcohol. Y ya hemos visto cómo ha bajado el número de víctimas.



Pero el artículo 1° de la ley en proyecto apunta a algo más de fondo: a tratar de provocar un cambio cultural, a advertir a la población sobre los efectos negativos del consumo de alcohol.



Porque, a mi juicio, no solo hay que sancionar las conductas en que se incurre al manejar bajo los efectos del alcohol: la ley también debe hacerse cargo del aspecto preventivo, esto es, de cómo ir reduciendo la ingesta excesiva.



Una de las formas más importantes es -tal como lo señala el artículo 1°- advertir sobre toda bebida alcohólica de graduación igual o mayor a un grado.



Aquello me parece esencial, pues la advertencia va generando en la población -es lo que hay que lograr- un cambio cultural en cuanto a los riesgos del consumo excesivo de alcohol.



Entonces, quiero felicitar a las Comisiones unidas por el trabajo que realizaron a ese respecto, en el sentido de no solo sancionar y limitar, sino también advertir. La advertencia es un mecanismo de prevención, para alertar a la población, y especialmente -como se expresa en el inciso segundo del artículo 1°- a la mujer embarazada.



Señor Presidente, si una embarazada bebe alcohol, más todavía si lo hace en exceso, el niño que lleva en su vientre quedará con secuelas permanentes. Es decir, seres en gestación nacerán con daños que los limitarán por el resto de sus vidas.



Las advertencias en cuanto a que la mujer embarazada no debe beber alcohol, a que el consumo de alcohol limita la capacidad de conducir y a que la ingesta de alcohol por menores daña su desarrollo físico e intelectual son temáticas que hoy no se consideran en nuestra legislación. Entonces, es fundamental incorporarlas, sobre todo por los efectos derivados de dichas conductas.



El artículo 1° de la ley en proyecto tiende precisamente a la prevención, pues no solo advierte que el beber en exceso daña: constituye asimismo un mecanismo preventivo respecto a todas las bebidas alcohólicas de más de un grado que se comercializan en nuestro país.



En consecuencia, comparto plenamente el objetivo perseguido por las Comisiones unidas al abordar dicho artículo como una medida preventiva.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el debate de este proyecto debe estar iluminado siempre por los estudios de las distintas organizaciones vinculadas con la salud.



Un informe elaborado por la Organización Mundial de la Salud, de 2014, nos sitúa como la nación de América Latina con el mayor consumo de alcohol per cápita. En efecto, tenemos un promedio de 9,6 litros de alcohol puro por persona al año: 13,9 en el caso de los hombres y 5,5 en el de las mujeres. Esa cifra supera ampliamente el promedio per cápita mundial, que llega a 6,2 litros anuales, y el promedio de otros países de la región, como Argentina (9,3), Paraguay (8,8) y Brasil (8,7).



Señor Presidente, habitualmente los medios de comunicación dan a conocer diversos estudios en los que Chile aparece como el país más maltratador de niños, o como la nación con los peores padres de familia, y una serie de otras cosas, lo que yo no creo.



Sin embargo, en este caso específico (porque me toca vivir en este mundo), me parece que los estudios proporcionados son reales. Y lo son porque estamos liderando el consumo de alcohol per cápita en la región, lo que revela un problema de salud pública para nuestro país, donde la preocupación real es el consumo excesivo y compulsivo de alcohol y drogas. Y, a mi juicio, el Estado no está enfrentando esa situación como corresponde.



El consumo compulsivo consiste en ingerir en una oportunidad, en una a dos horas, más de 60 gramos de alcohol, lo cual equivale a cuatro o cinco tragos. Es algo que, lamentablemente, muchos jóvenes realizan cada fin de semana hasta emborracharse, sin percatarse del daño que le hacen a su salud, pues por esa vía se aumenta el riesgo de cáncer, de cirrosis, de pancreatitis, de enfermedades cardíacas y de hipertensión. Todo lo anterior, sin considerar lo que significan los efectos secundarios, como son los accidentes de tránsito y las muertes ocasionadas por conducir en estado de ebriedad o bajo la influencia del alcohol.



El proyecto de ley propone incorporar en los envases de bebidas alcohólicas leyendas que adviertan sobre las consecuencias en la salud provocadas por el consumo excesivo, tal como se planteó aquí; regular la publicidad, y revertir el nivel de ingestión.



Comparto la mayoría de las medidas que contiene el articulado, pero nuestro diagnóstico acerca del consumo de alcohol, de tabaco y de drogas, principalmente en los jóvenes, es dramático. Y un país que no actúa ante una situación como la descrita está faltando gravemente a sus compromisos.



El Estado hace muy poco, por no decir nada, en la prevención y la rehabilitación en materia de drogas y de alcohol. Me pregunto cuánto se invierte en ello. Hemos dictado leyes con relación a ciertos alimentos nocivos en el ámbito de los colegios y realizado campañas por otras vías, pero no ha sido posible embarcar al Estado, ni durante el Gobierno actual ni durante el anterior ni en el que antecedió a este, en una campaña del nivel que implica el problema.



Voy a contar mi experiencia, aunque la repita. Conversé con la Directora anterior del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol (SENDA), a quien realmente estimo y considero una profesional en el área, para decirle que un número importante de radios estaban disponibles para transmitir en forma gratuita una campaña acerca del problema, incluso diseñada por la Asociación de Radiodifusores de Chile (ARCHI), a la que agradezco, al igual que a cincuenta estaciones evangélicas. Sin embargo, no hay ninguna respuesta hasta el día de hoy.



No se encontró acogida y tengo una sospecha. Creo que al interior del Gobierno existen criterios muy diferentes. Hay gente partidaria de legalizar todas las drogas, como el ex Presidente Lagos. Cada uno tiene su opinión, la que respeto.



Es distinto el parecer de otros, como mi Honorable colega Orpis, quien ha llevado a cabo una labor pocas veces reconocida en cuanto a la prevención y rehabilitación de las drogas y del alcohol.



El doctor Otto Dörr y otras personas, reconocidas por todo el mundo, saben que el consumo de estos productos representa un problema tremendo en Chile y que las acciones que se realizan no dan el ancho.



Se toman medidas para reprimir el narcotráfico, por supuesto. Es preciso reconocer el trabajo de la Policía de Investigaciones y de Carabineros. Sin embargo, los recursos son muy menores para la prevención y la rehabilitación.



Le he escuchado decir al Senador señor Orpis, quien cuenta con experiencia en la materia, que estamos perdiendo la batalla contra las drogas y el alcohol. Y le creo, porque Su Señoría realiza un trabajo en terreno.



A mi juicio, el Estado -no es una crítica al Gobierno actual ni al anterior ni al que precedió a este último- está haciendo muy poco en cuanto a la prevención y la rehabilitación. Estimo que se dan algunos pasos como el del proyecto en debate, que he aprobado, pero llegó el momento de hacer conciencia sobre lo que está pasando en Chile.



Tal como lo han sostenido algunos expertos, considero que los mensajes cruzados, los juicios de autoridades en el sentido de que las drogas no son malas y de que es preciso legalizar algunas, han determinado que el consumo de aquellas calificadas “blandas” se haya masificado a niveles poco conocidos en nuestra historia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se acabó su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto para concluir.

El señor PROKURICA.- Gracias, señor Presidente.



Termino diciendo que el país registra una gran deuda en el asunto.



Juzgo que hay confusión por los mensajes que envían las autoridades. Falta uno de ellos que solo le advierta a la gente. Me parece que los mayores de edad tienen derecho a decidir si consumen o no alcohol o drogas. Sin embargo, lo que no puede ocurrir es una incidencia en los jóvenes porque autoridades -repito- o personas que ejercen cargos públicos dan señales equívocas en cuanto al efecto de las drogas y del alcohol, como ocurre a diario en nuestra patria.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, concuerdo en la necesidad de progresar en la iniciativa, que busca generar una norma cuyo rol fundamental es dirigir una señal a la sociedad. Finalmente, las leyes cumplen un papel educativo: no solo hacen prevención y regulan, sino que también constituyen una indicación respecto de lo que se considera que salvaguarda un determinado bien.



Quiero hacer una diferencia, porque el alcohol no significa lo mismo que el tabaco. Las tabacaleras son empresas indecentes, que matan gente a sabiendas -cualquier persona que fume se ve afectada, dado que el producto no tiene dosis umbral- y han realizado un lobby inmenso para evitar que se legisle en la materia y se pueda avanzar.



A diferencia de lo anterior, una persona que consume alcohol en forma moderada no debiera enfrentar ningún problema, salvo la incorporación de un aporte excesivo de calorías. Es evidente, entonces, que un país como el nuestro, en el cual una parte de la economía se sustenta en la elaboración de pisco y de vino, tiene la responsabilidad de enseñar a beber de manera responsable. Ninguna de las normas del proyecto es prohibitiva: lo que se hace es dar una señal para educar respecto de dicho propósito.



Ya dictamos la ley de tolerancia cero, apoyada por todos nosotros, y muchos fuimos sus entusiastas impulsores. Actuamos en esa forma porque el alcohol genera estragos en la sociedad cuando no se bebe de manera moderada. Una parte muy importante de las cerca de mil seiscientas personas que fallecen anualmente en accidentes de tránsito se ha encontrado bajo sus efectos. Ello dice relación tanto con conductores de vehículos que chocan como con peatones atropellados. Cuando se practican autopsias, el producto se encuentra en alrededor del 70 por ciento de los cadáveres. Resulta obvio que constituye un gran problema. Una proporción muy relevante de los cincuenta mil accidentes de tránsito en el año están determinados por el consumo de alcohol, que además incide en las muertes por violencia.



A mayor abundamiento, se registra una nueva epidemiología, pues niños y adolescentes están comenzando a beber en forma muy temprana y algunos llegan casi al límite de la intoxicación. Eso es parte de la moda, pero también, evidentemente, del abandono en que se sienten ante la sociedad.



Los Senadores señores Prokurica y Orpis asimismo se refirieron a las embarazadas consumidoras de alcohol. Se ha visto que existe una relación epigenética entre beber y una expresión de genes que aparece para quedarse. Ello no solo se va a transmitir al niño por nacer, sino que este último también incorporará una mutación en su genoma, presionando el producto hacia una manifestación determinada de genes que será para toda la descendencia. Es decir, la madre no solo le traspasará al hijo una mayor predisposición al consumo y al alcoholismo, sino también a nietos y bisnietos. Desde luego, es una situación que se debe prevenir.



La ley en proyecto de ninguna manera apunta a impedir el consumo, pero hace un llamado a actuar de manera responsable. Es decir, “Si vas a conducir, no bebas alcohol”; “Si estás embarazada, no bebas alcohol”; “En cualquier circunstancia, beba alcohol en forma moderada, porque así no representa ningún problema”. Me parece que señalar la necesidad de que se proceda así ya se encuentra en el ámbito de la responsabilidad social de las empresas elaboradoras del producto.



Lamentablemente, hay un doble discurso. El alcohol se presenta siempre asociado a mujeres muy bellas, quienes están casi al borde del erotismo, de la desnudez, lo que constituye una manera muy vil de utilizar el cuerpo humano con un criterio machista para transformarlo en una mercancía.



También se vincula con el deporte, al que se le permite financiar. Esa discusión fue muy difícil, porque se busca ligarlo con el estado de bienestar, de salud, de actividad física, objetivos que evidentemente tenemos que resguardar.



Pienso que el proyecto podría haber resultado mucho mejor -sufrió varias amputaciones-, pero que, de todas maneras, lo que quedó resulta pertinente. Me parece que es preciso respaldarlo. Tal vez tendremos que perseverar, que ir todavía un poco más allá, en una nueva iniciativa, como lo hemos venido haciendo en relación con el tabaco y numerosas materias, porque si bien significa un avance, no es todo lo que el país requiere. Creo que el apoyo es necesario, sí, porque el texto aporta y va en el sentido correcto, aun cuando muchos aspectos, como señalo, quedan pendientes.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir la Honorable señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, deseo reiterar algo señalado en el debate. La tramitación del proyecto ha sido larga. Me acuerdo cuando, junto con otros Diputados, presentamos una de las mociones que se han refundido para poder dar origen a la que se halla en discusión. Han pasado cerca de ocho años, si no me equivoco, lo que juzgo una cantidad de tiempo suficiente.



Hoy considerábamos en la Comisión de Salud que probablemente convendría hacer una nueva segunda discusión en ese órgano técnico, pues nos gustaría revisar varios aspectos desde la perspectiva de la salud pública, de los mensajes por emitir, de la buena condición de la población, sobre todo en el caso de jóvenes y de niños.



Porque cabe recordar que en la iniciativa tuvimos que conciliar dos objetivos. Y, por eso, la vimos en las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas.



Ya se ha señalado que la actividad de que se trata es importante, desde el punto de vista económico. Existe una diferencia con el tabaco. Sea que se fume un cigarrillo o una cajetilla o tres, ello hace daño. Y lo más probable es que a la persona le provoque cáncer o le genere una enfermedad.



El consumo moderado y responsable de alcohol no genera un problema. Eso es justamente lo que tenemos que ser capaces de instalar desde las distintas perspectivas planteadas acá, o desde los diferentes espacios o entes, o desde los programas educativos, ámbito en el que cabe entregar información y formación a nuestros niños y jóvenes.



Efectivamente se advierten hoy día mensajes contradictorios. El ejemplo que siempre reiteramos es el de la actividad deportiva, en la que se observan -sobre todo, por el momento que se vive- figuras que son modelos para la juventud, pero a la par se halla el alcohol.



O sucede que en los domingos, en una actividad familiar, o los sábados, en espacios que deberían dedicarse al deporte, se termina, muchas veces, en un consumo excesivo.



Y en ello incide, obviamente, la publicidad. Por eso es que buscamos regular la forma en que esta última asocia las imágenes de lo positivo, de lo saludable, con situaciones que pueden generar un consumo excesivo e irresponsable.



Algunos aspectos me siguen llamando la atención. Por ejemplo, la publicidad de bebidas alcohólicas en televisión solo podrá realizarse entre las veintidós y las seis horas, de acuerdo con el texto. Sin embargo, en el caso de las radios, se prohíbe “entre las dieciséis y las dieciocho”. 



Entonces, uno reflexiona que es un poquito raro que en la televisión seamos tan restrictivos, medio en el que se sigue, además, una práctica respecto de programas destinados, por sus contenidos, a mayores de edad. Sin embargo, la limitación es solo entre las dieciséis y las dieciocho en la radio, que está encendida en establecimientos y en la casa y la escucha todo el mundo, incluidos los niños.



Me habría gustado que primara más bien una visión desde la salud y no intereses que probablemente hay detrás, los que tienen que ver con un cambio cultural.



Se comprende incluso la exigencia de la etiqueta. Nos han planteado -sobre todo, empresas más pequeñas- que puede significar un costo. Cabe considerar que este último es menor cuando se analiza el asunto desde la perspectiva del beneficio para la salud pública y de lo que hemos tratado de hacer con un poco de dificultad, que es conciliar ese interés con una actividad económica legítima.



Ojalá avancemos. El proyecto ha estado en la tabla durante varias sesiones. Las diferencias que mantengamos sobre algunos puntos probablemente se van a expresar en nuestra votación. La idea es completar el trámite legislativo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, el proyecto se hace cargo de la necesidad de tener más presencia en la prevención del consumo de drogas, que es una debilidad mencionada por varios de nuestros legisladores, y, por consiguiente, debemos apuntar fundamentalmente a la posibilidad que nos ofrecen la educación y, en especial en el caso de que se trata, la publicidad.



La virtud de la iniciativa -y voy de inmediato a la consideración particular del artículo 1°- es que establece la obligación de advertir al potencial consumidor de alcohol de los riesgos en que incurre cuando no controla los límites.



Ahora, el texto, que es producto de un trabajo bastante acucioso -se requiere aprobar y votar seis artículos permanentes y el transitorio-, resulta interesante porque se asegura que la advertencia presente una formalidad mínima que garantice el cumplimiento del propósito que se persigue. Y, por eso, en una disposición larga, detallada, se establecen condiciones para que el mensaje llegue, como las que dicen relación con el tamaño mínimo de la letra.



Por otro lado, se hace referencia a los contenidos y se le ofrecen al productor o al importador alternativas de mensajes de advertencia, como el relativo al alcohol y el embarazo, al alcohol y la conducción de vehículos motorizados, y al alcohol y el daño que genera en el desarrollo físico e intelectual de menores.



Adicionalmente, la norma exhibe otros beneficios, como el de ponerse en la situación de los analfabetos funcionales y exigir no solo mensajes escritos, sino también advertencias gráficas visibles que definan las condiciones generales, de manera de asegurar el cumplimiento del objetivo y de reforzar el mensaje escrito.



En cuanto al contenido de la etiqueta, se contemplan responsabilidades para el productor o fabricante de productos nacionales y para el importador, cuando se trate de bebidas alcohólicas procedentes de otros países, caso en el cual “la advertencia deberá realizarse por medio de etiquetas autoadheridas al envase, de manera que no puedan ser despegadas fácilmente”, que es uno de los problemas básicos en muchos productos.



También se cubre lo atinente a la publicidad, que no tiene por qué ser necesariamente negativa. La percepción de la opinión pública es que induce al consumo y que su propósito es solo comercial. La verdad es que la ética publicitaria también incluye la posibilidad de utilizar tal recurso comunicacional para advertir sobre las formas de consumo de un producto, sobre todo cuando este reviste algún tipo de riesgo. Por esa razón, a la publicidad audiovisual también se le fijan condiciones, lo mismo que a los avisos radiales. Y asimismo se definen las exigencias de aquella que tiene lugar en calles, carreteras y rutas turísticas.



Finalmente, el artículo 1° se hace cargo de la fiscalización, que es la gran debilidad de los proyectos cuando se trata de resguardar la salud pública. Determina que esa función es de la competencia del Ministerio del rubro, sin perjuicio de las atribuciones que les corresponden a otros organismos, como el Ministerio de Agricultura o los servicios públicos que tienen que proteger la salud de la población o su seguridad.



Creo que la disposición, siendo extremadamente larga, en realidad, no peca de exceso, ya que acota todos los marcos de los elementos que deben reunir las advertencias sobre el consumo de alcohol que habrán de contener los productos ofrecidos en el mercado, sea por productores nacionales, sea por importadores.



Por las razones mencionadas, estoy muy de acuerdo con el artículo 1°, a pesar de que pueda sonar un poco excesiva y redundante su redacción, y me parece que, dadas nuestras prácticas culturales de buscar el resquicio a la ley, en este caso se vuelve oportuno.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS
.- Señor Presidente, seré muy breve.



Todos los colegas que me precedieron en el uso de la palabra han destacado la importancia que revisten las advertencias acerca de lo que produce el alcohol. Pero creo que ya hemos discutido bastante el tema. El proyecto lleva ocho años en el Parlamento y comparto la idea de que sea priorizado, votado y, de una vez por todas, aprobado.



Para qué redundar en todo lo que se ha dicho: lo que significa beber en exceso o la falta de advertencia en los envases. Es repetir lo mismo que se ha señalado.



Por eso, pido que, en lo posible, se priorice la iniciativa de manera que en las próximas sesiones se coloque en los primeros lugares de la tabla.



Nada más, señor Presidente.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se suspende la sesión por cinco minutos.

)----------(



--Se suspendió a las 19:32.



--Se reanudó a las 19:36.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Continúa la sesión.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Censura



Los Comités Partido Demócrata Cristiano e Independiente, Partido por la Democracia y Partido Socialista, con la firma de sus representantes y en conformidad a lo dispuesto en el artículo 25 del Reglamento del Senado, vienen en proponer un voto de censura al Vicepresidente de la Corporación, don Alejandro Navarro Brain, en relación con los fundamentos de la presentación que se efectúa.



--Se toma conocimiento y queda para ser votada inmediatamente después de la Cuenta de la sesión ordinaria siguiente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ha concluido el Orden del Día. 



Por lo tanto, levantaré la sesión, sin perjuicio de dar curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa. 

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor CHAHUÁN:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, solicitándole informar sobre PROBLEMAS DE SALUD DE SEÑOR CHRISTMAN CONTRERAS POR COLITIS ULCEROSA REGISTRADA DURANTE CONSCRIPCIÓN EN ARMADA. 


A la señora Superintendenta de Pensiones, requiriéndole que informe acerca de SITUACIÓN DE DON SANTIAGO SEREY NAVARRO A RAÍZ DE REDUCCIÓN EN MONTO DE PENSIÓN Y ATRASO EN EL PAGO.


Del señor DE URRESTI:


A los señores Ministros de Educación, del Medio Ambiente, Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y al señor Director Ejecutivo de la CONAF, a fin de que informen acerca de OPINIÓN DE UNESCO SOBRE COMPATIBILIDAD DE CENTRAL DE NELTUME CON RESERVA DE BIOSFERA Y CONOCIMIENTO DE PROYECTO POR ARGENTINA. 


A la señora Ministra de Minería, para que proporcione antecedentes respecto de ESTUDIOS SOBRE FALLA GEOLÓGICA DE LIQUIÑE-OFQUI, EN REGIÓN DE LOS RÍOS, E INCIDENCIA EN CENTRAL DE SAN PEDRO DE UN EVENTUAL TERREMOTO, ASÍ COMO DE FENÓMENO DE 2010.


Al señor Ministro de Energía, solicitándole antecedentes respecto de INSTALACIÓN EN CHILE DE CENTRO DE INVESTIGACIÓN Y DESARROLLO APLICADO DE ENERGÍA DE LOS MARES; y consultándole sobre ESTADO DE AVANCE DE PROYECTO “OBSERVATORIO DE LOS COMBUSTIBLES DERIVADOS DE LA MADERA”.



Al señor Director Ejecutivo de la CONAF, requiriéndole informar acerca de ESTRATEGIA NACIONAL DE CAMBIO CLIMÁTICO Y RECURSOS VEGETACIONALES PARA RECUPERACIÓN Y PROTECCIÓN DE BOSQUES Y FOMENTO A PLANTACIÓN EN SUELOS DESCUBIERTOS DE VEGETACIÓN.


Del señor GARCÍA:



A la señora Ministra de Educación, solicitándole remitir RESULTADOS DE ÚLTIMAS TRES EVALUACIONES DOCENTES, DETALLADAS A NIVEL NACIONAL, COMUNAL Y REGIONAL.



Del señor GARCÍA-HUIDOBRO:



A la señora Ministra de Salud, para que dé a conocer LISTAS DE ESPERA DESDE 2012 CORRESPONDIENTES A PATOLOGÍAS GES Y NO GES EN HOSPITALES DE REGIÓN DE O’HIGGINS.



Del señor PROKURICA:



A la señora Ministra de Salud, pidiéndole informar respecto de MONTO PAGADO A SOCIEDADES MÉDICAS EN 2014 Y 2015, POR SERVICIO DE SALUD, INDIVIDUALIZANDO DICHAS SOCIEDADES, CON INDICACIÓN DE PRESTACIONES REALIZADAS Y MOTIVOS PARA SU CONTRATACIÓN EN CADA CASO.


Al señor Intendente de la Región de Atacama, solicitándole ANTECEDENTES SOBRE CONSTRUCCIÓN DE HOSPITAL DE HUASCO.



A la señora Directora Nacional del INE, requiriéndole INFORMACIÓN RELATIVA A AVANCE DE ESTUDIO SOBRE COSTO DE CANASTA DE CONSUMO NACIONAL Y VARIACIONES ENTRE REGIONES.


Al señor Seremi de Obras Públicas de Atacama, solicitándole información respecto de ESTADO DE AVANCE DE SISTEMA DE AGUA POTABLE RURAL PARA SECTOR QUEBRADA VALPARAÍSO, COMUNA DE VALLENAR.

)----------(
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:37.




Manuel Ocaña Vergara,




Jefe de la Redacción
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE DA INICIO AL PROYECTO DE LEY QUE PREVIENE Y SANCIONA LOS CONFLICTOS DE INTERESES, Y MODIFICA NORMAS SOBRE INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES EN EL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA
(10.140-07)

MENSAJE Nº 499-363/
Honorable Senado:

En uso de mis facultades constitucionales, he resuelto someter a vuestra consideración el presente proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses.

I. ANTECEDENTES

La complejidad de la organización que han adoptado las sociedades contemporáneas ha abierto la puerta conflictos de intereses para quienes ejercen cargos públicos, lo que se debe especialmente a que los límites entre lo público y lo privado se han vuelto cada vez más difusos.

Un conflicto de intereses tiene lugar en aquellos casos en que intereses privados, de cualquier tipo, ya sea de autoridades o funcionarios o de terceros relacionados a éstos, pueden verse  afectados, de manera favorable o desfavorable, en razón del ejercicio de la función pública, de manera que aquél que ejerce una función pública, puede verse en la situación de desviar su comportamiento, en desmedro del interés general.

La variedad de intereses privados que pueden pugnar con el interés general hace necesaria una regulación integral de estas situaciones. Asimismo, la variedad de posibles fuentes de conflicto de intereses en el sector público hace que el panorama sea extremadamente complejo y requiera de diversas herramientas de neutralización, junto con mecanismos de sanción que tengan una función disuasiva. Se hace necesario, en este sentido, abordar de la manera más comprehensiva posible distintas hipótesis de conflictos y prevenir que prevalezca el interés particular por sobre el interés general.

Para resguardar la probidad en la función pública y la prevención de los conflictos de intereses, ya hemos implementado diversas normas y mecanismos que resguardan y dan primacía al interés público por sobre el privado de quienes ejercen funciones públicas. Dichos mecanismos consisten en normas sobre declaraciones de intereses y patrimonio, códigos de ética, sistema de incompatibilidades e inhabilidades, deberes de transparencia y acceso a la información, así como procedimientos adecuados e instituciones con atribuciones para asegurar y fiscalizar su cumplimiento.

En tal sentido, los dos principales mecanismos empleados para prevenir conflictos de interés son los deberes de abstención y deberes de información. El primero de ellos se refiere al deber de abstenerse de actuar cuando se trate de asuntos en los que el funcionario o un tercero relacionado a él tenga un interés personal involucrado; y, el segundo, a deberes de transparencia, especialmente manifestados, en este caso, en las declaraciones de patrimonio e intereses. Sobre este punto, se encuentra en tramitación el proyecto de ley sobre Probidad en la Función Pública, boletín N° 7616-06, que regula especialmente el deber de realizar declaraciones de patrimonio e intereses, y los deberes de constituir mandatos de administración de activos y de enajenar ciertos bienes en los casos que expresamente señala dicho proyecto.

1. Evolución de la regulación sobre conflicto de intereses en nuestro país

Desde el retorno a la democracia, se han adoptado diversas medidas, tanto legislativas como administrativas, tendientes a erradicar los conflictos de intereses en el desempeño de la función pública. Este desarrollo ha coincidido con el que paralelamente se ha sostenido a nivel internacional.

Durante el Gobierno del expresidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle, se creó una Comisión Nacional de Ética Pública. Esta instancia tuvo como propósito el “estudio y elaboración de propuestas de políticas públicas e iniciativas legales que, contribuyendo a perfeccionar la democracia, refuercen los procedimientos e instituciones que cautelan el cumplimiento de los deberes legales y éticos en la actividad pública” (DS N° 423 de 1994, Ministerio del Interior). La Comisión tuvo como propósito no sólo atender a la actuación de las autoridades y funcionarios del sector público, sino también “la que efectúan los privados y que incida o afecte directamente la transparencia ética de dichos órganos” (Íd.). Es decir, desde hace ya veinte años existe conciencia de que la probidad en el ejercicio de la función pública debe abordar las relaciones entre ambos sectores.

El trabajo de esa comisión generó transformaciones en nuestro ordenamiento jurídico. En primer lugar, se reflejó en el proyecto de ley presentado por el Ejecutivo Sobre Probidad Administrativa Aplicable a los Órganos de Administración del Estado, el que dio lugar a la ley N° 19.653. Esta ley modificó la ley N° 18.575 Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, introduciendo un título III sobre la Probidad Administrativa, el cual regula, fundamentalmente, incompatibilidades e inhabilidades en el ejercicio de la función pública, el deber de realizar declaraciones de interés y patrimonio y las sanciones previstas para el incumplimiento de estas reglas. Adicionalmente, se dispuso la creación del portal ChileCompra; la creación del Consejo de Alta Dirección Pública; la tipificación de delitos como el tráfico de influencia y el uso indebido de información privilegiada.

Durante la administración del expresidente Ricardo Lagos, se formó una Comisión para el Fortalecimiento de la Transparencia y la Probidad Pública. Esta comisión propuso 49 medidas contenidas en la “Agenda Político-Legislativa para la Modernización del Estado, la Transparencia y la Promoción del Crecimiento”. A partir de estas recomendaciones, se promulgó, entre otras, la ley N° 19.884 sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral; la ley N° 19.880, que Establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado; la ley N° 19.882, que reguló una nueva política de personal para los funcionarios públicos y se perfeccionó el sistema de ChileCompra, a través de la ley N° 19.886.

También dentro del mandato del expresidente Lagos, la reforma constitucional realizada mediante la ley N° 20.050, incorporó el artículo 8º a la Constitución que establece los principios de probidad y transparencia en la función pública.

Durante mi primer Gobierno, formé un grupo de trabajo con el propósito de proponer medidas destinadas a reforzar la probidad en la función pública. Entre las recomendaciones emanadas de esta instancia, se encontraban la consagración legal del acceso a la información pública y la creación de un Consejo Para la Transparencia. Ambas recomendaciones fueron recogidas en la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública y han constituido un avance incontestable en materia de probidad y transparencia.

Asimismo, presenté ante este H. Congreso Nacional un proyecto de ley de reforma constitucional en Materia de Transparencia, Modernización del Estado y Calidad de la Política, cuya aprobación dio lugar a la ley N° 20.414. Esta reforma constitucional introdujo al artículo 8° el deber del Presidente de la República, los Ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades y funcionarios señalados por ley, de declarar sus intereses y patrimonio en forma pública. Asimismo, incorporó la obligación de delegar a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés y, en ciertos casos, de enajenarlos.

En consonancia con esta reforma constitucional, durante el año 2008 presenté un proyecto de ley que destinado a regular la obligación de ciertas autoridades públicas de constituir un mandato especial de administración ciega de patrimonio y de enajenar activos.

Durante mi Gobierno anterior, en mayo de 2007, nuestro país fue invitado a formar parte de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), iniciándose con ello un estricto examen de admisión, que buscaba asegurar nuestro compromiso con los valores de dicha organización. En este marco, Chile fue objeto de acuciosas evaluaciones en cada uno de los tópicos que se desarrollan en el seno de la OCDE, en virtud de las cuales se nos recomendó realizar las modificaciones a nuestro ordenamiento jurídico interno que fueran necesarias para avanzar en las siguientes materias: dar un total cumplimiento a las obligaciones derivadas de la Convención Internacional para combatir el Cohecho a Funcionarios Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales; implementar la ley que reformaba los gobiernos corporativos privados; implementar la ley que modificaba el gobierno corporativo de Codelco; y ajustar las normas necesarias para que la autoridad tributaria pudiera intercambiar con autoridades tributarias extranjeras información sobre movimientos en las cuentas corrientes bancarias, entre otras.
Chile cumplió con los estándares internacionales requeridos y, finalmente, ingresamos a la OCDE en mayo de 2010, convirtiéndonos, así, en el primer país sudamericano en lograrlo.

Durante el Gobierno del expresidente Sebastián Piñera, se envió el proyecto de ley sobre Probidad en la Función Pública (boletín N° 7616-06), el cual actualmente se encuentra en tramitación y al que he introducido diversas modificaciones tendientes a fortalecerlo y a mejorar el sistema de declaración de intereses y patrimonio, ampliando considerablemente los sujetos obligados a realizar dichas declaraciones y el objeto sobre el cual tales declaraciones recaen. Asimismo, presenté indicaciones a dicho proyecto a fin de establecer el deber de constituir un mandato de administración de activos que por sus características impida cualquier permanencia de conflictos de intereses para las autoridades obligadas a otorgarlo. Asimismo, se consagra el deber de enajenar ciertos bienes en determinados casos.

Hoy necesitamos ir más lejos.  Controlar y neutralizar los conflictos de intereses sigue siendo uno de nuestros desafíos. Por ello, en mi actual Gobierno, además de enviar al Congreso Nacional el proyecto de ley sobre Fortalecimiento y Transparencia de la Democracia, y presentar un paquete de indicaciones a iniciativas ya en curso como el proyecto de ley sobre Probidad en la Función Pública, nos hemos hecho cargo de la implementación de la ley N° 20.730, que Regula el Lobby y las Gestiones que Representen Intereses Particulares, mediante la dictación de su reglamento y también mediante la creación de una plataforma electrónica especialmente dirigida a esta materia. Además, hemos creado diversos instrumentos que buscan conducir las actividades de los sujetos activos y pasivos de lobby, como por ejemplo, el Código de Buenas Prácticas para Lobbistas, el Manual Ciudadano y el Manual Jurídico sobre Lobby.

También hemos utilizado las herramientas administrativas que nos entrega la ley. Es así que el día 15 de marzo de este año, dicté el Instructivo Presidencial “Buenas Prácticas en materia de Declaración de Patrimonio e Intereses”, mediante el cual se obliga a todas las autoridades y a una gran cantidad de funcionarios de la Administración, a realizar declaración de patrimonio e intereses, incluyendo un espectro de información más amplio del que actualmente exige la ley.

Por otra parte, este año creé el Consejo Asesor Presidencial Contra los Conflictos de Interés, el Tráfico de Influencias y la Corrupción. De este Consejo emanó un informe con múltiples propuestas para el mejoramiento de la institucionalidad en materia de probidad y erradicación de los conflictos de intereses, las cuales implementaré a lo largo de mi mandato. Este proyecto de ley es un paso relevante en tal sentido, puesto que recoge parte importante de las propuestas de este Consejo.

Nuestra trayectoria como país da cuenta de un indudable compromiso con el fortalecimiento de la integridad y probidad. Si bien hemos enfrentado momentos dolorosos que han dejado al descubierto hechos lamentables, vamos a enfrentarlos de forma certera y drástica.

2. Recomendaciones del Consejo Asesor Presidencial Contra los Conflictos de Interés, el Tráfico de Influencias y la Corrupción

Las medidas propuestas por el Consejo abordaron diversas materias, de las cuales nos haremos cargo en diversos proyectos de ley. 

En relación a la prevención y sanción de los conflictos de intereses, el Consejo distinguió tres áreas relevantes: i) inhabilidades y restricciones al dejar la función pública, ii) el reforzamiento del sistema de inhabilidades para ingresar a la función pública, y iii) el reforzamiento del sistema de incompatibilidades dentro de la función pública.

Las propuestas relacionadas con las inhabilidades y restricciones al dejar la función pública se refieren, principalmente, a regular que las autoridades de instituciones con facultades normativas y fiscalizadoras, no puedan emplearse, proveer servicios ni mantener vínculos comerciales al cese de sus funciones, por el plazo de un año, con organizaciones privadas relacionadas con su función anterior, o con aquellas que pudieran obtener ventajas debido al cargo ejercido previamente.

Las propuestas relacionadas con el sistema de inhabilidades para ingresar a la función pública, versaron sobre la necesidad de aumentar las inhabilidades de lobbistas; personas condenadas por un crimen o simple delito; cónyuges, convivientes civiles o parientes; concejales, y consejeros regionales para postular a determinados cargos públicos.

II. FUNDAMENTOs del proyecto

La prevención de los conflictos de intereses y la sanción de los actos ejecutados a consecuencia suya exigen reglas claras. Estas reglas deben proteger el interés general y eliminar toda instancia que favorezca el interés particular por sobre aquél. 

La protección y promoción del bien común constituye el fin más importante de las formas de organización democrática, por lo cual, toda la institucionalidad sobre la cual ésta descansa debe propender a evitar y sancionar las acciones que desvíen el actuar de los poderes públicos de aquél fin. 

Para asegurar el resguardo del interés general he decidido impulsar una serie de reformas estructurales que se complementan con medidas que aumenten la transparencia y combatan la corrupción. Tal como sostuve hace unos días en la OCDE, luchar contra la corrupción es también un tema clave en la agenda internacional de la política económica. Como lo ha expresado la OCDE, la corrupción obstaculiza el crecimiento y el desarrollo y, por lo tanto, debe ser confrontada enérgicamente. 

Este proyecto forma parte de un grupo de iniciativas presentadas por el Ejecutivo en el marco de la denominada Agenda de Probidad y Transparencia. Así, la regulación propuesta viene a complementar el proyecto de ley sobre Probidad en la Función Pública (boletín N° 7616-06), y el proyecto de ley sobre Fortalecimiento de la Democracia (boletín N° 9790-07). Ambas iniciativas están destinadas a dotar a la Administración de las herramientas necesarias para hacer frente a situaciones que pongan en entredicho el correcto ejercicio de la función pública. Además, esta iniciativa complementa el proyecto de ley que modifica la ley Sobre Acceso a la Información Pública (boletín N° 7686-07).

III. CONTENIDO DEL PROYECTO

Este proyecto modifica diversos cuerpos legales regulando la prevención y sanción de los conflictos de intereses en las tres instancias en que pueden surgir: al ingresar a la función pública, durante su ejercicio y con posterioridad al cese del mismo.

3. Modificaciones relativas a la Administración del Estado

Respecto de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado, se abordan cuatro puntos principales. En primer lugar, se realizan modificaciones a las normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública. En segundo lugar, se actualizan y uniforman las normas sobre deberes de abstención en casos en que concurran conflictos de intereses. En tercer lugar, se modifica el Estatuto Administrativo, con el propósito de otorgar protección a los funcionarios denunciantes de conductas que contravengan la ley. Finalmente, se regulan las actividades post empleo de autoridades y funcionarios que se hayan desempeñado en instituciones fiscalizadoras del sector público.

a. Inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública

El proyecto hace más estricta la regulación de las inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública. Hoy se prohíbe que los funcionarios realicen actividades privadas dentro de su jornada laboral. Esta prohibición se fortalece al extenderse a actividades que por su entidad es posible presumir que se han realizado dentro de la jornada laboral. Además, se extiende la prohibición que hoy existe de realizar actividades privadas que se refieran a materias específicas que deban ser analizadas por ellos o por el organismo al que pertenecen: con la propuesta esta prohibición se aplicará también a actividades que los funcionarios realicen por intermedio de un tercero o mandatario, sean realizadas por cuenta propia o por cuenta ajena.

Por otra parte, se impide el ingreso a un organismo de la Administración a aquellas personas que tienen derechos en una sociedad con la cual dicho organismo tenga contratos o cauciones por más de 200 UTM, o litigios pendientes, sin importar el porcentaje de propiedad que posean sobre dichas entidades privadas. La legislación actual establece un umbral del 10% de participación en la sociedad para que opere la inhabilidad, lo cual es elevado y deja un margen significativo para el surgimiento de conflictos de intereses. 

Además, se incorporan tres nuevas inhabilidades de ingreso a la Administración:

a) Los lobbistas que hubieran realizado lobby ante el ente al cual pretenden incorporarse, dentro de los doce meses anteriores, quienes no podrán ingresar a trabajar en dicho organismo. 

b) Se prohíbe que ingresen a órganos fiscalizadores aquellas personas que se desempeñaron, en los 6 últimos meses, como directores o gerentes en empresas sujetas a la fiscalización de dicho órgano. Este último mecanismo es lo que en derecho comparado se conoce como regulación de la “puerta giratoria al revés”. 

c) La tercera inhabilidad que se crea impide ingresar a la Administración del Estado a personas que han sido sancionadas por infracción a las normas sobre conflictos de intereses post-empleo, dentro de los 5 años posteriores a la infracción. 

b. Inhabilidades en la Ley de Compras Públicas

En este cuerpo legal se modifica el artículo 4°, con el objeto de fortalecer las inhabilidades vigentes y hacerlas más estrictas. Actualmente la ley contempla que los órganos de la Administración, empresas y corporaciones del Estado no pueden celebrar contratos de servicios o suministros con sus funcionarios directivos. El proyecto de ley extiende esta prohibición a cualquier funcionario del órgano, empresa o corporación de que se trate. 

c. Deberes de abstención

El presente proyecto perfecciona el deber de abstención que procede en casos de conflictos de intereses. Para ello, hace más estricta la regulación sobre el deber que rige a autoridades y funcionarios en cuanto a abstenerse de intervenir en asuntos en que tenga un interés que pueda afectar su imparcialidad.

i.
Deberes de abstención en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado

El actual artículo 62 de la LOCBGAE contiene la regla general relativa al deber de abstención que rige a los funcionarios públicos. La norma es modificada para hacerla más estricta y armonizarla con el estándar de la Ley de Procedimiento Administrativo.

Para ello, en primer lugar, se agrega el interés personal que pueda tener el conviviente civil del funcionario, como causal para que surja el deber de abstenerse de participar de una votación o decisión. Adicionalmente se extiende el interés a los parientes de quien deba intervenir hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, mientras que actualmente se considera sólo hasta el tercer grado de consanguinidad.

Finalmente, en tercer lugar, se establece una regla supletoria para órganos colegiados, relativa a que en aquellos casos en que se produzca la inhabilidad de uno de sus miembros, el acuerdo o votación se celebrará sin considerar al inhabilitado para determinar el quórum respectivo. Esta norma busca evitar que el órgano pueda adoptar una decisión válida a causa de la inhabilitación de alguno de sus miembros.

ii.
Deberes de abstención en la Ley de Procedimiento Administrativo

Actualmente, el artículo 12  de la Ley de Procedimiento Administrativo consagra el principio de abstención, indicando los motivos que causan inhabilidad para intervenir en un procedimiento, e imponiendo la obligación de comunicar tal inhabilidad al superior jerárquico respectivo. El proyecto de ley propone precisar que existe interés en un asunto, cuando posea interés en él, el funcionario o su cónyuge, conviviente civil o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive. Es decir, se amplía la hipótesis en que puede existir dicho interés personal. 

d. Protección al funcionario denunciante en el Estatuto Administrativo y en el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales

Esta medida busca facilitar la sanción a hechos que vulneren la probidad en el ejercicio de la función pública, con la ayuda de los propios funcionarios de la Administración. Pues son ellos los que cuentan con mayores oportunidades de tomar conocimiento de estos hechos. Así, apunta a incentivar las denuncias de hechos que contravengan la ley, otorgando la debida protección al denunciante. 

Hasta ahora, según lo ha señalado reiteradamente la Contraloría General de la República, quedan excluidas de la protección dispuesta por el Estatuto Administrativo, las personas que desempeñan funciones bajo el régimen de honorarios o del Código del Trabajo; los funcionarios de exclusiva confianza; los funcionarios de Carabineros; quienes hayan cesado en sus funciones al momento de la denuncia, y los funcionarios a contrata, por el tiempo en que se haya prorrogado la misma. Por otra parte, en la actualidad también quedan sin protección los funcionarios denunciantes en aquellos casos en que se estime que la denuncia no se encuentra apoyada en motivos suficientes o no se haya hecho con la debida prontitud, entre otras hipótesis.

El presente proyecto de ley introduce una segunda parte a la letra k) del artículo 61 del Estatuto Administrativo, que otorga el carácter de confidencial a la denuncia, disponiendo mantener la reserva de la identidad del denunciante en cualquier caso aun cuando éste no la haya solicitado.

Por otra parte, se elimina el inciso final del artículo 90 A de la misma norma, que priva de protección al funcionario que realiza la denuncia cuando se formula ante otras autoridades, distintas a las que señala. En su reemplazo, se inserta un nuevo inciso final que amplía el espectro de sujetos que pueden ejercer las acciones, señalando que los denunciantes pueden ser funcionarios públicos, ya sea de planta o contrata o  cualquier persona que cumpla una función pública, sin importar la calidad jurídica en virtud de la cual presta servicios a la Administración.

Una modificación análoga se introduce en el artículo 58 letra k) de la ley N° 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales.

Estas modificaciones responden tanto a recomendaciones del Consejo Asesor Presidencial presidido por E. Engel, como a recomendaciones de la OCDE.

El Grupo de Trabajo sobre Soborno de la OCDE ha evaluado las normas sobre protección a denunciantes existentes en Chile, a propósito del seguimiento periódico de la implementación de la Convención para Combatir el Cohecho de Funcionarios Públicos Extranjeros en las Transacciones Comerciales Internacionales, la que exige adecuar la legislación chilena para cumplir con diversos estándares en relación con la prevención y combate de ese delito y de la corrupción en general. 

En el Informe se señala que, en consecuencia, el escenario para la protección a denunciantes en Chile es desalentador, ya que no hay una definición amplia en la ley sobre la posibilidad de denuncia ni de obtener protección. Las organizaciones de la sociedad civil también han planteado ante la OCDE la necesidad de mejoras.

Este proyecto de ley se hace cargo de tal necesidad, extendiendo la protección otorgada tanto por el Estatuto Administrativo como por el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales, a quienes comuniquen a las autoridades la existencia de hechos que vulneren la ley. De este modo, se incentiva la cooperación de los funcionarios públicos en el combate a la corrupción.

e. Regulación del conflicto de intereses post empleo

Respecto de la regulación de los conflictos de intereses post empleo, fenómeno conocido como “puerta giratoria”, el proyecto de ley establece nuevas inhabilidades para las ex autoridades y funcionarios de las entidades fiscalizadoras comprendidas en el decreto ley N° 3.551, tales como la Fiscalía Nacional Económica, el Servicio de Impuestos Internos, la Dirección del Trabajo y las Superintendencias, entre otras. 

Por una parte, se propone que los funcionarios de los referidos órganos fiscalizadores queden inhabilitados, por un plazo de seis meses, de prestar servicios o participar en la propiedad de las entidades fiscalizadas por el órgano en el que desempeñaron sus funciones, sólo si intervinieron directa y personalmente en decisiones que las afectaron, dentro de los doce meses anteriores al cese de funciones.

Por otra parte, se establece una inhabilidad para las máximas autoridades de tales instituciones fiscalizadoras, relativa a prestar servicios de cualquier tipo o participar en la propiedad de las entidades fiscalizadas durante un plazo de tres meses. Como compensación por esta restricción, se establece el derecho a percibir un porcentaje de la remuneración recibida durante su desempeño en el órgano respectivo, siempre que la causa de su cese de funciones no se deba a una conducta culposa.

Asimismo, las máximas autoridades de las instituciones fiscalizadoras tendrán prohibido desarrollar actividades de lobby a favor de las entidades sujetas a fiscalización del órgano en que se desempeñaban, por el plazo de dos años a contar de la fecha en que hayan cesado en sus funciones.

Las máximas autoridades, y los funcionarios de instituciones fiscalizadoras, tendrán, durante el período que se extiendan las inhabilidades para desempeñarse en las entidades fiscalizadas, el deber de comunicar las actividades que realicen con posterioridad al cese de sus funciones en dichos órganos, tanto en el sector público como en el privado. Este deber se extenderá hasta por los seis meses siguientes al cese de dichas inhabilidades y la información que se entregue en virtud de aquél, deberá encontrarse disponible en los sitios electrónicos de las instituciones respectivas.

La infracción a estas prohibiciones será sancionada administrativamente mediante la imposición de multas a beneficio fiscal, cuyo monto dependerá de la gravedad de la infracción y del sujeto sobre el cual recaiga, según los criterios señalados en este proyecto.

Finalmente, con el propósito de asegurar la eficacia de estas prohibiciones, se establece un plazo especial de dos años de prescripción para la responsabilidad que genere su incumplimiento.

4. Conflictos de intereses en Gobiernos Regionales y Municipalidades

Respecto de los órganos del Gobierno y Administración Interior, el presente proyecto de ley modifica el deber que tienen Intendentes, Gobernadores, Consejeros Regionales, Alcaldes y Concejales, de abstenerse de intervenir cuando exista un interés propio involucrado.

Con el propósito de adaptar la legislación vigente a los nuevos estándares fijados para los funcionarios públicos, se modifica mediante éste proyecto tanto la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, como la Ley Orgánica Constitucional de Gobierno y Administración Regional. Así, el contenido de ambas normativas es coherente con los nuevos deberes de abstención que se establecen en el también modificado artículo 62 de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado. 

Consecuentemente, en ambos cuerpos legales se agrega el hecho de existir cualquier circunstancia que les reste imparcialidad, como causal general para que surja el deber de abstenerse.  

5. Modificaciones relativas al Congreso Nacional

Ésta iniciativa de ley aborda también los conflictos de intereses que pueden tener Diputados y Senadores en el ejercicio de la función parlamentaria. Al igual que para la Administración del Estado, se amplían las hipótesis que dan lugar a deberes de inhabilitación para los parlamentarios, excluyendo su participación e intervención cuando exista un interés propio involucrado. 

Adicionalmente, se modifica la regulación de las asignaciones parlamentarias, restringiendo el uso de las mismas.

f. Perfeccionamiento de la inhabilitación en caso de conflicto de intereses

El presente proyecto de ley modifica el artículo 5° B de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, con objeto de incluir, entre las conductas prohibidas a los miembros de ambas Cámaras, la de “intervenir” en asuntos sobre los que un parlamentario tenga interés personal. Asimismo, se agrega a los convivientes civiles entre los sujetos que generan deber de abstención para los parlamentarios, cuando se encuentren interesados en el asunto de que se trate. Además, se extienden hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, los parientes respecto de los cuales se considera que puede generarse un deber de abstención.

Adicionalmente, se regula la forma de promover y materializar el deber de abstención que afecte a los miembros del Congreso. El proyecto contempla que la inhabilidad sea promovida por el propio diputado o senador afectado, o por cualquier otro parlamentario que tenga conocimiento de los hechos que den lugar a la misma. La inhabilidad que se promueva, deberá ser resuelta por la sala de la respectiva Cámara tan pronto como se plantee, con exclusión del parlamentario afectado, y contando con un informe previo de la Comisión de Ética y Transparencia respectiva.

Por otra parte, se prevé el supuesto de que el deber de abstención sea promovido o declarado con posterioridad a la votación del asunto que da lugar al conflicto de intereses. En este caso, el diputado o senador que hubiere faltado a la observancia del deber de abstención, deberá ser sancionado por la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria.

Por último, se establece el deber de las Comisiones de Ética y Transparencia de publicar un informe mensual de todas las solicitudes promovidas y los informes rendidos sobre esta materia.

g. El correcto uso de las asignaciones parlamentarias

En lo que se refiere a las asignaciones parlamentarias, el presente proyecto de ley limita el uso de tales fondos. Así, se prohíbe utilizar las citadas asignaciones para la remuneración o cualquier tipo de pago, directo o indirecto, a las personas que tengan la calidad de cónyuge, conviviente civil o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive de un diputado o senador. 

Se incluyen también en dicha prohibición a los parientes de los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional, los abogados secretarios de comisiones y quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias o el Comité de Auditoría Parlamentaria.

Finalmente, la prohibición se extiende al pago, a cualquier título, a concejales municipales o consejeros regionales del respectivo distrito o circunscripción, o a parientes de éstos hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, inclusive.

En mérito de lo expuesto someto a  la consideración el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo primero.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en el siguiente sentido:

1)
Introdúcense en el artículo 54 las siguientes modificaciones:

a) Agrégase en el segundo párrafo de la letra a), a continuación de la expresión “cónyuge,” la expresión “conviviente civil,”.
b) Suprímese en el tercer  párrafo de la letra a), la expresión “del diez por ciento o más”.
c) Agrégase en la letra b), a continuación de la expresión “cónyuge,” la expresión “conviviente civil,”.
d) Agrégase el siguiente literal d), nuevo:
“d) Los lobbistas que consten en el registro que señala el artículo 13 de la ley Nº 20.730, que hubieren realizado lobby ante el organismo respectivo, o ante el ministerio del cual dependa, en los doce meses anteriores a su nombramiento.”.
e) Agrégase el siguiente literal e), nuevo:
“e) Quienes se hayan desempeñado, durante los seis meses anteriores,  como directores o gerentes de entidades del sector privado sujetas a fiscalización por parte de la institución respectiva.”.
f) Agrégase el siguiente literal f), nuevo:
“f) Quienes hayan sido sancionados por infracción a los deberes establecidos en los artículos 56 bis y 56 ter, durante los cinco años anteriores a su nombramiento.”.

2)
Modifícase el artículo 56 de la siguiente manera:

a) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 56, por los siguientes incisos:

“Estas actividades deberán desarrollarse siempre fuera de la jornada de trabajo y con recursos privados. 
Son incompatibles con la función pública:
a) El ejercicio de actividades privadas que se realicen, o no puedan menos que realizarse, total o parcialmente, durante la jornada de trabajo que le corresponda.
b) El ejercicio de actividades privadas, por sí o a través de apoderado o mandatario, por cuenta propia o ajena, que se refieran a materias específicas o casos concretos que deban ser analizados, informados o resueltos por ellos o por el organismo o servicio público a que pertenezcan.
c) La representación de un tercero en acciones civiles deducidas en contra de un organismo de la Administración del Estado, salvo que actúen en favor de alguna de las personas señaladas en la letra b) del Artículo 54 o que medie disposición especial de ley que regule dicha representación.”.
b) Suprímese su inciso final.
3)
Agrégase el siguiente artículo 56 bis, nuevo: 

“Artículo 56 bis.- Una vez cesados en sus cargos, y por un plazo de seis meses, los ex funcionarios de las instituciones fiscalizadoras, en los términos del decreto ley N° 3.551, con exclusión de la Contraloría General de la República y la Defensoría Penal Pública, no podrán  prestar ningún tipo de servicio, sea de forma gratuita o remunerada, ni adquirir participación en la propiedad de entidades respecto de las cuales, dentro de los doce meses anteriores el cese en sus funciones, hayan, de forma específica, personal y directa, emitido actos, resoluciones o dictámenes; participado en sesiones de órganos colegiados en las que se hubiere adoptado algún acuerdo o resolución a su respecto; o intervenido en los procedimientos administrativos, finalizados o no, que produjeron o producirán dichos actos administrativos. La prohibición de que trata este artículo se extiende a aquellas empresas que formen parte del mismo grupo empresarial en los términos de la ley N° 18.045.

Los funcionarios a que alude este artículo deberán, dentro de los diez días hábiles siguientes al cese en funciones, efectuar una declaración jurada en la que individualicen a las entidades respecto a las cuales hayan intervenido en los términos del inciso anterior. Copia de dicha declaración deberá ser remitida al jefe superior del órgano en el cual se desempeñaban y a la Contraloría General de la República, para su registro.”.

4)
Agrégase el siguiente artículo 56 ter, nuevo:

“Artículo 56 ter.- Sin perjuicio de la prohibición establecida en el artículo anterior, los ex funcionarios pertenecientes al primer y segundo nivel jerárquico de las instituciones fiscalizadoras a que alude dicho artículo, no podrán, por el plazo de tres meses desde que cesen en sus cargos, prestar ningún tipo de servicio, sea de forma gratuita o remunerada, ni adquirir participación en la propiedad, respecto de ninguna de las entidades sujetas a la fiscalización del organismo en que se hayan desempeñado ni de aquellas empresas que formen parte del mismo grupo empresarial de estas en los términos de la ley N° 18.045.

Durante los tres meses que dure la prohibición que establece este artículo, el personal señalado en el inciso anterior tendrá derecho a percibir mensualmente una compensación económica de parte de la institución en  la que se desempeñó, equivalente al 75% de la remuneración que les correspondía percibir por el ejercicio de sus funciones. La remuneración que servirá de base para el cálculo de esta compensación será el promedio de la remuneración bruta mensual de los últimos doce meses anteriores al cese de funciones, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya. Esta compensación se considerará remuneración para todos los efectos legales, y no servirá de base para el cálculo de ninguna otra remuneración. 

De la compensación a que se refiere el inciso anterior se deducirán los montos que correspondan a los ingresos que mensualmente perciba el ex funcionario por la prestación de servicios que se encuentre habilitado a realizar, en cuanto excedan el 25% del precitado promedio de la remuneración bruta mensual. Se facultará a la Tesorería General de la República para retener los montos que por este concepto corresponda, de la devolución anual de impuestos a la renta respectiva, e imputar dichos montos a la deducción mencionada, en la forma que señale el reglamento.

No procederá la compensación a que se refiere el inciso segundo en los casos en que los sujetos afectados por la prohibición de que trata este artículo cesen en sus cargos por destitución o cualquier otra causal imputable a su conducta. Asimismo, esta compensación será incompatible con la indemnización contemplada en el artículo quincuagésimo octavo de la ley N° 19.882, debiendo optar el ex funcionario entre ambas, manteniéndose en todo caso la prohibición a que se refiere este artículo.

Las personas señaladas en el inciso primero de este artículo tendrán prohibido desarrollar actividades de lobby a favor de las entidades sujetas a la fiscalización del órgano en que se desempeñaban y aquéllas que formen parte del mismo grupo empresarial en los términos de la ley N° 18.045, por el período de dos años a contar de la fecha de cese en sus funciones.”.

5)
Agrégase el siguiente artículo 56 quáter, nuevo:

“Artículo 56 quáter.- Los ex funcionarios afectos a las prohibiciones establecidas en los artículos 56 bis y 56 ter deberán informar, durante el período que duren dichas prohibiciones, al órgano al que pertenecían, sus participaciones societarias y todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realicen, tanto en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas. Esta obligación se extenderá hasta los seis meses posteriores al término de dichas prohibiciones y se materializará en la forma que indicará el reglamento.

Los órganos a los que pertenecían los funcionarios a que se refiere el inciso anterior deberán mantener un registro público disponible en su sitio web donde conste la información entregada, durante todo el tiempo que dure dicha obligación. Asimismo, en este registro constarán las sanciones que se hubiesen impuesto en virtud de los incisos siguientes.

La infracción al deber de información establecido en el inciso primero de este artículo será sancionada con multa a beneficio fiscal de hasta 500 unidades tributarias mensuales. El organismo que infrinja lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo será sancionado por el Consejo para la Transparencia de conformidad al artículo 47 de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública. 

Por su parte, la infracción a la prohibición a que se refiere el artículo 56 bis será sancionada con multa a beneficio fiscal de hasta 100 unidades tributarias mensuales.

La infracción de ex funcionarios a la prohibición a que se refiere el artículo 56 ter será sancionada con multa a beneficio fiscal de hasta 1.000 unidades tributarias mensuales. Adicionalmente, el infractor deberá restituir el monto percibido por concepto de compensación económica a que alude el inciso segundo de dicho artículo. 

La responsabilidad de las ex autoridades y ex funcionarios por infracción a lo dispuesto en los artículos 56 bis y 56 ter, se hará efectiva por la Contraloría General de la República conforme a los artículos 134, 135 y 138 del decreto N° 2.421, de 1964, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido de la ley de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, ley N° 10.336, para lo cual el instructor poseerá un plazo máximo e improrrogable de 20 días hábiles administrativos. Las sanciones que imponga la Contraloría General de la República serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución. La Corte de Apelaciones pedirá informe a la Contraloría, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días hábiles siguientes al requerimiento. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones, se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo. Respecto de la resolución que falle este asunto, no procederán recursos ulteriores. La interposición de la reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.

Las personas naturales o jurídicas que constituyan vínculos laborales o reciban prestación de servicios con quienes se encuentren afectos a las prohibiciones de los artículos 56 bis y 56 ter serán sancionadas por la entidad fiscalizadora respectiva con multa a beneficio fiscal de hasta 4.000 unidades tributarias mensuales. La multa que se aplique en definitiva a las entidades privadas deberá ser proporcional al tamaño de la empresa en los términos de la ley N° 20.416.

La responsabilidad por las infracciones de que trata este artículo prescribirá una vez transcurridos 2 años desde su comisión.”.

6)
Modifícase el numeral 6° del artículo 62, en el siguiente sentido:

a)
Intercálase, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión “conviviente civil,”.
b)
Sustitúyese la expresión “hasta el tercer grado” por “hasta el cuarto grado”.
c)
Agrégase el siguiente párrafo final: 

“En los órganos colegiados, ante la inhabilidad de uno de sus miembros, a falta de reglas especiales en los estatutos respectivos, el acuerdo o votación se celebrará sin considerar al miembro inhabilitado para determinar el quórum respectivo.”.

Artículo segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 12 de la ley N° 19.880, que Establece Bases de los Procedimientos Administrativos que Rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado:

1) Intercálase en el numeral 1, a continuación de la expresión “Tener interés personal,” la frase “o tenerlo su cónyuge, conviviente civil, hijos, adoptados, o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive,”.

2) Reemplázase, en el numeral 2, la palabra “Tener” por la siguiente expresión “Ser cónyuge o conviviente civil, hijo, adoptado, o tener”.

Artículo tercero.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 4° de la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios: 

1) Sustitúyese su inciso sexto por el siguiente:

“Ningún órgano de la Administración del Estado y de las empresas y corporaciones del Estado o en que éste tenga participación, podrá suscribir contratos administrativos de provisión de bienes o prestación de servicios con los funcionarios del mismo órgano o empresa, salvo los órganos regidos por el Libro I del decreto con fuerza de ley N° 1 de 2005 del Ministerio de Salud, ni con personas unidas por los vínculos de parentesco descritos en la letra b) del artículo 54 de la ley N° 18.575, ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado a funcionarios directivos del mismo órgano o empresa, ni con sociedades de personas de las que aquéllos o éstas formen parte, ni con sociedades comanditas por acciones o anónimas cerradas en que aquéllos o éstas sean accionistas, ni con sociedades anónimas abiertas en que aquéllos o éstas sean dueños de acciones que representen el 10% o más del capital, ni con los gerentes, administradores, representantes o directores de cualquiera de las sociedades antedichas.”.

2) Reemplázase, en su inciso octavo, la expresión “en el inciso anterior” por “en los incisos anteriores”.

Artículo cuarto.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio del Interior, y Seguridad Pública que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, en el siguiente sentido:

1) Intercálase en el inciso segundo, del artículo 35, entre las expresiones “asuntos en que él” y “o sus parientes”, las expresiones “, su cónyuge o conviviente civil,”.

2) Agrégase en el inciso tercero del artículo 35, la siguiente oración final:

“Asimismo los consejeros deberán abstenerse de participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad.”.

Artículo quinto.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en el siguiente sentido:

1) Intercálase en su artículo 70, a continuación de la expresión “en que él”, la expresión “su cónyuge o su conviviente civil”.

2) Agrégase en su artículo 70 el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Asimismo, deberán abstenerse de participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad.”.

3) Intercálase en el inciso segundo de su artículo 89, a continuación de la expresión “en que él”, la expresión “su cónyuge o su conviviente civil”.

4) Agrégase en su artículo 89 el siguiente inciso final, nuevo:

“Asimismo, deberán abstenerse de participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad.”.

Artículo sexto.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, Sobre Estatuto Administrativo, en el siguiente sentido:

1) Agrégase, a la letra k) del artículo 61, a continuación del punto final que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración final: 

“Esta denuncia tendrá, mientras dure la investigación, el carácter de confidencial, manteniéndose en reserva la identidad del denunciante, aun cuando este no lo haya solicitado expresamente.”.

2) Introdúcense, en el artículo 90 A, las siguientes modificaciones:

a) Suprímese su inciso final.

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 

“Los derechos que señala este artículo también serán reconocidos a las personas que presten servicios en virtud de un contrato a honorarios.”.

Artículo séptimo.- Modifícase la ley Nº 18.883, sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, en el siguiente sentido:

1) Agrégase, a la letra k) del artículo 58, a continuación del punto y coma, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración final: 

“Esta denuncia tendrá el carácter de confidencial mientras dure la investigación, manteniéndose en reserva la identidad del denunciante, aun cuando éste no lo haya solicitado expresamente.”.

2) Introdúcense, en el artículo 88 A, el siguiente inciso final, nuevo: 

“Los derechos que señala este artículo también serán reconocidos a las personas que presten servicios en virtud de un contrato a honorarios.”.

Artículo octavo.- Modifícase la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en el siguiente sentido:

1) Modifícase el artículo 5° B en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Los miembros de cada una de las Cámaras no podrán promover, intervenir, ni votar ningún asunto que interese directa o personalmente a ellos o a sus cónyuges, convivientes civiles, hijos, adoptados o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y el segundo de afinidad, inclusive.”.

b) Agréganse los siguientes incisos finales:

“La inhabilidad que afecte a uno o más miembros de una o ambas cámaras, podrá ser promovida por el propio diputado o senador inhabilitado o por otro parlamentario que tenga conocimiento de los hechos  constitutivos de la inhabilidad, ante la Sala de la Corporación o ante la comisión respectiva. Los secretarios generales de cada Cámara o los secretarios de las comisiones de aquéllas, según el caso, deberán informar a los parlamentarios de los eventuales conflictos de intereses que les afecten y de los que tengan conocimiento, y remitir los antecedentes pertinentes a la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria y a la Sala de la Corporación, si correspondiere.

La inhabilidad promovida deberá ser resuelta por la Sala de la respectiva Corporación tan pronto como se promueva, con exclusión del afectado y previo informe de la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria respectiva, la que deberá pronunciarse en un plazo máximo de cinco días hábiles desde que la inhabilidad sea promovida. Este procedimiento en ningún caso suspenderá la tramitación de un proyecto de ley y mientras no se resuelva la inhabilidad el parlamentario no se entenderá inhabilitado.

En el caso de que la inhabilidad se promueva o declare con posterioridad a la votación del asunto que le dé lugar, el diputado o senador que haya infringido lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, será sancionado por la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria, de conformidad a esta ley.

Las Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria deberán publicar, en el sitio web de la corporación respectiva, un informe mensual de todas las solicitudes de inhabilitación y de lo resuelto conforme a este artículo.”.

2) Intercálanse, en el artículo 66, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

“Se prohíbe utilizar las asignaciones de que trata este artículo para la remuneración o cualquier tipo de pago, a cualquier título, de forma directa o indirecta, a las personas que tengan la calidad de cónyuge, conviviente civil, o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto de un diputado o senador, los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional, los abogados secretarios de comisiones y quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias o el Comité de Auditoría Parlamentaria.

Asimismo, se prohíbe a los parlamentarios utilizar las asignaciones de que trata este artículo para la remuneración o cualquier tipo de pago, a cualquier título, de forma directa o indirecta, a los concejales o a los consejeros regionales de su distrito o circunscripción, según corresponda; o al cónyuge, conviviente civil, o parientes de ellos hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, ambos inclusive.”.

Artículo Primero Transitorio.- La presente ley entrará en vigencia a contar del día de su publicación en el Diario Oficial, con las siguientes excepciones:

1) Las modificaciones introducidas por el número 1 del artículo primero afectarán al personal que comience a servir en los órganos de la Administración del Estado con posterioridad a su publicación.

2) Las modificaciones que introduce el artículo tercero no afectarán los contratos de suministro y prestación de servicios válidamente celebrados con anterioridad a su publicación.

3) Las modificaciones efectuadas por el artículo octavo, N° 2, no afectarán las asignaciones otorgadas con anterioridad a su entrada en vigor.

Artículo Segundo Transitorio.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación del numeral 4) del artículo primero esta ley, durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto de la institución que corresponda de aquellas contempladas en el inciso primero del nuevo artículo 56 bis que se incorpora al decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público. En los años siguientes se considerarán recursos en el presupuesto de las referidas instituciones.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Jorge Burgos Varela, Ministro del Interior y Seguridad Pública.- Rodrigo Valdés Pulido, Ministro de Hacienda.- Patricia Silva Meléndez, Ministra Secretaria General de la Presidencia (s).
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA UNIÓN EUROPEA QUE CREA UN MARCO PARA LA PARTICIPACIÓN DE LA REPÚBLICA DE CHILE EN LAS OPERACIONES DE GESTIÓN DE CRISIS DE LA UNIÓN EUROPEA, SUSCRITO EN BRUSELAS, BÉLGICA, EL 30 DE ENERO DE 2014
(9.967-10)

Oficio Nº 11.965 


VALPARAÍSO, 18 de junio de 2015

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre la República de Chile y la Unión Europea que Crea un Marco para la Participación de la República de Chile en las Operaciones de Gestión de Crisis de la Unión Europea, suscrito en Bruselas, Bélgica, el 30 de enero de 2014, correspondiente al boletín N°9967-10, del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.-
 Apruébase el Acuerdo entre la República de Chile y la Unión Europea que Crea un Marco para la Participación de la República de Chile en las Operaciones de Gestión de Crisis de la Unión Europea, suscrito en Bruselas, Bélgica, el 30 de enero de 2014.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Nuñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODERNIZA EL SISTEMA DE RELACIONES LABORALES, INTRODUCIENDO MODIFICACIONES EN EL CÓDIGO DEL TRABAJO
(9.835-13)

Oficio Nº 11.968

VALPARAÍSO, 17 de junio de 2015

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones en el Código del Trabajo, correspondiente al boletín N°9835-13, del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo:

1) Sustitúyese, en el inciso final del artículo 3°, la frase “Capítulo I del Título II del Libro IV de este Código”, por “Título IV del Libro IV de este Código”.

2) Intercálase, en el inciso tercero del artículo 5°, entre los vocablos “y” y “colectivos”, las palabras “los instrumentos”.

3) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 6° por el siguiente:

“Contrato colectivo es aquel celebrado por uno o más empleadores con uno o más sindicatos, conforme al procedimiento de negociación colectiva reglada establecido en el Título IV del Libro IV de este Código.”.

4) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 11, entre la palabra “arbitrales” y el punto seguido, la frase “o en acuerdos de grupo negociador”.

5) Sustitúyese, en el inciso final del artículo 38, las dos veces que aparece, la palabra “cuatro” por la expresión “hasta tres”.

6) Intercálase en el artículo 43, entre las palabras “trabajo” y “o”, la frase “, o en acuerdos de grupo negociador”.

7) Intercálase en el artículo 82, entre las palabras “colectivos” y “o”, la frase “, o en acuerdos de grupo negociador”.

8) Intercálase, en el inciso primero del artículo 178, entre las palabras “colectivos” y “que”, la frase “o en acuerdos de grupo negociador”.

9) Intercálase, en el inciso primero del artículo 218, entre la palabra “trabajo” y el punto aparte, la frase “y los secretarios municipales en localidades en los que no existan otros ministros de fe disponibles”.

10) Reemplázase el artículo 229 por el siguiente:

“Artículo 229.- Los trabajadores de una empresa que estén afiliados a un sindicato interempresa, de trabajadores eventuales o transitorios, siempre que sean ocho o más y que no se hubiere elegido a uno de ellos como director del sindicato respectivo, elegirán de entre ellos a un delegado sindical. Si fueren más de veinticinco trabajadores, elegirán un delegado sindical por cada veinticinco trabajadores afiliados, con un máximo de tres delegados. Con todo, si fueren más de veinticinco trabajadores y de entre ellos se hubiere elegido como director sindical a uno o dos de ellos, podrán elegir, respectivamente, uno o dos delegados sindicales. Si de entre ellos se han elegido tres directores, no tendrán derecho a elegir delegados. Los delegados sindicales gozarán del fuero a que se refiere el artículo 243.

Las elecciones a las que se refiere este artículo se realizarán en la forma que señalen sus estatutos y respecto de ellas se deberá hacer la comunicación a que se refiere el artículo 225, con copia a la Inspección del Trabajo respectiva.

La alteración en el número de afiliados no modificará el número de delegados, el que deberá adecuarse en la próxima elección, sin perjuicio de informar a la Dirección del Trabajo sobre este hecho, a más tardar dentro del quinto día hábil de haberse producido la alteración.

El mandato de los delegados durará el tiempo que señalen los estatutos, y si estos no lo regulan, tendrá la misma duración que el establecido para los directores.”.

11) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 231:

“Los estatutos deberán incorporar un mecanismo destinado a resguardar que el directorio sea integrado por directoras con derecho al fuero del artículo 243, horas de trabajo sindical y licencias de los artículos 249, 250 y 251, en proporción no inferior al 30% del total del directorio con estas prerrogativas o la que corresponda a su porcentaje de afiliación en el total de afiliados, en el caso de ser menor.”.

12) Reemplázase el inciso primero del artículo 243 por el siguiente:

“Artículo 243.- Los directores sindicales gozarán del fuero laboral establecido en la legislación vigente desde la fecha de su elección y hasta seis meses después de haber cesado en el cargo, siempre que la cesación en él no se hubiere producido por censura de la asamblea sindical, por sanción aplicada por el tribunal competente en cuya virtud deba hacer abandono del cargo, por renuncia al sindicato o por término de la empresa. Asimismo, el fuero de los directores sindicales terminará cuando caduque la personalidad jurídica del sindicato por aplicación del inciso tercero del artículo 223 o del inciso segundo del artículo 227.”.

13) Modifícase el artículo 249 de la siguiente forma:

a) En su inciso primero:

i. Sustitúyese la frase “los permisos necesarios” por la siguiente: “las horas de trabajo sindical necesarias”.

ii. Reemplázase la frase “los que no podrán” por “las que no podrán”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo la frase “los permisos semanales” por “las horas semanales de trabajo sindical”.

c) Sustitúyese en el inciso cuarto la frase “los permisos otorgados” por “las horas de trabajo sindical otorgadas”.

d) Sustitúyese en el inciso final la palabra “permiso” por la frase “horas de trabajo sindical”.

14) Modifícase el artículo 250 en la siguiente forma:

a) Reemplázanse en el inciso primero las frases “los siguientes permisos sindicales” y “los señalados” por “las siguientes horas de trabajo sindical” y “las señaladas”, respectivamente.

b) Sustitúyese el literal b) del inciso primero por el siguiente:

“b) Los directores y delegados sindicales podrán también hacer uso de hasta tres semanas de horas de trabajo sindical en el año calendario para asistir a actividades destinadas a formación y capacitación sindical, en conformidad a los estatutos del sindicato.”.

c) Sustitúyese en el inciso final la expresión “los permisos” por la frase “las horas de trabajo sindical”.

15) Reemplázase en el artículo 252 la expresión “permisos sindicales” por la frase “horas de trabajo sindical”.

16) Sustitúyese en el artículo 256 la frase “por el aporte de los adherentes a un instrumento colectivo y de aquellos a quienes se les hizo extensivo éste” por la siguiente: “por el aporte o cuota sindical ordinaria del exafiliado que se mantenga afecto al instrumento colectivo negociado por la organización, en los términos del inciso segundo del artículo 324, y por la totalidad o parte de la cuota sindical ordinaria de los no afiliados que hayan aceptado que se les aplique la extensión de beneficios de conformidad al inciso tercero del artículo 323”.

17) Suprímese en el inciso primero del artículo 268 la frase “y en presencia de un ministro de fe”.

18) Agrégase un nuevo inciso segundo al artículo 272, del siguiente tenor:

“Los estatutos de las federaciones y confederaciones deberán incorporar un mecanismo destinado a resguardar que sus directorios sean integrados por un número de directoras con derecho al fuero, horas de trabajo sindical y licencia del artículo 274, no inferior al 30% del total del directorio con estas prerrogativas, a menos que el porcentaje de las trabajadoras que puedan ser elegidas de conformidad al artículo 273 sea inferior, caso en el cual deberán ser designadas todas estas.”.

19) Modifícase el artículo 274 del siguiente modo:

a) Sustitúyese en su inciso tercero la palabra “permiso” por la frase “horas de trabajo sindical”.

b) Sustitúyese en su inciso final la frase “los permisos antes señalados” por la siguiente: “las horas de trabajo sindical antes señaladas”.

20) Incorpórase en el artículo 278 un nuevo inciso final del siguiente tenor:

“Asimismo, los estatutos deberán incorporar un mecanismo destinado a resguardar que su cuerpo directivo sea integrado por un número de directoras con derecho al fuero, inamovilidad funcionaria, horas de trabajo sindical y licencia del artículo 283, no inferior al 30%.”.

21) Suprímese, en el inciso primero del artículo 281, la frase “, ante la presencia de un ministro de fe”.

22) Modifícase el artículo 283 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su inciso tercero la frase “permisos para efectuar su labor sindical” por la siguiente: “horas de trabajo sindical para efectuar su labor”.

b) Sustitúyese en su inciso cuarto la expresión “los permisos antes señalados” por la frase “las horas de trabajo sindical antes señaladas”.

c) Reemplázase en su inciso final la palabra “permisos” por la frase “horas de trabajo sindical”.

23) Modifícase el artículo 289 de la siguiente forma:

a) En su inciso primero:

i. Incorpórase, a continuación de la palabra “acciones”, la expresión “u omisiones”.
ii. Reemplázase el punto aparte por la frase “, entendiéndose por tales, entre otras, las siguientes:”.

b) Elimínase en su inciso segundo la frase “Incurre especialmente en esta infracción:”.

c) Sustitúyese en el literal a) la frase “El que obstaculice” por el término “Obstaculizar”.

d) Modifícase el literal b) en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “El que se niegue” por la palabra “Negarse”.

ii. Sustitúyese la frase “los incisos quinto y sexto del artículo 315” por “los artículos 316 y 318”.

e) Modifícase el literal c) en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “El que ofrezca u otorgue” por la expresión “Ofrecer u otorgar”.

ii. Reemplázase la expresión “con el fin exclusivo de” por la siguiente: “que signifiquen”.

f) Sustitúyese en el literal d) la expresión “El que realice” por “Realizar”.
g) Sustitúyese en el literal e) la expresión “El que ejecute” por “Ejecutar”.
h) Intercálase el siguiente literal f), nuevo, pasando los actuales literales f) y g) a ser g) y h), respectivamente:

“f) Negarse a reincorporar en sus funciones a un dirigente sindical aforado, frente al requerimiento de un fiscalizador de la Inspección del Trabajo;”.
i) Modifícase el actual literal f), que pasó a ser g), en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “El que ejerza” por el vocablo “Ejercer”.

ii. Sustitúyese la expresión “con el fin exclusivo de” por “que signifiquen”.

iii. Reemplázase la expresión “, y” por un punto y coma.
j) Sustitúyese su actual literal g), que pasó a ser h), por el siguiente:

“h) Otorgar unilateralmente a trabajadores no afiliados a la organización u organizaciones que los hubieren negociado, los mismos beneficios pactados por estas en un instrumento colectivo, e”.
k) Agrégase un literal i) del siguiente tenor:

“i) No descontar o no integrar a la organización sindical respectiva las cuotas o aportes sindicales, ordinarios o extraordinarios, que corresponda pagar por los afiliados, o la cuota o aporte convenido en un acuerdo de extensión de conformidad al artículo 323, cuando éste proceda.”.
24) Modifícase el artículo 290 en la forma siguiente:

a) En su inciso primero, reemplázase el punto aparte por la frase “, entendiéndose por tales, entre otras, las siguientes:”.

b) Elimínase en su inciso segundo la frase “Incurre especialmente en esta infracción:”.

c) Sustitúyese en los literales a) y b) la frase “El que acuerde” por la palabra “Acordar”.
d) Sustitúyese en el literal c) la frase “Los que apliquen” por el término “Aplicar”.

e) Modifícase el literal d) en el siguiente sentido:
i. Sustitúyese la frase “El que de cualquier modo presione” por el vocablo “Presionar”.

ii. Reemplázase la expresión “, y” por un punto y coma.

f) Modifícase el literal e) en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “Los miembros del directorio de la organización sindical que divulguen a terceros ajenos a éste” por “Divulgar a terceros ajenos a la organización sindical”.

ii. Reemplázase el punto final por la expresión “, y”.
g) Agregase un literal f), del siguiente tenor:

“f) Utilizar los derechos sindicales o fueros que establece este Código de mala fe o con abuso del derecho.”.
25) Modifícase el artículo 292 en la siguiente forma:

a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 292.- Las prácticas desleales o antisindicales serán sancionadas con multas de diez a trescientas unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción, el tamaño de la empresa y el número de trabajadores involucrados o afiliados a la organización sindical. En caso de reincidencia, se aplicará lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506.”.
b) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “Servicio Nacional de Capacitación y Empleo” por “Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social”.

26) Sustitúyese el inciso primero del artículo 294 por el siguiente:

“Artículo 294.- Si el despido o el término de la relación laboral de trabajadores no amparados por fuero laboral se realiza en represalia de su afiliación sindical, participación en actividades sindicales o negociación colectiva, el despido o el término de la relación laboral no producirá efecto alguno, aplicándose el artículo 489, con excepción de lo dispuesto en sus incisos tercero, cuarto y quinto.”.
27) Derógase el artículo 302.

28) Sustitúyese el Libro IV “De la Negociación Colectiva” por el siguiente: 

“LIBRO IV

DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA

Título I

NORMAS GENERALES

Artículo 303.- Negociación colectiva, definición, partes y objetivo. La negociación colectiva es aquella que tiene lugar entre uno o más empleadores con una o más organizaciones sindicales, con el objeto de establecer condiciones comunes de trabajo y remuneraciones, por un tiempo determinado, de acuerdo a las normas contenidas en el presente Libro.
Las partes deben negociar de buena fe, cumpliendo con las obligaciones y plazos previstos en las disposiciones siguientes, sin poner obstáculos que limiten las opciones de entendimiento entre ambas.

Los trabajadores tendrán derecho a negociar colectivamente con su empleador a través de la o las organizaciones sindicales que los representen, conforme al procedimiento de negociación colectiva reglada previsto en el Título IV de este Libro, a través de cualquiera de los procedimientos establecidos en el Título V de este Libro, o de forma directa, y sin sujeción a normas de procedimiento, conforme a lo dispuesto en el artículo 314 de este Código.

Tendrán derecho a negociar los sindicatos que cumplan con los quórum de constitución establecidos en el artículo 227 de este Código.
En todas aquellas empresas en que no exista organización sindical con derecho a negociar, podrán hacerlo, según las normas previstas en el artículo 315, grupos de trabajadores unidos para ese efecto.

Para determinar si dos o más empresas deben ser consideradas como un solo empleador para efectos de la negociación colectiva, se estará a lo dispuesto en los incisos cuarto y siguientes del artículo 3°.

Artículo 304.- Ámbito de aplicación. La negociación colectiva podrá tener lugar en las empresas del sector privado y en aquellas en las que el Estado tenga aportes, participación y representación.
No existirá negociación colectiva en las empresas del Estado dependientes del Ministerio de Defensa Nacional o que se relacionen con el Gobierno a través de dicho Ministerio y en aquellas en que leyes especiales la prohíban.

Tampoco podrá existir negociación colectiva en las empresas o instituciones públicas o privadas cuyos presupuestos, en cualquiera de los dos últimos años calendario, hayan sido financiadas en más del 50% por el Estado, directamente o a través de derechos o impuestos.
Lo dispuesto en el inciso anterior no tendrá lugar, sin embargo, respecto de los establecimientos educacionales particulares subvencionados en conformidad al decreto ley N°3.476, de 1980, y sus modificaciones, ni a los establecimientos de educación técnico-profesional administrados por corporaciones privadas conforme al decreto ley N°3.166, de 1980.
El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo determinará las empresas en las que el Estado tenga aporte, participación o representación mayoritarios en que se deberá negociar por establecimiento, entendiéndose que dichas unidades tendrán el carácter de empresas para todos los efectos de este Código.

Artículo 305.- Trabajadores impedidos de ejercer el derecho a negociar colectivamente, forma y reclamo de esta condición. No podrán negociar colectivamente los trabajadores que tengan facultades de representación del empleador y que estén dotados de facultades generales de administración, tales como gerentes y subgerentes.

De la circunstancia a que se refiere el inciso anterior deberá además dejarse constancia escrita en el contrato de trabajo y, a falta de esta estipulación, se entenderá que el trabajador está habilitado para negociar colectivamente. 

El trabajador o el sindicato al que se encuentre afiliado, podrán reclamar a la Inspección del Trabajo de la circunstancia hecha constar en su contrato, de no poder negociar colectivamente. La resolución de la Inspección del Trabajo podrá reclamarse judicialmente a través del procedimiento establecido en el artículo 504, dentro del plazo de quince días contado desde su notificación.

Las micro, pequeñas y medianas empresas podrán excusarse de negociar colectivamente con los trabajadores sujetos a contrato de aprendizaje.

Artículo 306.- Materias de la negociación colectiva. Son materia de la negociación colectiva aquellas de interés común de las partes que afecten las relaciones mutuas de trabajadores y empleadores, especialmente las que se refieran a remuneraciones u otros beneficios en especie o en dinero y, en general, a las condiciones comunes de trabajo.

Las negociaciones podrán incluir acuerdos para la conciliación del trabajo con las responsabilidades familiares, planes de igualdad de oportunidades y equidad de género en la empresa, acuerdos para la capacitación y reconversión productiva de los trabajadores, constitución y mantenimiento de servicios de bienestar, mecanismos de solución de controversias, entre otros.

Adicionalmente, podrán negociarse los acuerdos de extensión previstos en el inciso final del artículo 323 y los sistemas excepcionales de jornada de trabajo y descanso, bancos de horas extras, duración y retribución de jornadas pasivas, en la medida que dicha negociación se sujete a las condiciones previstas en el Título VI de este Libro.
No serán objeto de la negociación colectiva aquellas materias que restrinjan o limiten la facultad del empleador de organizar, dirigir y administrar la empresa y aquellas ajenas a la misma.

Artículo 307.- Relación del trabajador con el contrato colectivo. Ningún trabajador podrá estar afecto a más de un contrato colectivo de trabajo celebrado con el mismo empleador de conformidad a las normas de este Código.
Artículo 308.- Plazo mínimo para poder negociar colectivamente. Para negociar colectivamente dentro de una mediana, pequeña o micro empresa, se requerirá que haya transcurrido a lo menos un año desde el inicio de sus actividades. Tratándose de una gran empresa, se requerirá que hayan transcurrido a lo menos seis meses desde el inicio de sus actividades.

Artículo 309.- Fuero de negociación colectiva. Los trabajadores afiliados a la organización sindical involucrada en una negociación colectiva reglada gozarán del fuero establecido en la legislación vigente desde los diez días anteriores a la presentación de un proyecto de contrato colectivo hasta treinta días después de la suscripción de este último, o de la fecha de notificación a las partes del fallo arbitral que se hubiere dictado.

Igualmente, gozarán del fuero antes señalado los trabajadores que se afilien a la organización sindical durante el proceso de negociación colectiva a que se refiere el inciso anterior, a partir de la fecha en que se comunique la afiliación al empleador y hasta treinta días después de la suscripción del contrato colectivo o de la notificación del laudo arbitral, en su caso.

Sin embargo, no se requerirá solicitar el desafuero de aquellos trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra o faena, cuando dicho plazo, obra o faena expirare dentro del período a que se refieren los incisos anteriores.

Artículo 310.- Beneficios y afiliación sindical. Los trabajadores se regirán por el instrumento colectivo suscrito entre su empleador y la organización sindical a la que se encuentren afiliados mientras este se encuentre vigente, accediendo a los beneficios en él contemplados.
Artículo 311.- Relación y efectos del instrumento colectivo con el contrato individual de trabajo y forma de modificación del instrumento colectivo. Las estipulaciones de un contrato individual de trabajo no podrán significar disminución de las remuneraciones, beneficios y derechos que correspondan al trabajador por aplicación del instrumento colectivo por el que esté regido.

Las estipulaciones de los instrumentos colectivos reemplazarán en lo pertinente a las contenidas en los contratos individuales de los trabajadores que sean parte de aquellos.

Las estipulaciones de un instrumento colectivo vigente sólo podrán modificarse mediante acuerdo entre el empleador y la o las organizaciones sindicales que lo hubieren suscrito.

Artículo 312.- Plazos y su cómputo. Todos los plazos establecidos en este Libro son de días corridos, salvo los previstos para la mediación obligatoria del artículo 355.

Con todo, cuando un plazo venciere en día sábado, domingo o festivo, se entenderá prorrogado hasta el día hábil siguiente.

Artículo 313.- Ministros de fe. Para los efectos previstos en este Libro IV, además de los inspectores del trabajo, serán ministros de fe los notarios públicos, los oficiales del Registro Civil, los funcionarios de la Administración del Estado que sean designados en esa calidad por la Dirección del Trabajo y los secretarios municipales en localidades en los que no existan otros ministros de fe disponibles.

Artículo 314.- Negociación no reglada. En cualquier momento y sin restricciones de ninguna naturaleza, podrán iniciarse entre uno o más empleadores y una o más organizaciones sindicales, negociaciones voluntarias, directas y sin sujeción a normas de procedimiento, para convenir condiciones comunes de trabajo y remuneraciones, por un tiempo determinado.

Título II

DE LA PRESENTACIÓN Y TRAMITACIÓN DEL PROYECTO DE CONTRATO COLECTIVO

Capítulo I

DE LA PRESENTACIÓN HECHA POR SINDICATOS DE EMPRESA O GRUPOS DE TRABAJADORES

Artículo 315.- Negociación semi-reglada. En las empresas en que no exista organización sindical con derecho a negociar colectivamente de conformidad a lo dispuesto en los artículos 328 y 362, los trabajadores podrán unirse para el solo efecto de negociar con su empleador, conforme a las reglas mínimas de procedimiento siguientes:

a) Deberá tratarse del mismo número de trabajadores que se exige para constituir sindicatos de empresa conforme al artículo 227.

b) Los trabajadores serán representados por una comisión negociadora, conformada por no menos de tres integrantes ni más de cinco, elegida por los involucrados en votación secreta celebrada ante un Inspector del Trabajo.

c) El empleador estará obligado a dar respuesta a la presentación hecha por los trabajadores dentro del plazo de cinco días. Sí así no lo hiciere, se aplicará la multa prevista en el artículo 506.

d) La propuesta final del empleador deberá ser aprobada ante el Inspector del Trabajo en votación secreta, por mayoría absoluta de los trabajadores involucrados.
e) El documento que se suscriba de conformidad a esta modalidad de negociación se denominará acuerdo de grupo negociador.

Si se suscribiere un acuerdo sin sujeción a estas normas mínimas de procedimiento, este tendrá la naturaleza de contrato individual de trabajo para los involucrados.

Con todo, cualquier trabajador que tenga vigente un acuerdo de grupo negociador podrá afiliarse a una organización sindical, aplicándose a su respecto lo previsto en el artículo 323, pudiendo negociar según las reglas generales.

Título II

DERECHO A INFORMACIÓN DE LAS ORGANIZACIONES SINDICALES

Artículo 316.- Derecho de información periódica. Las empresas grandes y medianas deberán entregar a los sindicatos que existan en ellas el balance general, el estado de resultados y los estados financieros, auditados si los tuvieren, dentro del plazo de treinta días contado desde que estos documentos se encuentren disponibles.
Las grandes empresas, además, deberán entregar a los sindicatos toda otra información de carácter público que conforme a la legislación vigente estén obligadas a poner a disposición de la Superintendencia de Valores y Seguros. Esta información deberá ser entregada dentro del plazo de treinta días contado desde que se ponga a disposición de la Superintendencia.

Respecto de los nuevos sindicatos que se constituyan en las empresas grandes y medianas, la información indicada en este artículo será entregada dentro del plazo de quince días contado a partir de la comunicación señalada en el inciso primero del artículo 225.
Artículo 317.- Derecho de información específica para la negociación. Las grandes y medianas empresas estarán obligadas a proporcionar a los sindicatos que tengan derecho a negociar en ellas, la información específica y necesaria para preparar sus negociaciones colectivas.

A requerimiento de las organizaciones sindicales que lo soliciten dentro de los noventa días previos al vencimiento del instrumento colectivo vigente, deberán entregar, a lo menos, la siguiente información:

a) Planilla de remuneraciones pagadas a todos los trabajadores afiliados a la organización requirente, desagregada por haberes, con el detalle de fecha de nacimiento, ingreso a la empresa y cargo o función desempeñada. La entrega de la información antes señalada no significará contravención a lo dispuesto en el artículo 151 bis.

b) Valor actualizado de todos los beneficios que forman parte del instrumento colectivo vigente.

c) Los costos globales de mano de obra de la empresa de los dos últimos años. Si existiere contrato colectivo vigente y este hubiere sido celebrado con duración superior a dos años, se deberán entregar los costos globales del período de duración del contrato.

d) Toda la información periódica del artículo 316 que no haya sido entregada oportunamente.

e) Información que incida en la política futura de inversiones de la empresa, que no tenga, a juicio del empleador, carácter de confidencial.

En el evento de que no exista instrumento colectivo vigente, el requerimiento podrá hacerse en cualquier época.

Las empresas señaladas en este artículo dispondrán del plazo de quince días para hacer entrega de la información solicitada por el sindicato, contado desde su requerimiento.

Artículo 318.- Derecho de información por cargos o funciones de los trabajadores. Los sindicatos podrán solicitar a las grandes empresas, una vez en cada año calendario, información sobre remuneraciones asignadas a trabajadores de los diversos cargos o funciones en la empresa, del registro a que se refiere el numeral 6) del artículo 154.

La información deberá entregarse innominadamente, dentro de los quince días siguientes a la fecha en que haya sido requerida.

En el caso de las empresas medianas, los sindicatos podrán hacer este requerimiento solo como información previa a la negociación.

Artículo 319.- Información de la micro y pequeña empresa. Las micro y pequeñas empresas proporcionarán anualmente a los sindicatos constituidos en ellas, la información financiera y contable de que dispongan y que estén obligadas a llevar de acuerdo a la normativa vigente. Esta información deberá ser entregada dentro de los treinta días siguientes a que se encuentre disponible.

Para los efectos de preparar la negociación colectiva, los sindicatos constituidos en estas empresas tendrán derecho a solicitar las planillas de remuneraciones pagadas a sus socios, desagregadas por haberes. Además, podrán solicitar la información específica señalada en los literales b) y c) del inciso segundo del artículo 317.

La información señalada en el inciso anterior podrá ser requerida con una anticipación de noventa días al vencimiento del instrumento colectivo vigente, o en cualquier momento, en caso de no existir este, y deberá ser entregada por el empleador dentro de los quince días siguientes a que le haya sido requerida.
Artículo 320.- Derecho a requerir información por vía administrativa y judicial. En caso de que el empleador no cumpla con entregar la información en la forma y plazos previstos en los artículos anteriores, el o los sindicatos afectados podrán solicitar a la Inspección del Trabajo que requiera al empleador para su entrega.

En caso de no prosperar la gestión administrativa, el o los sindicatos afectados podrán recurrir al tribunal con competencia en lo laboral de conformidad a lo establecido en el artículo 504.

El tribunal, previa revisión de los antecedentes, ordenará en la primera resolución que el empleador haga entrega de la información, bajo apercibimiento legal.

Título III

DE LOS INSTRUMENTOS COLECTIVOS Y DE LA TITULARIDAD SINDICAL

Artículo 321.- Contrato colectivo, convenio colectivo, acuerdo de grupo negociador e instrumento colectivo. Definiciones. Contrato colectivo es aquel celebrado por uno o más empleadores con una o más organizaciones sindicales de conformidad al procedimiento de negociación colectiva reglada previsto en el Título IV y en el Capítulo I del Título V de este Código.

Si producto del proceso de diálogo y negociación directa entre las partes de que trata el artículo 314 se produjere acuerdo, sus estipulaciones constituirán un convenio colectivo. También tendrán esta denominación los acuerdos alcanzados en virtud de las normas establecidas en los artículos 365 y siguientes, como asimismo toda clase de acuerdo, protocolo o pacto colectivo de trabajo, celebrado por las partes cualquiera sea su denominación.

El acuerdo suscrito bajo las normas de la negociación semi-reglada se denomina acuerdo de grupo negociador.

El contrato, el convenio colectivo y el acuerdo de grupo negociador deberán constar por escrito y recibirán indistintamente en este Código la denominación genérica de instrumentos colectivos. Con todo, deberán registrarse en la Inspección del Trabajo dentro de los cinco días siguientes a su suscripción, para fines de fiscalización de su cumplimiento.

Se entenderá que el laudo arbitral dictado en conformidad a las normas de los artículos 387 y siguientes también constituye un instrumento colectivo.

Artículo 322.- Instrumentos colectivos y su contenido. Todo instrumento colectivo deberá contener, a lo menos, las siguientes menciones:

1. La determinación precisa de las partes a quienes afecte.

2. Las normas sobre remuneraciones, beneficios y condiciones de trabajo y demás que se hayan acordado, especificándolas detalladamente.

3. El período de vigencia.

Adicionalmente, podrá contener la constitución de una comisión bipartita para la implementación y seguimiento del cumplimiento del instrumento colectivo o mecanismos de resolución de las controversias.

Artículo 323.- Efecto de la afiliación sindical y aplicación de las estipulaciones de un instrumento colectivo. La afiliación sindical otorga de pleno derecho a los nuevos socios los beneficios del instrumento colectivo suscrito por la organización sindical a la que se incorpore, a partir de la comunicación de la afiliación al empleador.

La comunicación al empleador deberá realizarse por escrito al correo electrónico designado por este y enviarse copia de la misma a la Inspección del Trabajo.

Las partes de un instrumento colectivo podrán acordar la aplicación general o parcial de sus estipulaciones a todos o parte de los trabajadores de la empresa o establecimiento de empresa sin afiliación sindical. En el caso antes señalado, para acceder a los beneficios dichos trabajadores deberán aceptar la extensión y obligarse a pagar la totalidad de la cuota ordinaria de la organización sindical, según lo establezca el acuerdo.

El acuerdo de extensión de que trata el inciso anterior deberá fijar criterios objetivos, generales y no arbitrarios para extender los beneficios a trabajadores sin afiliación sindical.

Artículo 324.- Derecho a la libre afiliación y vinculación del trabajador con el instrumento colectivo. El trabajador podrá afiliarse y desafiliarse libremente de cualquier sindicato.

No obstante el cambio de afiliación sindical o desafiliación, el trabajador se mantendrá afecto al instrumento colectivo negociado por el sindicato al que pertenecía y que estuviere vigente, debiendo pagar el total de la cuota mensual ordinaria de ese sindicato durante toda la vigencia de dicho instrumento colectivo. Al término de la vigencia del instrumento colectivo del sindicato al que estaba afiliado, el trabajador pasará a estar afecto al instrumento colectivo del sindicato al que se hubiere afiliado, de existir este.

Una vez iniciada la negociación colectiva, los trabajadores involucrados permanecerán afectos a esta, así como al instrumento colectivo a que dicha negociación diere lugar.

Artículo 325.- Duración y vigencia de los instrumentos colectivos. Los contratos colectivos, los acuerdos de grupo negociador y los fallos arbitrales tendrán una duración no inferior a dos años ni superior a tres.

La vigencia de los contratos colectivos se contará a partir del día siguiente al de la fecha de vencimiento del contrato colectivo o fallo arbitral anterior. De no existir los precitados instrumentos colectivos, la vigencia se contará a partir del día siguiente al de su suscripción.

Con todo, si se hubiere hecho efectiva la huelga, el contrato que se celebre con posterioridad o el fallo arbitral que se dicte, en su caso, sólo tendrán vigencia a contar de la fecha de suscripción del contrato o de constitución del compromiso, sin perjuicio de que su duración se cuente a partir del día siguiente al de la fecha de vencimiento del contrato colectivo o fallo arbitral anterior o del cuadragésimo quinto día contado desde la presentación del respectivo proyecto, según corresponda.

Por su parte, los convenios colectivos podrán tener la duración que las partes definan, pero en ningún caso podrá ser superior a tres años.

Artículo 326.- Ultraactividad de un instrumento colectivo. Si un sindicato no presenta un proyecto de contrato colectivo en el plazo señalado en el artículo 335, sus cláusulas subsistirán como integrantes de los contratos individuales de los respectivos trabajadores afectos, salvo las que se refieren a los derechos y obligaciones que sólo pueden ejercerse o cumplirse colectivamente y los pactos sobre condiciones especiales de trabajo.

El mismo efecto se producirá respecto de un instrumento colectivo negociado por un sindicato que no cumple, en los plazos legales, el quórum establecido en el inciso segundo del artículo 227 o se ha disuelto de conformidad a las normas de los artículos 295 y siguientes de este Código.

Artículo 327.- Mérito ejecutivo de los instrumentos colectivos y sanciones en caso de incumplimiento. Las copias originales de los instrumentos colectivos, así como las copias auténticas de dichos instrumentos, autorizadas por la Inspección del Trabajo, respecto de aquellas cláusulas que contengan obligaciones líquidas y actualmente exigibles, tendrán mérito ejecutivo y los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional conocerán de estas ejecuciones conforme al procedimiento señalado en los artículos 463 y siguientes de este Código.

No obstante lo dispuesto en el inciso precedente, el incumplimiento de las estipulaciones contenidas en los instrumentos colectivos será sancionado por la Inspección del Trabajo de conformidad al artículo 506. La aplicación, cobro y reclamo de esta multa se efectuará con arreglo a las disposiciones de los artículos 503 y siguientes de este Código.

Título IV

EL PROCEDIMIENTO DE NEGOCIACIÓN COLECTIVA REGLADA

Capítulo I

REGLAS GENERALES
Artículo 328.- Negociación colectiva reglada. Los sindicatos de empresa que cumplan con el quórum del artículo 227 podrán negociar colectivamente de manera reglada con el empleador, de acuerdo a las normas que establece este Libro. Los sindicatos deberán reunir el quórum antes señalado a la fecha de iniciar la negociación.

Artículo 329.- Inicio de la negociación colectiva reglada. La negociación colectiva se inicia con la presentación del proyecto de contrato colectivo por parte del o los sindicatos al empleador.

Artículo 330.- Contenido del proyecto de contrato colectivo. En la presentación del proyecto de contrato colectivo se deberán explicitar, a lo menos, las cláusulas que se proponen, la vigencia ofrecida, la comisión negociadora y el domicilio físico y electrónico de el o los sindicatos respectivos. En esta misma oportunidad deberán presentar la nómina de los trabajadores que hasta ese momento se encuentren afiliados.

El sindicato podrá explicar los fundamentos de su propuesta de contrato y acompañar los antecedentes que sustenten su presentación.

Artículo 331.- Presentación del proyecto de contrato colectivo y negativa del empleador a recibirlo. Copia del proyecto de contrato colectivo presentado por el o los sindicatos, firmada por el empleador para acreditar que ha sido recibido por este, con la fecha de recepción estampada en él, deberá entregarse a la Inspección del Trabajo respectiva, dentro de los cinco días siguientes a su presentación.

Si el empleador se negare a recibir o certificar la recepción del proyecto, el sindicato deberá requerir a la Inspección del Trabajo, dentro de los tres días siguientes a la negativa, para que notifique el proyecto de contrato al empleador en el más breve plazo.

Artículo 332.- Comisión negociadora sindical. La representación del sindicato en la negociación colectiva corresponderá a la comisión negociadora sindical, integrada por el directorio sindical respectivo. Si se trata de una negociación colectiva iniciada por más de un sindicato, la comisión negociadora sindical estará integrada por los directores que sean designados en el proyecto de contrato colectivo.
Además de los miembros de la comisión negociadora sindical, podrán asistir al desarrollo de las negociaciones los asesores que designen la o las organizaciones sindicales, los que no podrán exceder de tres.

En caso de que el o los sindicatos que negocien tengan afiliación femenina y la respectiva comisión negociadora laboral no esté integrada por ninguna trabajadora, se deberá integrar a una representante elegida por el o los sindicatos de conformidad a sus estatutos. En el evento que los estatutos nada establecieran, esta deberá ser elegida en asamblea convocada al efecto, en votación universal.
Respecto de la trabajadora que integre la comisión negociadora sindical de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, el fuero señalado en el artículo 309 tendrá una duración de noventa días.

Artículo 333.- Afiliación sindical durante la negociación colectiva. Iniciado un proceso de negociación colectiva reglada, los trabajadores no afiliados al sindicato tendrán derecho a afiliarse a él, incorporándose de pleno derecho a la negociación en curso, salvo lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 324.
Con todo, sólo se incorporarán a la negociación en curso los trabajadores que se afilien hasta el vencimiento del plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 337 para la respuesta del empleador.
El sindicato deberá informar al empleador la afiliación de nuevos trabajadores dentro del plazo de cinco días contado desde la respectiva incorporación.

Capítulo II

OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR EL PROYECTO Y PLAZO DE LA NEGOCIACIÓN
Artículo 334.- Oportunidad de presentación del proyecto de contrato colectivo por el sindicato cuando no tiene instrumento colectivo vigente. La presentación de un proyecto de contrato colectivo realizada por un sindicato que no tiene instrumento colectivo vigente, podrá hacerse en cualquier tiempo, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 308.
Artículo 335.- Oportunidad de presentación del proyecto de contrato colectivo por el sindicato cuando tiene instrumento colectivo vigente. La presentación de un proyecto de contrato colectivo realizada por un sindicato que tiene instrumento colectivo vigente deberá hacerse no antes de sesenta ni después de cuarenta y cinco días anteriores a la fecha de término de la vigencia de dicho instrumento.

Si el proyecto de contrato colectivo se presenta antes del plazo señalado en el inciso precedente, se entenderá, para todos los efectos legales, que fue presentado sesenta días antes de la fecha de vencimiento del instrumento colectivo anterior.

Artículo 336.- Consecuencias de la no presentación o presentación tardía del proyecto de contrato colectivo. Si el sindicato no presenta el proyecto de contrato colectivo o lo presenta luego de vencido el plazo, llegada la fecha de término del instrumento colectivo vigente se extinguirán sus efectos y sus cláusulas subsistirán como parte de los contratos individuales de los trabajadores afectos a él, aplicándose lo dispuesto en el inciso primero del artículo 326.

Capítulo III

DE LA RESPUESTA DEL EMPLEADOR
Artículo 337.- Respuesta del empleador y comisión negociadora de empresa. La respuesta del empleador al proyecto de contrato colectivo deberá ser entregada a alguno de los integrantes de la comisión negociadora sindical y remitida a la dirección de correo electrónico designada por el sindicato, dentro de los diez días siguientes a la presentación del proyecto. Las partes de común acuerdo podrán prorrogar este plazo hasta por diez días adicionales.
El empleador deberá dar respuesta a todas las cláusulas propuestas en el proyecto presentado por el sindicato y determinar un domicilio electrónico. Asimismo, podrá explicar los fundamentos y contenidos de su proposición, acompañando los antecedentes que la sustenten.
El empleador deberá designar una comisión negociadora, constituida por un máximo de tres apoderados que formen parte de la empresa, entendiéndose también como tales a los miembros de su respectivo directorio y a los socios con facultad de administración. Podrá además designar a los asesores, conforme lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 332.

Artículo 338.- Piso de la negociación. La respuesta del empleador deberá contener, a lo menos, el piso de la negociación. En el caso de existir instrumento colectivo vigente, se entenderá por piso de la negociación idénticas estipulaciones a las establecidas en el instrumento colectivo vigente, con los valores que corresponda pagar a la fecha de término del contrato. Se entenderán excluidos del piso de la negociación la reajustabilidad pactada, los incrementos reales pactados, los pactos sobre condiciones especiales de trabajo y los beneficios que se otorgan sólo por motivo de la firma del instrumento colectivo. El acuerdo de extensión de beneficios que forme parte de un instrumento colectivo tampoco constituye piso de la negociación.

En el caso de no existir instrumento colectivo vigente, la respuesta del empleador constituirá el piso de la negociación. La propuesta del empleador no podrá contener beneficios inferiores a los que de manera regular y periódica haya otorgado a los trabajadores que represente el sindicato.

Artículo 339.- Efectos de la falta de respuesta y de aquella que no contenga las estipulaciones del piso de la negociación. Si el empleador no diere respuesta oportunamente al proyecto de contrato, será sancionado con una multa establecida de conformidad al inciso primero del artículo 408.

Llegado el vigésimo día de presentado el proyecto de contrato colectivo sin que el empleador le haya dado respuesta, se entenderá que lo acepta, salvo que las partes hayan acordado la prórroga del inciso primero del artículo 337, en cuyo caso la sanción operará a partir del día siguiente al vencimiento de la prórroga.

En caso de que la respuesta del empleador no contenga las estipulaciones del piso de la negociación, aquellas se entenderán incorporadas para todos los efectos legales.
Artículo 340.- Registro de la respuesta. El empleador deberá remitir a la Inspección del Trabajo copia de la respuesta, dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que esta haya sido entregada a la comisión negociadora sindical, adjuntando comprobante de su recepción por el sindicato.

Capítulo IV
IMPUGNACIÓN DE LA NÓMINA

Artículo 341.- Impugnación de la nómina. El empleador tendrá derecho a impugnar la inclusión de uno o más trabajadores incorporados en la nómina del proyecto de contrato, por no ajustarse a las disposiciones de este Código. Igualmente podrá impugnar el cumplimiento del quórum del sindicato para negociar en la empresa.

La impugnación deberá formularse ante la Inspección del Trabajo dentro del plazo de cinco días contado desde la fecha de recepción del proyecto o dentro de los cinco días siguientes a que tome conocimiento de la afiliación de nuevos trabajadores, según corresponda.
Artículo 342.- Reglas de procedimiento. La impugnación señalada en el artículo anterior se tramitará conforme a las siguientes reglas:

a) La Inspección del Trabajo deberá citar a las partes a una audiencia que tendrá lugar dentro de los cinco días siguientes de presentada la impugnación. Dicha citación deberá ser enviada a la dirección de correo electrónico de las partes a más tardar dentro de los dos días siguientes de recibida la impugnación, la que se acompañará a la respectiva notificación. 

b) A esta audiencia las partes deberán asistir con los antecedentes necesarios y la documentación que le haya sido requerida por la Inspección del Trabajo, la que instará a las partes a alcanzar un acuerdo.

c) La resolución de la impugnación deberá dictarse por el Inspector del Trabajo dentro del plazo de cinco días de concluida la audiencia. En contra de esta resolución sólo procederá el recurso de reposición y su resolución podrá reclamarse judicialmente dentro del plazo de cinco días, a través del procedimiento establecido en el artículo 504.
d) La reclamación, tanto administrativa como judicial, no suspenderá el curso de la negociación colectiva.
Capítulo V

PERÍODO DE NEGOCIACIÓN
Artículo 343.- Período de negociación. A partir de la respuesta del empleador, las partes se reunirán el número de veces que estimen conveniente con el objeto de obtener directamente un acuerdo, sin sujeción a ningún tipo de formalidades.
Las partes podrán negociar todas las materias comprendidas en el proyecto y la respuesta, como aquellas que de común acuerdo definan, incluyendo modificaciones al piso de la negociación.
Igualmente podrán convenir rebajar el piso de la negociación a que se refiere el artículo 338, cuando las condiciones económicas de la empresa así lo justifiquen.
Artículo 344.- Derecho a la suscripción del piso de la negociación. Durante todo el período de negociación, e incluso después de votada y hecha efectiva la huelga, la comisión negociadora sindical podrá poner término al proceso de negociación comunicándole al empleador, por escrito, su decisión de suscribir un contrato colectivo sujeto a las estipulaciones del piso de la negociación.
El empleador no podrá negarse a esta exigencia, salvo en el caso a que se refiere el inciso final del artículo anterior. El contrato que se celebre conforme a las disposiciones de este artículo tendrá una duración de dieciocho meses y se entenderá suscrito desde la fecha en que la comisión negociadora sindical comunique su decisión al empleador.

Artículo 345.- Derecho a solicitar reuniones de asistencia técnica. En las micro y pequeñas empresas, cualquiera de las partes podrá solicitar a la Dirección del Trabajo que las convoque a una reunión de asistencia técnica para llevar a cabo el proceso de negociación colectiva. La misma regla se aplicará a las empresas medianas cuando negocien por primera vez.

En esta oportunidad la Dirección del Trabajo informará a las partes sobre el procedimiento, los plazos, los derechos y las obligaciones derivados de la negociación. La asistencia a esta reunión será obligatoria para ambas partes.

Artículo 346.- Mediación voluntaria. Sin perjuicio de lo señalado en los artículos anteriores, una vez vencido el plazo de respuesta del empleador, y durante todo el proceso de negociación colectiva, las partes podrán solicitar, de común acuerdo, la mediación de la Dirección del Trabajo.

Capítulo VI

DERECHO A HUELGA
Artículo 347.- Derecho a huelga. La huelga es un derecho que debe ser ejercido colectivamente por los trabajadores.
Se prohíbe el reemplazo de los puestos de trabajo de los trabajadores en huelga. La infracción de esta prohibición constituye una práctica desleal grave, habilitando a la Inspección del Trabajo para requerir el retiro inmediato de los trabajadores reemplazantes de los puestos de trabajo en huelga.
En el caso de negativa del empleador para retirar a los reemplazantes, la Inspección del Trabajo deberá denunciar al empleador al Juzgado de Letras del Trabajo conforme a las normas establecidas en los artículos 485 y siguientes, con excepción de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 486. El sindicato podrá iniciar esta acción o hacerse parte de la denuncia presentada por la Inspección del Trabajo. El Tribunal, revisados los antecedentes de la denuncia, ordenará al empleador el retiro inmediato de los reemplazantes en la primera resolución, bajo el apercibimiento señalado en el artículo 492.

Artículo 348.- Última oferta del empleador. El empleador, con a lo menos dos días de anticipación al inicio del período en que se puede hacer efectiva la votación de la huelga, podrá presentar a la comisión negociadora sindical una propuesta formal de contrato colectivo denominada “última oferta”. Esta propuesta deberá estar contenida en un documento suscrito por la comisión negociadora de la empresa.
A falta de última oferta, aquella estará constituida por la propuesta formal más próxima al vencimiento del plazo señalado en el inciso anterior. De no existir propuestas formales, se tendrá por última oferta la respuesta del empleador.

La última oferta podrá ser informada por el empleador por escrito a todos los trabajadores involucrados en la negociación a través de mecanismos generales de comunicación.
Artículo 349.- Convocatoria a la votación de la huelga. La comisión negociadora sindical deberá convocar a la votación de la huelga con a lo menos cinco días de anticipación a la fecha en que esta deba realizarse. 

Cuando la votación no se hubiere llevado a efecto por causas ajenas al sindicato, este tendrá un plazo de cinco días adicionales para proceder a ella.

Artículo 350.- Oportunidad de la votación de la huelga. Si existe instrumento colectivo vigente, la huelga deberá ser votada dentro de los últimos cinco días de vigencia del instrumento.
En el caso de no existir instrumento colectivo vigente, la huelga deberá ser votada dentro de los últimos cinco días de un total de cuarenta y cinco contados desde la fecha de presentación del proyecto de contrato colectivo.

Las partes de común acuerdo podrán ampliar el plazo de la negociación y postergar la oportunidad para la votación de la huelga. En este caso, si existiere contrato colectivo se entenderá prorrogada la vigencia del mismo por el tiempo que las partes determinen. Este acuerdo deberá constar por escrito, suscribirse por las comisiones negociadoras de ambas partes y remitirse copia a la Inspección del Trabajo.
Artículo 351.- Medios para votación de la huelga. El empleador deberá facilitar que la votación de la huelga se realice con normalidad, otorgando los permisos necesarios para que los trabajadores puedan concurrir al acto de votación. El acto de votación podrá realizarse en la sede sindical, según lo dispuesto en el artículo 255.
La comisión negociadora sindical deberá organizar el proceso de votación evitando alteraciones en el normal funcionamiento de la empresa.
El día que se lleve a efecto la votación de la huelga el sindicato podrá realizar asambleas.
Artículo 352.- Votación de la huelga. La votación de la huelga se realizará en forma personal, secreta y ante ministro de fe. Los votos serán impresos y deberán emitirse con las expresiones “última oferta del empleador” o “huelga”.
La última oferta o la huelga deberán ser acordadas por la mayoría absoluta de los trabajadores representados por el sindicato. Del quórum de votación se descontarán aquellos trabajadores que no se encuentren actualmente prestando servicios en la empresa por licencia médica, feriado legal o aquellos que, por requerimientos de la empresa, se encuentren fuera del lugar habitual donde prestan servicios.
De aprobarse la huelga, esta se hará efectiva a partir del inicio de la respectiva jornada del quinto día siguiente a su aprobación.
Artículo 353.- Mediación obligatoria. Dentro de los cuatro días siguientes de acordada la huelga, cualquiera de las partes podrá solicitar la mediación obligatoria del Inspector del Trabajo competente, para facilitar el acuerdo entre ellas.

En el desempeño de su cometido, el Inspector del Trabajo podrá citar a las partes, en forma conjunta o separada, cuantas veces estime necesario, con el objeto de acercar posiciones y facilitar el establecimiento de bases de acuerdo para la suscripción del contrato colectivo.

Transcurridos cinco días hábiles desde que fuere solicitada su intervención sin que las partes hubieren llegado a un acuerdo, el Inspector del Trabajo dará por terminada su labor, debiendo hacerse efectiva la huelga al inicio del día siguiente hábil. Sin perjuicio de lo anterior, las partes podrán acordar que el Inspector del Trabajo continúe desarrollando su gestión por un lapso de hasta cinco días, prorrogándose por ese hecho la fecha en que la huelga deba hacerse efectiva.

De las audiencias que se realicen ante el Inspector del Trabajo deberá levantarse acta firmada por los comparecientes y el funcionario referido.
Artículo 354.- Votación que no alcanza los quórum necesarios. En los casos en que no se alcancen los quórum de votación necesarios para que la asamblea acuerde la huelga, el sindicato tendrá la facultad de impetrar la suscripción de un contrato colectivo con las estipulaciones establecidas en el piso de la negociación, conforme al artículo 344, facultad que deberá ejercerse dentro del plazo de tres días contado desde la votación.

En caso de no ejercer la facultad señalada en el inciso anterior, se entenderá que el sindicato ha optado por aceptar la última oferta del empleador.
Artículo 355.- El cierre temporal de la empresa o lock-out. Acordada la huelga y una vez que esta se hubiere hecho efectiva, el empleador podrá declarar el lock-out o cierre temporal de la empresa, el que podrá ser total o parcial.

Se entenderá por lock-out el derecho del empleador, iniciada la huelga, a impedir temporalmente el acceso a todos los trabajadores a la empresa, predio o establecimiento.

El lock-out es total si afecta a todos los trabajadores de la empresa o predio, y es parcial cuando afecta a todos los trabajadores de uno o más establecimientos de una empresa. Para declarar lock-out parcial será necesario que en el establecimiento respectivo haya trabajadores involucrados en el proceso de negociación que lo origine.

Los establecimientos no afectados por el lock-out parcial continuarán funcionando normalmente.

En todo caso, el lock-out no afectará a los trabajadores a que se refiere el inciso primero del artículo 305.

El lock-out no podrá extenderse más allá de los treinta días contados de la fecha en que se hizo efectiva la huelga o del día de su término, cualquiera sea el hecho que ocurra primero.
Artículo 356.- Declaración de lock-out. El lock-out, sea total o parcial, sólo podrá ser declarado por el empleador si la huelga afectare a más del 50% del total de trabajadores de la empresa o del establecimiento en su caso, o significare la paralización de actividades imprescindibles para su funcionamiento, cualquiera fuere en este caso el porcentaje de trabajadores en huelga.

En caso de reclamo, la calificación de las circunstancias de hecho señaladas en el inciso anterior la efectuará la Inspección del Trabajo, dentro de los tres días siguientes de formulada la reclamación. La resolución de la Inspección del Trabajo será reclamable judicialmente en los términos del artículo 504.

Artículo 357.- Suspensión del contrato de trabajo y efectos de la huelga y el lock-out. Durante la huelga o lock-out se entenderá suspendido el contrato de trabajo respecto de los trabajadores y del empleador que se encuentren involucrados o a quienes afecte, en su caso. En consecuencia, los trabajadores no estarán obligados a prestar sus servicios ni el empleador al pago de sus remuneraciones, beneficios y regalías derivadas de dicho contrato.
En el caso del inciso anterior, los trabajadores podrán efectuar trabajos temporales, fuera de la empresa, sin que ello signifique el término del contrato de trabajo con el empleador.

Durante la huelga, los trabajadores involucrados en la negociación podrán pagar voluntariamente las cotizaciones previsionales o de seguridad social en los organismos respectivos. Sin embargo, en caso de lock-out, el empleador deberá efectuarla respecto de aquellos trabajadores afectados por este que no se encuentren en huelga.

Artículo 358.- De la reanudación de las negociaciones, de la suspensión y del término de la huelga. Durante la huelga las partes podrán reanudar las negociaciones las veces que estimen conveniente, sin sujeción a ninguna restricción o regla especial.

Las partes podrán acordar la suspensión temporal de la huelga por el plazo que estimen pertinente. El acuerdo deberá ser suscrito por las comisiones negociadoras y depositado en la Inspección del Trabajo. En este caso, también se entenderá suspendido el lock-out.
La suscripción del contrato colectivo hará cesar de pleno derecho los efectos de la huelga.

Capítulo VII

LIMITACIONES AL EJERCICIO DEL DERECHO A HUELGA
Artículo 359.- Servicios mínimos y equipos de emergencia. Sin afectar el derecho a huelga en su esencia, durante esta la comisión negociadora sindical estará obligada a proveer el personal destinado a atender los servicios mínimos estrictamente necesarios para proteger los bienes e instalaciones de la empresa y prevenir accidentes, así como garantizar la prestación de servicios de utilidad pública, la atención de necesidades básicas de la población, incluidas las relacionadas con la vida, la seguridad o la salud de las personas, y para garantizar la prevención de daños ambientales o sanitarios. En esta determinación se podrán considerar los requerimientos vinculados con el tamaño y características de la empresa, establecimiento o faena.

El personal destinado por el sindicato a atender los servicios mínimos se conformará con trabajadores involucrados en el proceso de negociación y recibirá el nombre de equipo de emergencia. Sus integrantes deberán percibir remuneraciones por el tiempo trabajado.
Los servicios mínimos deberán proveerse durante el tiempo que sea necesario y para los fines que fueron determinados.
En el caso que el sindicato no provea el equipo de emergencia, la empresa podrá adoptar las medidas necesarias para atender los servicios mínimos, debiendo informar de ello inmediatamente a la Inspección del Trabajo, con el objeto de que constate este incumplimiento.
Artículo 360.- Calificación de servicios mínimos y conformación de equipos de emergencia. Los servicios mínimos y los equipos de emergencia deberán ser calificados y determinados antes del inicio de la negociación colectiva. Las partes deberán acordar la procedencia de los servicios mínimos, determinar el número de trabajadores y la calificación profesional o técnica de quienes deberán conformar los equipos de emergencia. Por circunstancias sobrevinientes esta calificación podrá ser revisada por las partes, adecuándolos mediante un nuevo acuerdo.
Formulado el requerimiento del empleador, para los efectos del inciso anterior, el sindicato dispondrá de quince días para dar respuesta a este.
Si en forma previa al inicio de una negociación colectiva, las partes no hubieren acordado la procedencia de servicios mínimos y la conformación de los equipos de emergencia o su recalificación, el empleador deberá solicitarlos conjuntamente con la respuesta al proyecto de contrato colectivo. La organización sindical dispondrá de un plazo de cinco días para dar respuesta al requerimiento efectuado.

En caso de que las partes no logren un acuerdo sobre la procedencia de los servicios mínimos y la conformación de los equipos de emergencia antes del inicio de la negociación colectiva, cualquiera de ellas podrá requerir la intervención de la Inspección del Trabajo.
La Inspección del Trabajo deberá escuchar a ambas partes, solicitar informes técnicos a organismos públicos o privados y, previa fiscalización en ambos casos cuando sea necesario, emitirá un pronunciamiento fundado dentro del plazo de treinta días siguientes al requerimiento.

Si el requerimiento a la Inspección del Trabajo se promueve una vez iniciada la negociación, el organismo fiscalizador dispondrá de diez días para emitir su pronunciamiento, con los antecedentes de que disponga. La Inspección, de forma previa al pronunciamiento, podrá recibir a las partes en audiencia o disponer la realización de una fiscalización para mejor resolución del requerimiento. Con todo, en el caso de sindicatos que negocien por primera vez, la audiencia y la fiscalización serán trámites obligatorios.

La resolución de la Inspección del Trabajo deberá ser notificada a ambas partes y será reclamable ante el Tribunal del Trabajo, dentro de los cinco días siguientes a su notificación a través del procedimiento monitorio. En este caso, el Tribunal podrá disponer provisoriamente como medida precautoria la conformación de uno o más equipos de emergencia.
Artículo 361.- Reanudación de faenas. En caso de producirse una huelga o lock-out que por sus características, oportunidad o duración causare grave daño a la salud, al abastecimiento de bienes o servicios de la población, a la economía del país o a la seguridad nacional, el Tribunal de Letras del Trabajo respectivo podrá decretar la reanudación de faenas, previa solicitud de parte.
La solicitud se tramitará a través del procedimiento monitorio de los artículos 496 y siguientes, con excepción de lo señalado en el inciso primero del artículo 497. Podrán ejercer la acción de que trata este artículo tanto la o las empresas, como la Dirección del Trabajo o el o los sindicatos, según corresponda.

La reanudación de faenas se hará en las mismas condiciones vigentes al momento de presentar el proyecto de contrato colectivo.

Una vez que esté ejecutoriada, la sentencia definitiva deberá notificarse a la Dirección del Trabajo para los efectos de lo dispuesto en el artículo 389.
Título V

REGLAS ESPECIALES PARA LA NEGOCIACIÓN DE SINDICATOS INTEREMPRESA Y LAS ORGANIZACIONES SINDICALES QUE AFILIAN A TRABAJADORES EVENTUALES Y TRANSITORIOS

Capítulo I

LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA DEL SINDICATO INTEREMPRESA EN LA EMPRESA
Artículo 362.- Negociación colectiva del sindicato interempresa. El sindicato interempresa podrá negociar conforme al procedimiento de negociación colectiva reglada del Título IV de este Libro, con las modificaciones señaladas en este Capítulo. En este último caso, la empresa estará obligada a negociar.

Sin perjuicio de lo anterior, los sindicatos interempresa podrán negociar conforme lo dispuesto en el artículo 314.

Artículo 363.- Requisitos para la negociación colectiva del sindicato interempresa. Para presentar un proyecto de contrato colectivo en una empresa, el sindicato interempresa deberá contar con un total de afiliados no inferior a los quórum señalados en el artículo 227, respecto de los trabajadores que represente en esa empresa.
Artículo 364.- Comisiones negociadoras y su composición. La comisión negociadora sindical estará integrada por los delegados sindicales de la respectiva empresa y un representante de la directiva del sindicato.

La comisión negociadora de la empresa se regirá por lo previsto en el inciso tercero del artículo 337.

Podrán participar de las negociaciones los asesores de ambas partes, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 332.
Capítulo II

DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA DE LAS ORGANIZACIONES QUE AFILIEN A TRABAJADORES EVENTUALES Y DE OBRA O FAENA TRANSITORIA
Artículo 365.- Procedimiento especial de negociación. La organización sindical que afilie a trabajadores eventuales, de temporada o de obra o faena transitoria, podrá negociar colectivamente conforme a lo dispuesto en el artículo 314 o a las disposiciones previstas en este capítulo.

Las empresas estarán obligadas a negociar conforme al procedimiento regulado en este capítulo. Con todo, los trabajadores sujetos a esta negociación no gozarán de las prerrogativas de los artículos 309 y 347.

Artículo 366.- Inicio de la negociación y contenido del proyecto. La negociación deberá iniciarse con la presentación de un proyecto de convenio colectivo con las condiciones comunes de trabajo y remuneraciones para un período de tiempo, temporada u obra o faena transitoria determinada.
El proyecto de convenio colectivo deberá contener, a lo menos, las siguientes menciones:

1. La identificación de la organización que presenta el proyecto y la individualización de los miembros de la comisión negociadora sindical de conformidad a las reglas del artículo 332, con indicación de un domicilio y correo electrónico.
2. Las cláusulas que se proponen a la empresa.
3. El ámbito de la negociación.
4. La determinación de la obra o faena o período de tiempo comprendido en la negociación.

Artículo 367.- Oportunidad, formalidades y comunicación del proyecto. El sindicato podrá presentar el proyecto de convenio colectivo a una o más empresas, una vez iniciada la obra o faena transitoria.

Copia del proyecto de convenio colectivo firmado por un representante de la o las empresas, para acreditar que ha sido recibido, deberá entregarse a la Inspección del Trabajo respectiva, dentro de los cinco días siguientes a su presentación.

Si el representante de la empresa se negare a firmar dicha copia, la organización sindical podrá requerir a la Inspección del Trabajo, dentro de los tres días siguientes al vencimiento del plazo señalado en el inciso anterior, para que le notifique el proyecto de convenio.

Artículo 368.- Respuesta del empleador. La empresa deberá dar respuesta al proyecto de convenio colectivo dentro del plazo de cinco días contado desde la presentación del mismo, enviándola a la comisión negociadora sindical, con copia a la Inspección del Trabajo. En la respuesta deberá consignarse la individualización de la empresa, la comisión negociadora y un correo electrónico para las comunicaciones que deban producirse durante la negociación. Deberán también señalarse las cláusulas que se propone celebrar, pudiendo incluir entre ellas los pactos sobre condiciones especiales de trabajo a los que se refiere el artículo 372.

En el caso de que el proyecto de convenio colectivo se presente a dos o más empresas, cada una de ellas deberá decidir si negocia en forma conjunta o separada, y comunicará su decisión a la comisión negociadora sindical en su respuesta al proyecto de convenio colectivo.

Artículo 369.- Período de negociación. Con el objeto de lograr un acuerdo, las partes se reunirán el número de veces que estimen conveniente, pudiendo asistir a las reuniones con los asesores que estimen pertinente.

Artículo 370.- Mediación. Asimismo, cualquiera de las partes podrá solicitar la mediación de la Inspección del Trabajo. En esta mediación, la Inspección del Trabajo tendrá amplias facultades para instar a las partes a alcanzar un acuerdo. La asistencia de las partes a las reuniones que se citen para esta mediación será obligatoria y su inasistencia injustificada será constitutiva de práctica desleal.

Este procedimiento de mediación durará cinco días hábiles, prorrogable por mutuo acuerdo de las partes por el plazo que estimen pertinente.
Artículo 371.- Relación del convenio colectivo con el contrato individual y registro del instrumento. Las estipulaciones de los convenios colectivos celebrados en virtud de las normas de este capítulo se tendrán como parte integrante de los contratos individuales de los trabajadores afiliados a la o las organizaciones sindicales que los hubieren negociado, incluidos aquellos que se afilien con posterioridad.

Los convenios colectivos deberán ser registrados en la Inspección del Trabajo respectiva, dentro del plazo de cinco días contado desde su suscripción.
Artículo 372.- Pactos sobre condiciones especiales de trabajo. Los convenios colectivos suscritos de conformidad a las reglas precedentes podrán incluir pactos sobre distribución de jornada y descansos, horas extraordinarias y jornada pasiva, de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de este Libro.

Artículo 373.- Convenio de provisión de puestos de trabajo. Los convenios de provisión de puestos de trabajo de que trata el artículo 142 podrán negociarse conforme las reglas del presente capítulo.

Durante la vigencia de un convenio de provisión de puestos de trabajo, sus estipulaciones beneficiarán a todos los afiliados a la organización que los negocie, cada vez que sean contratados por el empleador, con excepción de la garantía de ofertas de trabajo de la letra a) del inciso primero del artículo 142, que solo será aplicable a los afiliados a la organización que sean expresamente considerados en la nómina del convenio.

En cuanto a su contenido, los convenios de provisión de puestos de trabajo quedarán enteramente sujetos a lo dispuesto en el artículo 142.
Título VI

DE LOS PACTOS SOBRE CONDICIONES ESPECIALES DE TRABAJO

Artículo 374.- Requisitos, procedimiento y ámbito de aplicación de los pactos sobre condiciones especiales de trabajo. En aquellas empresas que tengan una afiliación sindical igual o superior al 30% del total de sus trabajadores, la o las organizaciones sindicales, conjunta o separadamente, podrán acordar con el empleador los pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata este Título.

Estos pactos podrán acordarse en los procedimientos de negociación colectiva reglada y no reglada. En este último caso, la aprobación del pacto por el sindicato deberá realizarse de conformidad a sus estatutos.

La duración máxima de estos pactos será de tres años.

Los pactos serán aplicables a los trabajadores representados por las organizaciones sindicales que los hubieren celebrado.
Sin perjuicio de lo anterior, el empleador podrá convenir aplicar los pactos concordados con los sindicatos a trabajadores sin afiliación sindical, debiendo contar con el acuerdo individual de ellos y la aprobación de la Inspección del Trabajo. En el caso de que la aplicación del pacto sea acordada por el 50% más uno de los trabajadores sin afiliación sindical, podrá aplicarse a todos los trabajadores que no hubieren concurrido al acuerdo, sin necesidad de aprobación de la Inspección del Trabajo.

Artículo 375.- Pactos sobre sistemas excepcionales de jornada de trabajo y descanso. Los pactos de que trata este Título podrán establecer condiciones especiales de distribución de la jornada ordinaria de trabajo y duración de los descansos, conforme a las reglas que fije un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda y ajustarse a las siguientes normas:
a) La jornada ordinaria de trabajo no podrá exceder de cuarenta y cinco horas promedio en cómputo semanal, por cada ciclo de trabajo. La jornada diaria de trabajo máxima será de doce horas, considerando la jornada ordinaria, extraordinaria y los descansos.

b) La jornada ordinaria se dividirá en dos partes, dejándose entre ellas un lapso de tiempo para la colación. La duración del descanso de colación será de a lo menos cuarenta y cinco minutos respecto de aquellas jornadas no superiores a diez horas de duración, y de una hora, imputable a la jornada, para aquellas que superen dicho número. Sin embargo, el descanso de colación de los trabajadores contratados con jornada a tiempo parcial, afectos al pacto colectivo, no podrá ser superior a sesenta minutos.

c) Tratándose de faenas ubicadas en centros urbanos, el número máximo de días continuos de trabajo será de siete días, debiendo otorgar un descanso anual adicional de seis días. Con todo, las partes podrán convenir una forma especial de distribución de tales días de descanso adicional o de remuneración, en cuyo caso esta no podrá ser inferior a la prevista en el inciso tercero del artículo 32.

No será obligatorio el descanso adicional anual en la medida que el sistema excepcional contemple un promedio anual de a lo menos dos domingos de descanso al mes.
d) En el caso de faenas ubicadas fuera de centros urbanos, el número máximo de días continuos de trabajo será de veinte días para faenas transitorias y de doce para faenas permanentes. Tratándose de una jornada diurna, por cada dos días de trabajo corresponderá, como mínimo, un día de descanso; y en el caso de trabajo nocturno, por cada día de trabajo corresponderá, a lo menos, un día de descanso.

Se considerará que la faena se desarrolla fuera de centros urbanos cuando se cumplan a su respecto una o ambas de las siguientes circunstancias:

i. Si las faenas se encuentran ubicadas fuera de los límites urbanos de la ciudad.

ii. Cuando los trabajadores involucrados en la jornada duerman en campamentos de la faena, lugares arrendados o dispuestos por la empresa para pernoctar o se paga una asignación por alojamiento.

e) Por cada día festivo trabajado se deberá otorgar, además, un día de descanso compensatorio. El descanso compensatorio por los días festivos no podrá imputarse a los días de descanso del ciclo de trabajo. Con todo, las partes podrán convenir una forma especial de distribución de tales días de descanso compensatorio o de remuneración, en cuyo caso esta no podrá ser inferior a la prevista en el inciso tercero del artículo 32.
f) Tratándose de los pactos regulados en esta norma, no tendrá aplicación lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 38.

Artículo 376.- Pactos de horas extraordinarias. Las organizaciones sindicales y los empleadores podrán acordar bancos anuales, semestrales o trimestrales de horas extraordinarias laborables a todo evento, sin sujeción al límite establecido en el inciso primero del artículo 31, los que en todo caso no podrán exceder de doscientos ochenta y ocho horas extraordinarias anuales, o ciento cuarenta y cuatro horas extraordinarias semestrales, o setenta y dos horas extraordinarias trimestrales, para cada trabajador afecto al pacto. Estos bancos operarán como el número total de horas extraordinarias que podrán laborar los trabajadores afectos al acuerdo durante el año, el semestre o el trimestre respectivo.

En todo caso, los trabajadores afectos a pactos que adopten bancos de horas extraordinarias, no podrán laborar más de doce horas en total cada día de trabajo y el tiempo máximo de permanencia en faenas, considerando la jornada ordinaria como extraordinaria y los descansos, será de doce horas. Además, las horas extraordinarias comprometidas no podrán perjudicar la salud del trabajador y deberán respetar el descanso semanal.

Las organizaciones sindicales que representen a trabajadores transitorios, eventuales o de temporada, podrán concordar bancos semanales de horas extraordinarias de hasta quince horas en cada semana de trabajo, para cada trabajador afecto al pacto. A estos trabajadores también se les aplicará el límite de no más de doce horas diarias de trabajo y las horas extraordinarias comprometidas no podrán perjudicar la salud del trabajador.

Con todo, las partes podrán pactar mecanismos de compensación de horas extraordinarias, por medio de horas o días libres, días adicionales de feriado anual y bonos compensatorios por sobre el recargo dispuesto en el artículo 32.

Artículo 377.- Pactos sobre tiempo de preparación para trabajar y jornada pasiva. Podrán también acordarse pactos para la duración y retribución de los tiempos no efectivamente trabajados destinados a cambio de vestuario, aseo personal, traslado, aclimatación u otros, que sean necesarios para el desarrollo de la labor convenida, tanto por razones de higiene o seguridad, del proceso productivo, de imagen corporativa o por exigencia del empleador.

Estos tiempos tendrán una duración máxima de una hora diaria, no serán imputables a la jornada de trabajo y su retribución se ajustará al acuerdo de las partes, la que no podrá ser inferior a la prevista en el inciso tercero del artículo 32.

Artículo 378.- Registro de los pactos. El empleador deberá registrar el pacto dentro de los cinco días siguientes a la suscripción del mismo.

Artículo 379.- Fiscalización de los pactos. La fiscalización del cumplimiento de los pactos corresponderá a la Dirección del Trabajo.

Asimismo, el Director del Trabajo, en caso de incumplimiento de los requisitos contemplados en los artículos anteriores, mediante resolución fundada podrá dejar sin efecto los pactos de que trata este Título. Esta resolución será reclamable ante el tribunal respectivo de conformidad al procedimiento de aplicación general contemplado en el Párrafo 3° del Capítulo II del Título I del Libro V de este Código.
Título VII

DE LA MEDIACIÓN, LA MEDIACIÓN LABORAL DE CONFLICTOS COLECTIVOS Y EL ARBITRAJE

Capítulo I

DE LA MEDIACIÓN
Artículo 380.- Tipos de mediación. Conforme a lo previsto en este Libro, habrá mediación voluntaria cuando las partes de común acuerdo soliciten la designación de un mediador a la Dirección del Trabajo.
La mediación voluntaria tendrá un plazo máximo de diez días, contados desde la notificación de la designación del mediador.

Artículo 381.- Facultades del mediador. En el cumplimiento de sus funciones, el mediador podrá requerir los antecedentes que juzgue necesarios, efectuar las visitas que estime procedentes a los lugares de trabajo, hacerse asesorar por organismos públicos o por expertos y requerir aquellos antecedentes documentales, laborales, tributarios, contables o de cualquier otra índole que las leyes respectivas permitan exigir a las empresas involucradas en la mediación y a las autoridades.

Artículo 382.- Informe de mediación. Si no se produce acuerdo dentro del plazo, el mediador pondrá término a su gestión, presentando a las partes un informe sobre lo realizado.

Capítulo II

DE LA MEDIACIÓN LABORAL DE CONFLICTOS COLECTIVOS
Artículo 383.- Mediación laboral de conflictos colectivos. Los conflictos colectivos que no tengan un procedimiento especial previsto en este Libro para su resolución, podrán sujetarse a las disposiciones de este capítulo.

Artículo 384.- Forma de inicio de la mediación de conflictos colectivos. Cualquiera de las partes podrá recurrir a la Inspección del Trabajo para solicitarle una instancia de mediación laboral de conflictos colectivos. Asimismo, la Inspección del Trabajo podrá intervenir de oficio.

Artículo 385.- Facultades de la Inspección del Trabajo. La Inspección del Trabajo estará facultada para disponer la celebración de las audiencias que estime necesarias para llegar a un acuerdo.

Para el logro del objeto de la mediación, la Inspección del Trabajo podrá solicitar asesoramiento e información a entidades públicas y privadas y ordenar medidas destinadas a contar con la mayor información necesaria para contribuir a resolver el conflicto.

Artículo 386.- Informe de mediación. En caso de no prosperar la mediación, la Inspección del Trabajo levantará un informe que detallará las características del conflicto, la posición de las partes, las fórmulas de mediación analizadas y las posturas de las partes respecto de aquellas. Este informe será público.

Capítulo III

DEL ARBITRAJE
Artículo 387.- Definición de arbitraje. El arbitraje es un procedimiento a través del cual la organización sindical y el empleador, en los supuestos y al amparo de las reglas que señala este capítulo, someten la negociación colectiva a un árbitro para decidir el asunto. La decisión se denominará indistintamente laudo arbitral o fallo arbitral.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos siguientes, un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por el Ministro de Hacienda determinará las condiciones, plazos y formas por las cuales se llevará a cabo la contratación de los árbitros y las demás normas necesarias para el cumplimiento de su cometido.

Artículo 388.- Tipos de arbitraje. Con excepción de los casos señalados en el inciso siguiente, el arbitraje será siempre de común acuerdo entre las partes.

El arbitraje será obligatorio para las partes en los casos en que esté prohibida la huelga, así como cuando se determine la reanudación de faenas, según lo dispuesto en el artículo 361.

Artículo 389.- Del tribunal arbitral, de la nómina de árbitros y su designación. El tribunal arbitral será colegiado.
Llegada la fecha de término de vigencia del instrumento colectivo, o a partir del día siguiente de la notificación de la resolución que ordena la reanudación de faenas, la Dirección del Trabajo deberá citar a las partes a una audiencia dentro de quinto día para la designación del tribunal arbitral, la que se llevará a cabo con cualquiera de las partes que asistan o aun en su ausencia.

En esta audiencia se procederá a designar a tres árbitros laborales que conformarán el tribunal arbitral. las partes podrán elegir de común acuerdo, según el caso, a tres de los indicados en la Nómina Nacional de Árbitros Laborales, y, a falta de acuerdo, la Inspección del Trabajo designará a aquel que más se aproxime a las preferencias de ambas partes, y si éstas no manifestaren preferencias, la designación se hará por sorteo.

Las designaciones señaladas anteriormente deberán realizarse nombrando a un titular y dos suplentes.

Artículo 390.- Notificación de los árbitros, audiencia constitutiva y procedimientos de arbitraje. Los árbitros serán notificados de su nombramiento por la Dirección del Trabajo al correo electrónico que tengan registrado, quedando citados a una audiencia dentro de quinto día, en la cual jurarán dar fiel cumplimiento a su cometido y se constituirán como tribunal arbitral, definiendo asimismo el procedimiento que seguirán para su funcionamiento. A esta audiencia también podrán asistir las partes, las que deberán ser notificadas para tales efectos con a lo menos tres días de anticipación a la fecha de la audiencia, mediante correo electrónico.

En los casos en que alguno de los árbitros no asista a la audiencia o asistiendo no pueda jurar el cargo, la Dirección del Trabajo deberá llamar a una nueva audiencia a realizarse en el más breve plazo posible, el que en todo caso no podrá exceder de quinto día.

En esta audiencia, las partes podrán presentar su última propuesta y realizar sus observaciones. El tribunal deberá levantar acta resumida de lo actuado, sin perjuicio de grabar íntegramente la audiencia, a través de medios idóneos.

Artículo 391.- Facultades del tribunal. El tribunal arbitral podrá requerir los antecedentes que juzgue necesarios, efectuar las visitas que estime procedentes a los locales de trabajo, hacerse asesorar por organismos públicos o por expertos, sobre las diversas materias sometidas a su resolución, citar a audiencia a las partes, y exigir aquellos antecedentes documentales, laborales, tributarios, contables o de cualquier otra índole a las partes, que le permitan emitir su fallo de manera fundada.

Artículo 392.- Del fallo y del derecho de las partes a celebrar un contrato colectivo antes de su dictación. El tribunal arbitral, estará obligado a fallar en favor de la proposición de alguna de las partes. Para tales efectos, el tribunal citará a una audiencia para que las partes confirmen o presenten su proposición formal por escrito o verbalmente previo a dictar el fallo.

Mientras no se notifique el fallo a las partes, éstas mantendrán la facultad de celebrar directamente un contrato colectivo.

Artículo 393.- Plazo para fallar. El tribunal arbitral deberá fallar dentro de los treinta días hábiles siguientes a la celebración de la reunión constitutiva, plazo que podrá prorrogarse fundadamente hasta por otros diez días hábiles. El fallo deberá resolver los asuntos sometidos a su decisión y no será objeto de recurso alguno.
Artículo 394.- De la remuneración de los árbitros. La remuneración de los árbitros será determinada por el arancel que anualmente fije la Dirección del Trabajo para el año siguiente, la que será de costo fiscal, salvo en el caso de que el procedimiento arbitral afecte a una gran empresa, en cuyo caso el costo deberá ser asumido por esta.

Artículo 395.- Secretaría del cuerpo arbitral. La Secretaría del cuerpo arbitral se radicará en la Dirección del Trabajo, la que será responsable de llevar el registro de árbitros.

Artículo 396.- Registro Nacional de Árbitros y requisitos para incorporarse. Existirá un Registro Nacional de Árbitros Laborales en el cual podrán inscribirse las personas naturales que acrediten el cumplimiento de los siguientes requisitos:

1. Poseer un título profesional de una carrera que tenga al menos diez semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por este.

2. Experiencia no menor a cinco años en el ejercicio profesional o en la docencia universitaria en legislación laboral, relaciones laborales, recursos humanos o administración de empresas.

3. No encontrarse inhabilitado para prestar servicios en el Estado o ejercer la función pública.

4. No haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva.

5. No tener la calidad de funcionario o servidor público de la Administración del Estado, centralizada o descentralizada.

Los árbitros laborales permanecerán en el Registro Nacional mientras mantengan los requisitos legales para su inscripción en el mismo.

Artículo 397.- Reglas generales. Corresponderá a la Dirección del Trabajo:

1. La revisión del cumplimiento y mantención de los requisitos de quienes postulen a incorporarse en el Registro Nacional de Árbitros.

2. El pago de los honorarios correspondientes a las remuneraciones de los integrantes del tribunal arbitral, cuando corresponda.

Artículo 398.- Contrato del árbitro. Constituido el tribunal arbitral, la Dirección del Trabajo suscribirá con cada uno de sus integrantes un contrato de prestación de servicios a honorarios, en el cual se especificará que estos se pagarán contra la entrega del fallo arbitral correspondiente, dentro del plazo máximo permitido.

Artículo 399.- Causales de implicancia y recusación. Serán aplicables a los árbitros laborales las causales de implicancia y recusación señaladas en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales, considerándose que la mención que en dichas normas se hace a los abogados de las partes deberá entenderse referida a los asesores de las mismas en el respectivo procedimiento de negociación colectiva. 

Para los efectos de las implicancias o recusaciones, solamente se entenderán como parte el empleador, sus representantes legales, sus apoderados en el procedimiento de negociación colectiva, los directores de los sindicatos interesados en la misma y los integrantes de la respectiva comisión negociadora sindical, en su caso.

Las implicancias o recusaciones serán declaradas de oficio o a petición de parte por el árbitro laboral designado.

En caso de implicancia, la declaración podrá formularse en cualquier tiempo.

En caso de recusación, el tribunal deberá declararla dentro del plazo de cinco días hábiles desde su constitución. Dentro del mismo plazo, la parte interesada podrá también deducir las causales de recusación que fueren pertinentes.

Si la causal de recusación sobreviniere con posterioridad a la constitución del tribunal arbitral, el plazo a que se refiere el inciso anterior se contará desde que se tuvo conocimiento de la misma.

Si el tribunal no diere lugar a la declaración de la implicancia o recusación, la parte afectada podrá apelar, dentro del plazo de cinco días hábiles, ante el Director del Trabajo, el que resolverá en el más breve plazo posible.

La interposición de este recurso no suspenderá el procedimiento de arbitraje. Con todo, no podrá procederse a la dictación del fallo arbitral sin que previamente se haya resuelto la implicancia o recusación.

La resolución que se pronuncie acerca de la implicancia o recusación se notificará a las partes por carta certificada.

Artículo 400.- Características del Registro Nacional de Árbitros. El Registro Nacional de Árbitros será de carácter público. En él, aparecerá reflejado el nombre del árbitro, región o regiones de desempeño, los casos asignados y terminados y el monto de los honorarios percibidos.

Título VIII

DE LOS PROCEDIMIENTOS JUDICIALES EN LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA

Artículo 401.- Competencia. Será competente para conocer de las cuestiones a que dé origen la aplicación de este Libro el Juzgado de Letras del Trabajo del domicilio del demandado o el del lugar donde se presten o se hayan prestado los servicios, a elección del demandante. 

Artículo 402.- Procedimientos aplicables. Las reclamaciones de los artículos 342 y 360 se sujetarán a las normas del procedimiento a que se refiere el artículo 504, y gozarán de preferencia respecto de todas las demás causas que se tramiten ante el mismo tribunal.
Cualquier otra controversia que se produzca en la negociación colectiva y que no tenga un procedimiento especial de tramitación, se sujetará al procedimiento de aplicación general establecido en el Título I del Libro V de este Código.

Artículo 403.- Medidas de reparación. En el caso de la denuncia del artículo 347, el tribunal competente podrá disponer, como medida de reparación, una indemnización del daño causado a los afectados por la infracción a la prohibición de reemplazar los puestos de trabajo en huelga, además de la multa establecida en el artículo 408.

Artículo 404.- Efectos de la interposición de acciones judiciales en el proceso de negociación. Los procedimientos judiciales previstos en este Título, a excepción de lo dispuesto en el artículo 342, podrán suspender el curso de una negociación colectiva iniciada de conformidad al Título IV de este Libro.

Tratándose de la negociación efectuada por un sindicato constituido en los últimos noventa días anteriores al inicio de la negociación, las reclamaciones sobre la calificación de servicios mínimos y conformación de equipos de emergencia suspenderán los plazos de la negociación colectiva reglada en curso.
Artículo 405.- Reclamación de la determinación de las empresas sin derecho a huelga. La reclamación deberá interponerse dentro de los treinta días siguientes a la publicación en el Diario Oficial de la resolución respectiva. El tribunal pedirá informe a los recurridos, quienes dispondrán del plazo de diez días para evacuarlo, prorrogables hasta por el mismo término.

Una vez evacuados los informes, o sin ellos en caso de no haberse evacuado dentro del plazo señalado en el inciso anterior, la Corte ordenará traer los autos en relación. La reclamación tendrá preferencia para su vista y su conocimiento se ajustará al orden de ingreso a la Corte.

El alegato de cada parte no podrá exceder de treinta minutos. Se entenderá como una sola parte a todos los recurridos.

Podrán hacerse parte del recurso la empresa o los trabajadores involucrados en la decisión que no hubieren recurrido de la resolución, quienes dispondrán de un tiempo total de alegato de treinta minutos.


Contra la resolución que se pronuncie sólo procederá el recurso de apelación.

Título IX

DE LAS PRÁCTICAS DESLEALES Y OTRAS INFRACCIONES EN LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y SU SANCIÓN

Artículo 406.- Prácticas desleales del empleador. Serán consideradas prácticas desleales del empleador las acciones que entorpezcan la negociación colectiva y sus procedimientos. Entre otras, se considerarán las siguientes:

a) La ejecución durante el proceso de la negociación colectiva de acciones que impliquen una vulneración al principio de buena fe que afecte el normal desarrollo de la misma.
b) La negativa a recibir a la comisión negociadora del o los sindicatos negociantes o a negociar con ellos en los plazos y condiciones que establece este Libro.
c) El incumplimiento de la obligación de suministrar la información señalada en los términos de los artículos 316 y siguientes, tanto en la oportunidad como en la autenticidad de la información entregada.
d) El reemplazo de los puestos de trabajo de los trabajadores que hubieren hecho efectiva la huelga dentro del procedimiento de negociación colectiva reglada del Título IV de este Libro.

Artículo 407.- Prácticas desleales de los trabajadores, de las organizaciones sindicales y del empleador. Serán también consideradas prácticas desleales del trabajador, de las organizaciones sindicales o de estos y del empleador, en su caso, las acciones que entorpezcan la negociación colectiva o sus procedimientos. Entre otras, se considerarán las siguientes:
a) La ejecución durante el proceso de la negociación colectiva de acciones que impliquen una vulneración al principio de buena fe que afecte el normal desarrollo de la misma.
b) El acuerdo para la ejecución de prácticas atentatorias contra la negociación colectiva y sus procedimientos, en conformidad a las disposiciones precedentes, y los que presionen física o moralmente al empleador para inducirlo a ejecutar tales actos.
c) La divulgación a terceros ajenos a la negociación de los documentos o la información recibida del empleador y que tengan el carácter de confidencial o reservada.
d) El incumplimiento del deber de proveer el o los equipos de emergencia que fueron concordados por las partes o dispuestos por la autoridad competente, según corresponda.

Artículo 408.- Régimen sancionatorio. Las infracciones señaladas en los artículos precedentes serán sancionadas con multas de diez a trescientas unidades tributarias mensuales. Para determinar su cuantía se tendrá en cuenta la gravedad de la infracción, sus efectos, el tamaño de la empresa y el número de trabajadores involucrados o afiliados a la organización sindical. En caso de reincidencia, se aplicará lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506.

En el caso de las conductas de los literales d) de los artículos 406 y 407, se aplicará una multa de una a cien unidades tributarias mensuales por cada trabajador involucrado en la negociación o comprometido en el o los equipos de emergencia, según corresponda. 

Se aplicarán las multas del inciso segundo de este artículo a los incumplimientos de las estipulaciones contenidas en instrumentos colectivos y pactos sobre condiciones especiales de trabajo, según la gravedad de la infracción.

Las multas a que se refieren los incisos anteriores serán a beneficio del Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social.
Artículo 409.- Procedimiento aplicable. El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales en la negociación colectiva se sustanciará conforme a las normas establecidas en el Párrafo 6° del Capítulo II del Título I del Libro V del presente Código.
Las acciones judiciales destinadas a declarar y sancionar las conductas descritas en los artículos anteriores podrán ser ejercidas por la o las organizaciones sindicales o el empleador, según el caso. La Inspección del Trabajo deberá denunciar al tribunal competente los hechos que estime constitutivos de prácticas desleales en la negociación colectiva, de los cuales tome conocimiento.

La Dirección del Trabajo deberá llevar un registro de las sentencias condenatorias por prácticas desleales en la negociación colectiva, debiendo publicar semestralmente la nómina de empresas y organizaciones sindicales infractoras. Para este efecto, el tribunal enviará a la Dirección del Trabajo copia de los respectivos fallos.
Título X

DE LA PRESENTACIÓN EFECTUADA POR FEDERACIONES Y CONFEDERACIONES
Artículo 410.- Presentación efectuada por federaciones y confederaciones, contenido y reglas generales. Las federaciones y confederaciones podrán, en cualquier momento y sin sujeción a reglas de procedimiento, previo acuerdo con uno o más empleadores, o con una o más asociaciones gremiales de empleadores, suscribir convenios colectivos y,o pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata el presente Código. Con todo, las federaciones o confederaciones que definan negociar conforme a las disposiciones de este Título deberán presentar su propuesta por escrito a los empleadores o a las asociaciones gremiales respectivas, para quienes siempre será voluntario negociar. También podrá iniciarse el procedimiento a que se refiere este Título a solicitud escrita de uno o más empleadores o de una o más asociaciones gremiales de empleadores. El plazo para manifestar la decisión de negociar será de treinta días contado desde la presentación de la propuesta. En caso de ser afirmativa, dentro de este mismo plazo se deberá dar respuesta a la proposición de convenio o pacto. En todo caso, la respuesta deberá darse siempre por escrito.


Los convenios colectivos podrán referirse a cualquiera de las materias señaladas en el artículo 306. Los pactos sobre condiciones especiales de trabajo deberán ajustarse a las regulaciones previstas en el Título VI de este Libro, sin que les sea aplicable el quórum de afiliación sindical señalado en el inciso primero del artículo 374. Los convenios colectivos o los pactos tendrán la duración que dispongan las partes.

A los empleadores sólo les serán aplicables aquellos convenios y,o pactos concordados directamente por sus representantes legales o que concurran a aceptar una vez concordados.
Los convenios colectivos y pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata este Título se deberán depositar en la Dirección del Trabajo dentro de los cinco días siguientes a su suscripción. Este organismo deberá llevar un registro público de estos instrumentos colectivos.

Artículo 411.- Regla de aplicación de instrumentos colectivos a organizaciones afiliadas. Los convenios colectivos y pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata este Título serán aplicables a los trabajadores afiliados a las organizaciones sindicales de base, previa aprobación de estos en asamblea de socios, de conformidad a lo dispuesto en sus estatutos. En caso de no existir regulación estatutaria aplicable, deberán ser aprobados en asamblea, por mayoría absoluta de los socios, en votación secreta celebrada ante un ministro de fe.
Artículo 412.- Regla de aplicación de convenios en la micro y pequeña empresa, sin sindicatos. En la micro y pequeña empresa en que no exista sindicato con derecho a negociar, los convenios podrán ser extendidos a los trabajadores sin afiliación sindical, previa aceptación escrita de la extensión y del compromiso de pago de la cuota sindical ordinaria de la respectiva organización sindical.
Artículo 413.- Regla de aplicación de pactos sobre condiciones especiales de trabajo en la micro y pequeña empresa, sin sindicatos. Podrán aplicarse los pactos sobre condiciones especiales de trabajo concordados conforme a las reglas de este Título en las empresas señaladas en el artículo anterior, siempre y cuando concurran los siguientes requisitos:

a) Que exista un convenio colectivo sobre condiciones comunes de trabajo y remuneración, suscrito entre las mismas partes para toda la vigencia del pacto sobre condiciones especiales de trabajo.
b) Que el convenio colectivo señalado se haya extendido a los trabajadores de la respectiva empresa, de conformidad a lo previsto en el artículo anterior.
c) Que la aplicación del pacto sobre condiciones especiales de trabajo sea aprobada por la mayoría absoluta de los trabajadores de la respectiva empresa, ante un ministro de fe.”.

Artículo 2°.- Créase el Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que reemplaza al Programa Escuela de Formación Sindical. El Fondo tendrá como objeto apoyar financieramente proyectos de formación sindical y acciones de promoción, programas o actividades que propendan a establecer relaciones colaborativas entre empresa y organizaciones sindicales.
Los recursos del Fondo serán asignados por dicha Subsecretaría mediante concursos públicos, previa propuesta del comité de selección.

El comité de selección estará integrado por un representante de la Subsecretaría del Trabajo, un representante de la Dirección del Trabajo, un representante del Ministerio de Hacienda, dos representantes de las organizaciones sindicales y dos representantes de las organizaciones empresariales.
Un reglamento dictado a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas de administración y operación de este Fondo, criterios de adjudicación de los recursos, reglas de nombramiento y funcionamiento del comité de selección y las demás que sean necesarias para su implementación.

Artículo 3°.- El Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas estará constituido por:

a) El aporte que se contemple anualmente en la ley de Presupuestos.
b) Las multas pagadas por prácticas desleales y antisindicales.

c) Las donaciones que se le hagan, y las herencias y legados que acepte, a través de la Subsecretaría del Trabajo, con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecte. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación.
d) Los aportes que se reciban por vía de cooperación internacional a cualquier título.
e) Los demás recursos que perciba por otros conceptos.

Artículo 4°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo a los recursos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la ley de Presupuestos.
Artículo 5°.- Intercálase en el artículo 6° de la ley N°19.886 el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual tercero a ser cuarto:

“También se dará prioridad, en los términos del inciso primero, a las empresas que mantengan vigentes convenios colectivos con las organizaciones sindicales representativas de sus trabajadores o que le hagan aplicables a estos convenios colectivos acordados por otros empleadores u organizaciones gremiales de empleadores, suscritos de conformidad a las reglas del Título X del Libro IV del Código del Trabajo.”.
Artículo 6°.- Agrégase en el inciso primero del artículo 46 de la ley N°19.518 la siguiente letra g), nueva:

“g) La ejecución de acciones de capacitación destinadas a trabajadores de empresas de menor tamaño que mantengan vigentes o apliquen convenios colectivos a sus trabajadores, siempre que se trate de aquellos suscritos conforme a las reglas del Título X del Libro IV del Código del Trabajo.”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el día primero del séptimo mes posterior a su publicación en el Diario Oficial.

Artículo segundo.- Los procesos de negociación colectiva iniciados antes de la entrada en vigencia de esta ley se regirán por las normas vigentes en el momento de su inicio.

Con todo, los instrumentos colectivos suscritos a partir de la entrada en vigencia de la presente ley se regirán en cuanto a sus efectos por las nuevas regulaciones contenidas en esta.

Artículo tercero.- En todas las negociaciones que se inicien dentro de los ciento ochenta días posteriores a la entrada en vigencia de esta ley, se aplicarán los efectos a que se refiere el artículo 404 del Código del Trabajo.

Artículo cuarto.- La modificación del plazo del inciso final del artículo 38 del Código del Trabajo, establecida en el numeral 5) del artículo 1° de esta ley, será aplicable a las resoluciones o renovaciones de resoluciones que se dicten a partir de la entrada en vigencia de la referida disposición.

Artículo quinto.- El reglamento a que se refiere el artículo 375 del Código del Trabajo deberá ser dictado dentro del plazo de ciento ochenta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.
*****

Hago presente a Vuestra Excelencia que los artículos 327, 388, 396, 399, 401 y 405, contenidos en el numeral 28) del artículo 1° del proyecto, fueron aprobados en general con el voto favorable de 68 diputados, de un total de 118 en ejercicio.
En particular, en tanto, los artículos 327, 388, 396, 399, 401 y 405, contenidos en el numeral 28) del artículo 1° del proyecto, fueron aprobados con el voto favorable de 70 diputados, de un total de 118 en ejercicio.

De esta manera, se ha dado cumplimiento a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Nuñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CONCEDE BENEFICIOS AL PERSONAL DE LA ATENCIÓN PRIMARIA DE SALUD
(9.973-11)

Oficio Nº 11.974 


VALPARAÍSO,  30 de junio de 2015

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que concede beneficios al personal de la atención primaria de salud, correspondiente al boletín N°9973-11, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Los funcionarios administrativos de salud que, a la fecha de publicación de esta ley, estén clasificados en la categoría e) del artículo 5° de la ley Nº19.378, que Establece Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, y que, a dicha fecha o hasta el 31 de agosto de 2016, acrediten estar en posesión de un título de técnico de nivel superior, de aquellos a los que se refiere el artículo 54 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2005, y que además realicen funciones pertinentes a la categoría en que se desempeñarán y a la formación por la que se les ha otorgado dicho título, pasarán por el solo ministerio de la ley a la categoría c) en la dotación del siguiente año. Para esto, mantendrán la naturaleza del contrato que tengan al momento del traspaso, previa resolución de la entidad administradora de salud municipal en que se desempeña el funcionario beneficiado que certifique el cumplimiento de estas condiciones. El Servicio de Salud competente podrá objetar dicha calificación si considera que no se ajusta a la normativa que la hace procedente. 

Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud dentro de los treinta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley, fijará los criterios y el mecanismo para establecer la pertinencia de las funciones.  
Los recursos para financiar el mayor gasto que implique el cambio de categoría de cada funcionario que represente la aplicación de este artículo, en relación con las horas contratadas respecto de una carrera referencial lineal diseñada a partir del sueldo base mínimo nacional, serán transferidos desde los servicios de salud a las entidades administradoras de salud municipal en forma permanente. 

Para estos efectos, en el mes de octubre de cada año los municipios deberán enviar un informe al Ministerio de Salud que contenga la nómina de las personas beneficiarias de este artículo que permanecen en su dotación, 
Las entidades administradoras de salud municipal deberán dar uso exclusivo de los recursos transferidos por los servicios de salud para el pago de los gastos mencionados en esta ley. Toda contravención de esta norma provocará la suspensión del beneficio otorgado, sin perjuicio de las sanciones administrativas que correspondan.
Artículo 2°.- Las entidades administradoras de salud municipal que, a la fecha de publicación de esta ley, tengan un porcentaje superior al veinte por ciento  de su dotación en calidad de contratados a plazo fijo, deberán llamar a concurso interno para incorporarlos a esta en calidad de contratados indefinidos, con el fin de ajustarse a lo estipulado en el artículo 14 de la ley Nº19.378, que Establece Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal. Este concurso deberá ser transparente tanto en sus bases como en sus resultados y estar resuelto previo a la fijación de la dotación comunal de salud del año 2016. 
Podrán participar en los concursos internos los funcionarios que pertenezcan a la dotación de la respectiva entidad administradora de salud municipal en calidad de contratados a plazo fijo a la fecha de publicación de esta ley y que hayan servido en esta durante a lo menos tres años, continuos o discontinuos, anteriores a dicha fecha. Para efectos de lo anterior, también se considerarán los años de servicio en calidad de contratado a honorarios, sujeto a una jornada de trabajo de treinta y tres o más horas semanales. También podrá participar en los concursos internos el personal contratado a honorarios en la respectiva entidad administradora de salud municipal, a la fecha de publicación de esta ley, que haya prestado servicios en esta durante al menos tres años continuos en dicha calidad, anteriores a esa fecha, siempre que se encuentre sujeto a una jornada de trabajo de treinta y tres o más horas semanales.

Las entidades administradoras fijarán las bases de los concursos, resguardando que en los procesos exista un carácter técnico, objetividad y transparencia, y que se determinen como criterios objetivos de calificación de los postulantes la experiencia y la capacitación. 

En caso de producirse empates en el concurso interno los funcionarios serán elegidos conforme a los siguientes criterios: en primer término, se seleccionará a los funcionarios que estén desempeñando las funciones del cargo al que postulan; en segundo término, se seleccionará a aquellos que tengan una mayor antigüedad en la dotación de atención primaria de salud de la comuna. En caso de mantenerse la igualdad, se considerará la mayor antigüedad en la atención primaria de salud municipal.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Nuñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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OFICIO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS CON EL QUE INFORMA SU APROBACIÓN, CON LAS ENMIENDAS QUE INDICA, AL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE ESTABLECE LA OBLIGACIÓN DE LAS AUTORIDADES DEL CONGRESO NACIONAL DE RENDIR CUENTA PÚBLICA ANUAL
(8.624-07)
Oficio Nº 11.967 

VALPARAÍSO, 18 de junio de 2015

La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de  reforma constitucional que establece la obligación de las autoridades del Congreso Nacional a rendir una cuenta pública anual, correspondiente al boletín N°8624-07 (S), con las siguientes enmiendas:  

ARTÍCULO ÚNICO

- Ha sustituido su encabezado por el siguiente:

“Artículo único.- Agrégase a la Constitución Política de la República el siguiente artículo 56 bis:”. 
Número 1
- Ha eliminado su encabezamiento.

- Ha modificado el artículo 56 bis propuesto de la siguiente forma:  

. Ha reemplazado, en su inciso primero, la expresión “El 4 de julio” por “Durante el mes de julio”. 

. Ha sustituido, en su inciso segundo, la frase “del Congreso Nacional” por “de cada Cámara”.

Número 2

- Lo ha suprimido. 

*******************
Este proyecto de reforma constitucional fue aprobado en general, con el voto favorable de 110 diputados, de un total de 117 en ejercicio. En particular, el artículo único fue aprobado con el voto afirmativo de 90 diputados, de un total de 118 en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.
*******************
Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio N°759/SEC/14, de 22 de julio  de 2014.
Devuelvo los antecedentes respectivos.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Nuñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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OFICIO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS MEDIANTE EL CUAL REMITE NÓMINA DE SEÑORA Y SEÑORES DIPUTADOS QUE INTEGRARÁN LA COMISIÓN MIXTA QUE SE FORMARÁ RESPECTO DEL PROYECTO DE LEY SOBRE PROBIDAD EN LA FUNCIÓN PÚBLICA
(7.616-06)
Oficio Nº 11.964
VALPARAÍSO, 18 de junio de 2015
La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha rechazado las enmiendas introducidas por ese H. Senado al proyecto de ley sobre probidad en la función pública, correspondiente al boletín N°7616-06.
******

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión Mixta que debe formarse:

-don Guillermo Ceroni Fuentes
-don Cristián Monckeberg Bruner
-don Ricardo Rincón González
-don Leonardo Soto Ferrada

-doña Marisol Turres Figueroa
Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº125/SEC/15, de 20 de mayo de 2015.
Devuelvo los antecedentes respectivos.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Nuñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES TUMA, HARBOE, MATTA Y MOREIRA CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE REGULACIÓN DE LA ACTIVIDAD APÍCOLA
(10.144-01)
Importancia y Riesgos actuales para las Abejas
Aproximadamente el 90 por ciento de todas las plantas con flores requieren polinizadores para sobrevivir. En la agricultura, casi un tercio de la polinización se lleva a cabo por las abejas.[1] Dentro de ellas, se destacan las abejas nativas como los polinizadores más eficientes, por su generalidad, frente a las abejas domesticadas de la miel.

La disponibilidad, calidad y cantidad de néctar y polen son los principales factores para la salud de las abejas. Las abejas se alimentan de una mezcla de polen de diferentes plantas. Las áreas con alta biodiversidad son más propensas a proporcionar suficiente nutrición durante todo el año, asegurando así la salud de las abejas. Los cambios en el uso del suelo, el manejo del cultivo agrícola, el abandono de tierras, así como la pérdida de las prácticas agrícolas y forestales tradicionales, que han generado previamente hábitats ricos, son algunas de las principales causas de pérdida de biodiversidad favorable para las abejas. [2] 

La disminución de las abejas silvestres y otros polinizadores es un proceso global, habiéndose registrado patrones similares de disminución de las poblaciones de polinizadores silvestres y gestionados durante lapsos similares.[3] La disminución dramática de las colonias de abejas también está afectando a Chile. En 2013 los habitantes de Quillón y Liucura Alto, cerca del río Itata, sufrieron un fuerte colapso de sus cultivos de abejas.[4]  Al año, la población apícola decae en un 40 a un 50 por ciento afectado por enfermedades y falta de nutrición, factor directamente relacionado a la deforestación, cambios de cultivos y los controles de eliminación de plagas que se utilizan en las diversas plantaciones del país.

Las plagas y enfermedades son una causa importante de la mortalidad entre las abejas y otros polinizadores. La pérdida de hábitat es también uno de los mayores factores que afectan la disminución de abejas.[5] Para mantener la salud, las abejas de forrajeo necesitan una variedad de fuentes de néctar natural y polen para prevenir la deficiencia nutricional y para fortalecer las defensas inmunológicas. El aumento del número de grandes explotaciones de monocultivos se ha traducido en la reducción de variedad, calidad y cantidad de polen para las abejas. La abeja también se ve comprometida por los esfuerzos de la sociedad para eliminar flores silvestres y malezas en lugares como jardines, parques y límites de la finca.

Los polinizadores sufren la destrucción de su hábitat natural causada por la misma agricultura y, al volar sobre explotaciones agrícolas, los efectos nocivos de las prácticas agrícolas intensivas. También acusan la fragmentación de los hábitats naturales y seminaturales, la expansión de los monocultivos y la falta de diversidad. Las prácticas destructivas que limitan la capacidad de anidación de las abejas, y, por sobre todo, el uso de herbicidas y plaguicidas convierten la agricultura industrial en una de las mayores amenazas para las comunidades de polinizadores en todo el mundo.[6]
El cambio climático ha tenido también un fuerte impacto en la disminución y distribución de muchas abejas silvestres. El cambio climático también puede alterar el momento de la floración de plantas o surgimiento de abejas, lo que resulta en abejas silvestres emergentes antes o después de que el forraje para ellas esté disponible, introduciendo una fuerte competencia con las abejas domesticadas y generando problemas de nutrición en ellas. 

Estas circunstancias exigen la intervención del estado para salvaguardar la vida de las abejas y otros polinizadores, debido a su importancia para la salud y alimentación de los habitantes de la república, considerando las medidas de política pública y regulación legislativa que sean necesarias para proteger la salud y hábitats de las abejas y polinizadores.
Necesaria Prohibición de Insecticidas Neonicotinoides
En mayo de 2008 hubo una muerte masiva de abejas en la región de Baden-Wurttemberg de Alemania, con casi dos tercios de las colonias afectadas. El daño fue rastreado rápidamente a uno de los plaguicidas en la familia de los neonicotinoides, la clotianidina de la empresa alemana Bayer. Dentro de dos semanas Alemania prohibió la clotianidina en el maíz y otros cultivos, pero el daño estaba hecho.

Aunque la mayoría de los insecticidas son tóxicos para los polinizadores, la familia de insecticidas neonicotinoides se distingue del resto, debido a dos riesgos inmediatos y de largo plazo para las abejas y otros polinizadores. La investigación muestra que los neonicotinoides no sólo son capaces de matar a las abejas, atacando su sistema nervioso, pero incluso bajos niveles de exposición han mostrado ser capaces de alterar habilidades de forrajeo, navegación, el aprendizaje, la comunicación y la memoria, y suprimir el sistema inmunológico de las abejas, por lo que las hace más vulnerables a las enfermedades y plagas. Los neonicotinoides son persistentes, pues sus efectos duran por años en el suelo, así como sistémicos, impregnan toda la planta y luego el polen, néctar y otros líquidos de la planta.[7]
Los pesticidas neonicotinoides no sólo están perjudicando a las abejas, sino que también matan a otros insectos útiles para los ecosistemas de producción de alimentos, como las abejas silvestres, murciélagos, mariposas, libélulas y las mariquitas. Además, esta clase de pesticidas puede ser de impacto también para las poblaciones de aves, así como para las lombrices de tierra, mamíferos, anfibios e insectos acuáticos.  
Por las anteriores razones, los referidos pesticidas deben ser prohibidos absolutamente, siguiendo las medidas recientemente adoptadas en la Unión europea y en algunos Estados de EE.UU. 
Cultivos Genéticamente Modificados y Polinizadores
De acuerdo a la ONG Plan Bee, los cultivos genéticamente modificados tienden a absorber  altas cantidades de fertilizantes y plaguicidas químicos. Por otra parte, dichos cultivos afectan a todos los insectos y aves polinizadores como abejas, abejorros, mariposas, chinitas, colibríes, etc., ya que su polen resulta altamente tóxico para ellos, lo que ha contribuido a generar una merma altamente significativa de estos insectos y aves beneficiosos para el medio ambiente.[8] El impacto de los transgénicos sobre las abejas ha afectado la exportación de miel, la cual es rechazada por países, como los de la Unión Europea, que han prohibido o restringido los alimentos genéticamente modificados.
Contenidos del Proyecto
El proyecto propuesto persigue los siguientes objetivos: 
1.      Protección de la Salud de las Abejas, para que puedan seguir actuando en su rol imprescindible para la salud, la alimentación y la agricultura del país. 

2.      Protección de los Hábitats de las Abejas, los cuales deben ver protegidas y fomentadas sus condiciones de biodiversidad para que puedan subsistir y prosperar las colonias de abejas y otros polinizadores naturales. 

3.      Desarrollo de la industria apícola, nacional y local, sobre todo de pequeños productores.  
Para lo anterior, se contemplan las siguientes medidas dentro del proyecto de ley: 

a) Medidas de protección generales de la salud de abejas y polinizadores que impliquen los deberes de notificación obligatoria en el caso de enfermedades y pestes de abejas, facilitación de inspección, prohibición de remoción de colonias infectadas, prohibición de autoaplicación de medidas por los apicultores.

b) Medidas de protección específicas de la salud de las abejas infectadas por enfermedades y pestes, incluyendo la destrucción, tratamientos específicos y la cuarentena. 

c) Restricciones preventivas para evitar el comercio de colonias de abejas infectadas que puedan afectar colonias sanas de abejas en el territorio, incluyendo la importación de material genético. 

d) Prohibición de plaguicidas neonicotinoides y, en general, de insecticidas que sean letales para los polinizadores, incorporando los correspondientes deberes de transparencia en el etiquetado.

e) Medidas de protección de los hábitats de los polinizadores, incluyendo los planes de conservación y mejora del hábitat de las abejas y otros polinizadores, la declaración de zonas apícolas y de protección de polinizadores, y la regulación de distancias mínimas entre apiarios y cultivos genéticamente modificados.

f) Medidas de Fomento a la industria apícola, incluyendo la formulación participativa de una política de Fomento al Desarrollo Sustentable de la Industria Apícola Nacional y Local. 

g) Sanciones por incumplimiento de los deberes establecidos en el texto.
En consideración a lo anterior los senadores firmantes venimos en proponer el siguiente: 
Proyecto de Ley
Capítulo 1

Disposiciones Generales

Artículo 1º.  Objeto de la Ley. 

Esta ley está dirigida a proteger la salud y hábitat de las abejas y otros polinizadores, así como a fomentar y proteger la industria apícola nacional y local. 

El Estado reconoce la importancia y rol de las abejas y otros polinizadores para la preservación de la biodiversidad, el desarrollo de las actividades e industrias silvoagropecuarias, y para la alimentación y salud de todos los habitantes del territorio nacional. 

Artículo 2º. Definiciones.

Para los efectos de esta ley, se entenderá lo siguiente:

a) Abejas: Insectos conocidos como Apis Mellifera

b) Aparejos o equipamiento apícola: Colmenas, partes de colmenas y utensilios usados en la apicultura.

c) Apiario: Conjunto de Colmenas donde se encuentran físicamente las abejas y el equipo apícola de un apicultor. 

d) Apicultura: El cultivo o producción de abejas, cera de abejas, miel, productos derivados y transporte de abejas, colonias o ítems de equipamientos o aparejos relativos a las abejas.

e) Apicultor: Aquellas personas, naturales o jurídicas, que realizan de manera permanente o temporal actividades de apicultura, ya sea por cuenta propia o ajena, implicando el manejo de una más colonias de abejas, salvo aquellos que poseen equipos de apicultura para el exclusivo propósito de transporte, distribución o venta, y los fabricantes de equipamientos y aparejos de apicultura. 

f) Colmena: Domicilio para guardar las abejas, sea natural o artificial, cualquiera sea su forma. 

g) Colonia: Significa una entera familia de abejas o una unidad social de ellas que vive en conjunto, incluyendo el panal, la miel, el propoleo y el polen.

h) Cuarentena: Implica cualquier orden que contenga, detenga, determine un área afectada, instalaciones o un área infectada, las restricciones de movimiento de cualquier tipo, para cualquier apiario, equipos apícolas, abejas, colmenas, o la miel después de descubrir la presencia de una enfermedad o peste de abejas. 

i) Enfermedad de abejas: Condición anormal de los huevos, larvas, pupas o etapas adultas de las abejas que perjudica su funcionamiento normal.

j) Miel: Producto final natural producida por abejas obreras a partir del néctar de las flores, en un proceso en que es transportado, modificado y almacenado en las celdas de los panales de las abejas. 
k) Núcleo de Abejas: Cualquier división o porción de una colonia que contiene un panal y abejas.

l) Peste de Abejas: Cualquier insecto, ácaro u organismo viviente similar que puede ser perjudicial directa e indirectamente para las abejas en cualquier estado de su ciclo de vida, o que interfiere con su manejo, incluyendo a los parásitos y las abejas africanizadas. 

m) Pesticida Letal para los Polinizadores: Insecticida absorbido por las plantas que las hace letales para los polinizadores.  

n) Polinización: Uso de abejas para la transferencia de polen a los cultivos.

Capítulo 2

Salud de las Abejas 

Artículo 3º. Salud de las Abejas.

La salud de las colonias de abejas será un objetivo permanente del Estado,  incluyendo la erradicación de las enfermedades y pestes que las afecten. El Estado a través de sus diversos organismo, deberán adoptar todas las medidas que sean adecuadas para preservar la salud de las abejas

Artículo 4º. Pestes Enfermedades de las Abejas sujetas a Notificación Obligatoria.

Las siguientes enfermedades y causas de muerte de las abejas quedarán sujetas a deberes de notificación:

1.  Pestes de abejas.

2. Loque americana y Loque europea.
Artículo 5º. Notificación Obligatoria de enfermedades y pestes de las abejas por los propietarios y administradores.

Los propietarios y administradores de colonias de abejas en colmenas, cuando sospechen o tengan noticia que algunas abejas de la colmena estén infectadas con una enfermedad que sea sujeta a deber de notificación, que una peste sujeta a notificación está presente en la colmena, que abejas de la colmena hayan muerto por causas sujetas a notificación, o bien que una enfermedad, peste o causa de muerte sujeta a notificación esté presentes en otras colmenas situadas en las mismas instalaciones o vehículos en que se sitúa la colmena de su propiedad o administración, deberá notificar inmediatamente al Servicio Agrícola y Ganadero de esos hechos.

Artículo 6º. Notificación Obligatoria de Enfermedades y Pestes de las Abejas por otros Descubridores. 

Cualquier otra persona que esté o haya estado en posesión de una colmena, y que descubra en el curso de su ocupación o uso  una de las enfermedades, pestes o causas de muerte indicadas en el artículo anterior, deberán también notificar inmediatamente de ello al Servicio Agrícola y Ganadero.
Artículo 7º. Forma de Notificación.

La notificación debe ser por escrito, o verbal. La notificación referida, siempre será revocable, cuando quienes hayan realizado la notificación consideren que ha desparecido de manera segura el motivo de la notificación.
Artículo 8º. Acceso a Colmenas con Pestes y Enfermedades Notificadas. 
Los dueños, administradores o cualquier persona que esté en posesión o uso de colmenas infectadas, equipamientos o aparejos,  instalaciones y productos apícolas relacionados, deberán proporcionar acceso a estos objetos, y ponerlo a disposición de las autoridades competentes para realizar las pruebas y tomar las medidas necesarias para prevenir la difusión de las enfermedades, pestes o causas de muerte de abejas que hayan sido notificadas. 

Artículo 9º. Información a la Autoridad.
Las personas indicadas en el artículo anterior deberán proporcionar a las autoridades competentes toda la información de que dispongan sobre la enfermedad, peste o causa de muerte de abejas notificada, su difusión y sobre las personas que estén en actual posesión o uso de los objetos referidos en el artículo anterior, así como la ubicación de dichos objetos.

Artículo 10º. Prohibición de Remoción y Presentación de Pruebas. 
Cuando se haya realizado una notificación en los términos de los artículos anteriores, los dueños o administradores de las colmenas no deben remover o permitir remover las colmenas de las instalaciones donde están situadas.

Lo anterior implica la no remoción de la misma colmena, las abejas, productos apícolas, pestes de abejas, restos de colmenas o aparatos relacionados, el suelo de los alrededores de la colmena, o cualquier otra cosa que puedan propagar la enfermedad o peste de declaración obligatoria.

Los propietarios o administradores deberán presentar todos los objetos indicados en el inciso anterior y que obren en su poder, ante el Servicio Agrícola y Ganadero.   
Dentro de  lo anterior, los propietarios o administradores que hayan prestado la declaración estarán obligados a remitir las muestras de los objetos indicados en el inciso segundo para las pruebas de laboratorio que sean necesarias. 

Artículo 11º. Inspecciones de la Autoridad.
Los dueños, administradores o cualquier persona que esté en posesión o uso de colmenas, equipamientos o aparejos, instalaciones y productos apícolas relacionados y cualquier medio de transporte de abejas para cumplir con los objetivos de esta ley, deberán permitir el acceso de la autoridad competente para efectuar la inspección y fiscalizar el cumplimiento de las normativas contenidas en el presente proyecto de ley, como así de todas las normas relacionadas con la salud apícola y de polinizadores. 
Las facultades de inspección incluyen, aunque no se limitan, a la realización de apertura de cualquier paquete, contenedores, el examen y copia de registros y documentos, la recolección y presentación de muestras para el análisis.
Artículo 12º. Prohibición de Autoaplicación de medidas.
Los dueños, administradores o personas que estén en actual posesión o uso de las colmenas infectadas, aparejos, instalaciones y productos apícolas relacionados, no deberán por iniciativa propias aplicar substancias de cualquier tipo para enfrentar la peste, enfermedad o causa de muerte de abejas o prevenir su difusión, sin que haya sido ordenado por la autoridad competente.
Artículo 13º. Pruebas de Laboratorio.
Las notificaciones de enfermedades, pestes y causas de muerte de abejas serán comprobadas por pruebas de laboratorio. 
Artículo 14º. Medidas frente a Enfermedades de Abejas 
Frente a una enfermedad, peste o causa de muerte de notificación obligatoria haya sido notificada a la autoridad, o bien sea conocida por otros medios,  y tales noticias sean respaldadas por las correspondientes pruebas de laboratorio, se aplicarán las siguientes medidas: 

1. La destrucción de la colmena infectada, aparejos, instalaciones, productos apícolas y restos de ellos, que estén relacionadas con la enfermedad, peste o causa de muerte notificada, o su difusión. 

2. Un tratamiento específico para esos objetos. 

3. La cuarentena de las colmenas, aparejos, instalaciones y vehículos de transporte usados.  Dicha cuarentena deberá ser específica en cuanto a su alcance y extensión, incluirá las medidas para enfrentar la enfermedad o peste respectiva, así como para prevenir su difusión, y permanecerá vigente mientras que no sea revocada por la autoridad competente. 

Artículo 15º.  Destrucción de Especies y Subespecies Peligrosas.
Todas las especies y subespecies de abejas que hayan sido determinadas como riesgosas o dañinas por la autoridad competente, en forma directa o indirecta, para la población de abejas, cultivos u otras plantas de este estado y todas las abejas, las colmenas de dichas abejas, accesorios o aparejos infectados o expuestos a enfermedades o pestes de abejas, deberá ser destruidas. 
Artículo 16º. Disposición de Colonias de Abejas Muertas.
Donde colonias o panales de abejas muertas estén expuestos de tal manera que son accesibles a abejas, o donde las colonias de abejas hayan estado abandonadas o no regularmente atendidas de tal forma, el apicultor deberá disponer de una manera y por un período determinados y específicos de tales colonias o panales de abejas,  que eviten la contaminación de otras colonias o panales.
Artículo 17º.  Importación y Transporte de Material Genético. 
No se podrá importar o transportar material genético de abejas en el país, a menos que se cuente con certificación del origen de dicho material genético, y que el transporte o importación se realice en la forma que dicha certificación indica.  

Artículo 18º.  Venta e Importación de Colmenas Infectadas. 
No se podrán vender o importar colmenas o panales que estén afectados por enfermedades o pestes de notificación obligatoria. 

Artículo 19º. Compraventa, Importación y Exportación de Abejas Reina.
Esta prohibida la compra, venta, importación, exportación o entrega a cualquier título de abejas reina de cualquier raza, sin la correspondiente certificación sobre la sanidad de la colmena de origen.

Artículo 20º. Importación e Ingreso de Abejas.
La importación o ingreso al territorio nacional bajo cualquier modalidad de colmenas, núcleos de abejas y otros productos apícolas sólo podrá realizarse mediante las correspondientes certificaciones sanitarias.  
Artículo 21º. Prohibición de Plaguicidas Neonicotinoides. 
Se prohíbe la introducción, uso, manejo, almacenamiento, distribución, venta u oferta de envío, recibo, entrega u oferta de entrega o transportación de los plaguicidas Acetamiprid, Clothianidin, Dinotefuran, Imidacloprid, Nitenpyram, Thiacloprid, Thiamethoxam así como cualquier otro plaguicida que pertenezca a la familia de los neonicotinoides.

Artículo 22º. Prohibición de Insecticidas Letales para los Polinizadores.
Se prohíbe la introducción, uso, manejo, almacenamiento, distribución, venta u oferta de envío, recibo, entrega u oferta de entrega o transportación de insecticidas que sean letales para las abejas u otros polinizadores.
Artículo 23º. Etiquetamiento de Plantas Dañinas para los Polinizadores. 
Las plantas, artículos de vivero y material vegetal que sea peligroso para las abejas y otros polinizadores deberá ser etiquetado como “material riesgoso para polinizadores”. 

Artículo 24º.  Rocío de aerosoles o polvo perjudiciales en los árboles frutales.
Ninguna persona pondrá aerosol o polvo sobre árboles frutales durante el período en que dichos  árboles están en flor, cuando esos medios consten de una mezcla que contiene cualquier sustancia venenosa nociva para las abejas, a menos que todas las flores hayan caído de los árboles.

Artículo 25º. Importación y comercialización de medios para protección y cuidado de plantas atractivas para las abejas.
Se prohíbe la importación y comercialización de tratamientos para semillas, aplicaciones para el  suelo,  tratamiento de hojas o foliar para plantas, árboles y cereales atractivos para las abejas, cuando no se haya demostrado fehacientemente, mediante certificación, que no son dañinas para las abejas u otros polinizadores.
Artículo 26º. Contratos de Polinización.
Cualquier apicultor que ofrezca colonias de abejas para la polinización o la producción de miel en virtud de un contrato verbal o escrito, deberá contar con certificación sobre la ausencia de la presencia de enfermedades y pestes de las abejas.
Capítulo 3

Protección del Hábitat de las Abejas y otros Polinizadores
Artículo 27º.  Planes de conservación y mejora del hábitat de las abejas y otros polinizadores. 
El Estado, a través de sus organismos competentes desarrollará planes de conservación y mejora del hábitat de las abejas y otros polinizadores, tanto a nivel nacional como regional.

En especial deberá determinarse las zonas de hábitat de las abejas nativas, conservando la vegetación autóctona y las especies endémicas que aseguren su subsistencia y diversidad.
Artículo 28º. Zonas de Producción Apícola y Zonas de Protección de Polinizadores. 
Los ordenamientos territoriales que se desarrollen en todos los niveles del Estado deberán considerar la determinación de zonas de producción apícola, donde las condiciones naturales y botánicas favorezcan dicha producción. Dichos ordenamiento establecerán prioridades de ocupación de dichas áreas para favorecer la apicultura. Así también, se establecerán prioridades de cultivos florales para mejorar las condiciones de sobrevivencia de las abejas nativas o silvestres. 

Asimismo, también se determinarán zonas de protección de polinizadores, incluyendo las abejas nativas y silvestres, en las cuales se conservarán y fomentarán las condiciones de biodiversidad que favorezcan la vida y multiplicación de las abejas y otros polinizadores. 
Artículo 29º. Planes de Manejo de Áreas Protegidas y Protección de las Abejas y otros Polinizadores. 
Los planes de manejo en el sistema de áreas silvestres protegidas contemplarán medidas especiales para conservar las colonias de abejas, abejas nativas y otros polinizadores, su salud y condiciones de sus hábitats.   
Artículo 30º. Distancia Mínima de Zonas de Producción Apícola y de Protección de Polinizadores respecto de Cultivos Genéticamente Modificados.
Las autoridades competentes determinarán y establecerán la distancia mínima respecto de las zonas de producción apícola y zonas de protección de polinizadores en que podrán establecerse cultivos genéticamente modificados.

No podrán desarrollarse dichos cultivos cuando estén ubicados en terrenos a una distancia menor a la fijada por las autoridades, según el inciso anterior.   
Artículo 31º. Fumigación en Zonas Próximas a Cultivos Apiarios y Zonas de Protección de Polinizadores.  
Aquellas personas y empresas que realicen actividades de aplicación por vía aérea o terrestre de productos fitosanitarios en áreas próximas al emplazamiento de cultivos apiarios, en cualquiera de sus formas, y de zonas de protección de polinizadores, deberá notificar previamente con la antelación adecuada a los dueños y administradores de colmenas que puedan verse afectados y a las autoridades municipales y de salud animal competentes.       
Capítulo 4

Fomento a la Apicultura Sustentable

Artículo 32º. Actividades de Industria Apícola bajo esta Ley.
Las actividades apícolas que se desarrollen en el territorio nacional, de manera permanente o transitoria, estarán sujetas a las medidas de fomento y protección a que se refiere esta ley, incluyendo la crianza de abejas reinas, la producción de material vivo, producción de miel, la trashumancia, la polinización de cultivos, la producción de jalea real, cera, propóleos, polen y demás productos derivados de la colmena, el acopio, industrialización, comercialización a través de la preparación, conservación, fraccionamiento y a presentación de cada uno de cada uno de los objetos referidos destinados al consumo humano o industrial, así como la fabricación y utilización de equipamientos, aparejos e insumos destinados a la producción apícola, y otras actividades que puedan generase a partir de ella. 
Artículo 33º. Sustentabilidad de la Apicultura.
Las actividades apícolas deben realizarse mediante prácticas que tengan sustentabilidad medioambiental, social, económica y favorezcan la biodiversidad.  

Artículo 34º.  Política de Fomento al Desarrollo Sustentable de la Industria Apícola Nacional y Local. 
El Estado, a través de sus organismos competentes, formulará una política de fomento al desarrollo sustentable de la industria apícola nacional y local. 

Dicha política deberá formularse con la participación activa de los gobiernos regionales, las organizaciones de apicultores, así como de organizaciones ambientalistas e instituciones académicas y de investigación. 

La política de fomento apícola deberá perseguir los siguientes objetivos: 
1. Mejora de la productividad de las industrias apícolas.

2. Mejora de la calidad de la producción de miel, de acuerdo a estándares internacionales de calidad.

3. Mejora de los procesos de extracción, clasificación, acondicionamiento y etiquetado de los productos de las colmenas.

4. Desarrollo de la trazabilidad de los productos apícolas destinados a la exportación. 

5. Desarrollo y uso de tecnologías que apoyen y fortalezcan la industria apícola nacional y local. 

6.  Mejora de las condiciones de salud para las colonias de abejas y de sus hábitats. 

7. Mejora de las condiciones de salud para la producción y consumo humano de los productos apícolas. 

8. Apoyo a la apicultura local, especialmente aquella desarrollada por pequeñas y medianas empresas y productores individuales. 

9. Establecimiento de fondos que permitan apoyar proyectos de apicultura local, la trazabilidad y la producción apícola sustentable. 

10. Apoyo a la comercialización de productos apícolas de pequeños y medianos productores tanto en el mercado interno como internacional.  

11. Apoyo a obtención de marcas y de denominaciones de origen de productos apícolas de clara identificación local.   

12. Desarrollo de actividades de promoción del consumo de productos apícolas nacionales y locales. 

13. Implementación de un registro de apicultores nacionales y locales. 

La política de fomento apícola deberá revisarse cada cinco años. 

Capítulo 5

Sanciones

Artículo 35º. Sanción por Incumplimiento del Deber de Notificación.
Aquellos que, de acuerdo a los artículos 6º y 7º, hayan conocido de una enfermedad, peste o causa de muerte de abejas y tengan el deber de notificarla, y no hayan realizado dicha notificación,  con una multa de hasta 5 UTM, y serán hechos responsables por todos los perjuicios que su omisión haya provocado a otros propietarios, administradores o actuales poseedores o usuarios de colmenas que hayan sido infectadas por la enfermedad, peste o causa de muerte de abejas que debió notificarse.
Artículo 36º.  Sanción por incumplimiento de facilitación de acceso.
Aquellos que no cumplan el deber de facilitación de acceso para inspección y otras actividades de control establecido en el artículo 9º, serán sancionados con  multas de hasta 30 UTM.
Artículo 37º, Sanción por incumplimiento del deber de información sobre enfermedades y pestes de abejas. 
Aquellos que tengan información relevante a que se refiere el artículo 10º y no la proporcionen oportunamente a la autoridad, serán sancionados con multas de hasta 10 UTM. 

Artículo 38º. Sanciones por incumplimiento de prohibición de remoción y de deber de presentación de pruebas. 
Aquellos que incumplan la prohibición de remoción a que se refiere el artículo 11º , serán sancionados con multas de hasta 20 UTM. 

Asimismo, aquellos que no presenten todos los objetos que obren en su poder y no remitan las muestras a que se refiere el artículo 11º, serán sancionados con multas de hasta 20 UTM.

Artículo 39º. Sanción por incumplimiento de prohibición de autoaplicación de medidas.
Aquellos que no cumplan con la prohibición de autoaplicación de medidas para enfrentar pestes y enfermedades de abejas sin que las haya ordenado la autoridad competente, de acuerdo a esta ley y en conformidad con el artículo 12º, serán sancionados con multas de hasta 30 UTM. Además, serán responsables de todos los perjuicios que dicha vulneración infrinja en otros productores apícolas.
Artículo 40º. Sanción por incumplimiento de deber de disposición de abejas y artefactos infectados.
Aquellos que incumplan las órdenes de la autoridad competente que indica el artículo 16º, serán sancionados con un multa de hasta 20 UTM. Si se han incumplido por dos veces una orden similar de la autoridad, los destinatarios de ellas serán sancionados entonces  con la pena de presidio menor en su grado mínimo.
Artículo 41º.  Sanción por importación y transporte de material genético de abejas sin certificación.
Aquellos que importen o transporte material genético de abejas sin la correspondiente certificación a que se refiere el artículo 17º, serán sancionados con multa de hasta 60 UTM.  
Artículo 42º. Sanciones por Venta o Importación de Colmenas Infectadas. 
Aquellos que vendan o importen colmenas o panales serán sancionados con multas de hasta 80 UTM, además de la indemnización de todos los daños provocados a quienes fueron vendidas dichas colmenas.

Las empresas cuya actividad consista en la venta o importación de colmenas, y hayan vendido o internado colmenas o panales infectadas, careciendo del correspondiente certificado sanitario, serán sancionadas con multas de hasta 100 UTM, además de la indemnización de todos los daños provocados a quienes fueron vendidas dichas colmenas. 

Artículo 43º. Sanciones por venta e importación de abejas reina sin certificación.
Aquellos que compren, vendan, importen, exporten o entreguen a cualquier título de abejas reina incumpliendo lo indicado en el artículo 19º, serán sancionados  con multas de hasta 30 UTM.
Artículo 44º.  Sanción por importación o ingreso de abejas sin certificación.
Aquellos que importen o ingresen abejas sin la certificación que indica en el artículo 20º serán sancionados con multa de hasta 30 UTM. 
Artículo 45º.  Sanción por uso de pesticidas e insecticidas prohibidos.
El que introduzca, use los pesticidas o insecticidas prohibidos en los artículos 21º y 22º,  o realice cualquiera de las actividades prohibidas en dichos artículos, será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo, y será responsable de todos los perjuicios que tales objetos o actividades puedan producir.
Artículo 46º. Sanción por Etiquetamiento Falso. 
Aquellos que, en el etiquetamiento de los plaguicidas e insecticidas  neonicotinoides y en general que sean letales para las abejas u otros polinizadores,  oculten o falseen de cualquier forma dicha información, serán castigados con presidio menor en sus grados medio a máximo. 

La omisión o falseamiento del etiquetamiento a que se refiere el artículo 26º por las empresas, dentro de cuyas actividades se encuentren los objetos referidos en el inciso anterior,  serán castigadas con presidio menor, en sus grados mínimo a medio, para quienes sean sus gerentes.    

Artículo 47º. Sanción por rocío de aerosoles o polvo perjudiciales en árboles frutales. 
Aquellos que realicen conscientemente actividades que contravengan el artículo 24º, serán sancionados con una multa de hasta 30 UTM, además de la indemnización de todos los daños provocados dichas actividades.
Artículo 48º.  Sanción por importación y comercialización irregular de medios de protección y cuidado de plantas atractivas para las abejas.
Aquellos que importen y comercialicen tratamientos para semillas, aplicaciones para el  suelo,  tratamiento de hojas o foliar para plantas, árboles y cereales atractivos para las abejas, en contravención del artículo 25º, serán sancionados  con una multa de hasta 30 UTM, además de la indemnización de todos los daños provocados dichas actividades.
Artículo 49º. Sanción por cultivos genéticamente modificados a distancia irregular de zonas de producción apícola. 
Aquellos que desarrollen cultivos genéticamente modificados incumpliendo con lo establecido en el artículo 30º serán sancionados con una multa de hasta 200 UTM, además de la indemnización de todos los daños provocados dichas actividades.
Artículo 50º. Sanción por fumigación no notificada en zonas próximas a apiarios.
Aquellos que realicen las actividades descritas en el artículo 31º,  y no cumplan con o indicado en ese artículo, serán sancionados con multas de hasta 20 UTM.

(Fdo.): Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.

Notas 

[1] Feldman, Jay; Harriot, Nichelle, Protecting Pollinators: Stopping the Demise of Bees.  Pesticides and You, Vol. 31, No. 1, Spring 2011, 19-23.
[2] Opera Research Center, Bee health in Europe - Facts & figures, Compendium of the latest information on bee health in Europe, Università Cattolica del Sacro Cuore.
[3] Biesmeijer, J.C., et al., Parallel Declines in Pollinators and Insect-Pollinated Plants in Britain and the Netherlands. Science 313.5785,2006, 351-354
[4] http://www.14sur.cl/muerte-de-las-abejas-en-el-pais-una-preocupante-realidad 
[5] Brown M.J.F. & Paxton R.J., The conservation of bees: a global perspective. Apidologie. 40, 2010, 410-416.
[6] Greenpeace, El declive de las abejas, Nota técnica de los laboratorios de Greenpeace, 2013, p. 5.
[7] Friends of Earth & Beeaction.org, Gardeners Beware: Bee-Toxic Pesticides Found in “Bee-Friendly” Plants Sold at Garden Centers Nationwide, p. 9. 
[8] http://www.ongplanbee.com/declaracion/ONG_Plan_Bee_sobre_alimentos_transgenicos.pdf
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES OSSANDÓN Y GARCÍA-HUIDOBRO CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE EL ENVÍO DE MENSAJERÍA TELEFÓNICA EN CASOS DE PREEMERGENCIA O EMERGENCIA AMBIENTAL
(10.156-15)
Debido a los altos índices de contaminación ambiental que han presentado distintas ciudades del centro-sur del país, las respectivas Intendencias han decretado numerosas alertas y preemergencias ambientales para poder contar con algún nivel de control de dichos episodios.

El fundamento de esta atribución se encuentra en la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, que en su artículo 2°, letra ñ), dispone: "Corresponderá al intendente, en su calidad de representante del Presidente de la República en la región: [...] ñ) Adoptar todas las medidas necesarias para prevenir y enfrentar situaciones de emergencia o catástrofe ". Sin embargo, cabe advertir que si bien han sido tradicionalmente las Intendencias las que han decretado las alertas, no es del todo claro que la atribución sea exclusiva de ellas, pudiendo corresponder también a las Secretarías Regionales Ministeriales del Medio Ambiente. Por esta razón, y sin pretender zanjar una controversia de facultades, pues no corresponde al objeto del presente proyecto de ley, resulta más preciso hablar de las alertas que decrete la autoridad correspondiente.

Así y todo, los automovilistas, quienes son uno de los grupos obligados a cambiar sus hábitos de transporte durante los episodios ambientales, deben contar con algún método eficiente de notificación respecto de las prohibiciones de desplazamiento para cierto tipo de vehículos.

Actualmente, el sistema descansa en la presunción de que el automovilista se informa la noche anterior al episodio de emergencia o preernergencias, respecto de aquellas patentes que estarán impedidas de circular durante el día siguiente. Sin embargo, dadas las tardías horas en que las Intendencias decretan las alertas para el día siguiente, muchos automovilistas no se dan por notificados de tales medidas administrativas.

En la mayoría de los actos administrativos del Estado, una de las ideas enervantes es la debida publicidad de los actos administrativos, alcanzada a través de distintas formas, desde las notificaciones formales por parte de receptores o funcionarios, hasta la realización de campañas publicitarias para dar a conocer distintas iniciativas del Estado. Sin embargo, los episodios ambientales cuentan, por su naturaleza intempestiva, de un régimen mucho más equívoco: confiar en que el usuario quiere darse por notificado.

Ya que tomar medidas administrativamente más engorrosas no tiene sentido para la eficiencia de los decretos de emergencia y preemergencia, el presente proyecto propone crear una carga para las concesionarias de servicio público telefónico, obligándoles a enviar mensajería SMS a sus clientes durante los anuncios de preemergencia y emergencia ambiental.

Siendo la mensajería SMS un estándar soportado por todos los teléfonos móviles modernos, sean o no teléfonos inteligentes, y habiendo más de 20 millones de equipos móviles en el país, parece ser esta forma la más idónea para difundir una información relevante de este tipo para el público.

Por las razones arriba expuestas, vengo en presentar el siguiente

PROYECTO DE LEY
"ARTÍCULO ÚNICO.- Ante un decreto de preemergencia o emergencia ambiental dictado por la autoridad correspondiente, como las Intendencias Regionales, las concesionarias del servicio público telefónico deberán enviar mensajería SMS a cada cliente o terminal de la zona geográfica respectiva, indistintamente de su régimen comercial, cuyo contenido deberá ser, al menos, aquella información relevante sobre la restricción vehicular que haya sido decretada.".
(Fdo.): Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL ENCARGADA DE CONOCER PROYECTOS RELATIVOS A PROBIDAD Y TRANSPARENCIA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL PARA SANCIONAR LA INFRACCIÓN A LAS NORMAS SOBRE FINANCIAMIENTO, TRANSPARENCIA Y CONTROL DEL GASTO ELECTORAL
(9.860-07 Y 10.000-07, REFUNDIDOS)

HONORABLE SENADO:

La Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia tiene el honor de informar acerca del proyecto de reforma constitucional aludido, que refunde el Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria y la Moción de las Senadoras señoras Allende y Pérez San Martín y de los Senadores señores Harboe, Montes y Quinteros, de conformidad a la resolución de la Sala de fecha 30 de junio de 2015, en virtud de lo dispuesto en el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de reforma constitucional, por tratarse de un proyecto de artículo único, y acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

OBJETIVOS DEL PROYECTO

-Establecer el cese de los cargos de diputado, senador, alcalde, consejero regional y concejal por infracción grave de las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral.

-Radicar el conocimiento de dichas infracciones en el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.
-------

La Comisión Especial, atendida la fusión de las dos iniciativas precedentemente mencionadas, acordó proponer a la Sala, que se sustituya la denominación original por la siguiente: “proyecto de reforma constitucional que establece la cesación en los cargos de parlamentarios, alcaldes, consejeros regionales y concejales por infracción a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral”.
QUÓRUM DE APROBACIÓN

Corresponde señalar que el artículo único del proyecto en informe requiere, en cada Cámara, la aprobación de las tres quintas partes de los Diputados y Senadores en ejercicio, al recaer en los Capítulos V y XIV, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.
-------

 
A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de reforma constitucional asistieron, además de sus miembros, el entonces Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Jorge Insunza Gregorio de las Heras, la Ministra Subrogante, señora Patricia Silva Meléndez, el Jefe de la División Jurídica del mismo Ministerio, señor William García, el jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales de la SEGPRES, señor Gabriel de la Fuente, acompañado por el abogado señor Nicolás Torrealba, el asesor y las asesoras legislativas señor Hermes Ortega y señoras Marta Valenzuela, Francisca Soto, Valeria Lubbert y Giovanni Semería y la asesora de prensa señora Rocío Sabanegh, el asesor del Instituto Igualdad, señor Sebastián Divin. Asesores parlamentarios: del Senador Ignacio Walker, la señora Constanza González; del Senador Chahuán, la señora Perla Balmaceda; del Senador Harboe, el señor Nicolás Freire; de la Senadora Lily Pérez, el señor Francisco Rubio y del Senador García Ruminot, señor Rodrigo Fuentes. Asimismo estuvo presente el asesor del Comité Partido por la Democracia, señor Sebastián Abarca.


Especialmente invitados concurrieron a la sesión de 1 de junio de 2015, el Director de la Escuela de Derecho de la Universidad de Valparaíso, profesor Claudio Oliva Ekelund y el profesor de Derecho Constitucional de la misma Universidad señor Christian Viera Álvarez, y el profesor de la Escuela de Derecho de la Universidad de Chile y de la Universidad de Las Américas, señor Víctor Manuel Avilés Hernández. 

-------

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de reforma constitucional se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


-La Constitución Política de la República, especialmente sus Capítulos V, referido al Congreso Nacional y XIV, que regula el Gobierno y Administración Interior del Estado.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

Boletín N° 10.000-07

El Mensaje que dio origen a este proyecto de reforma constitucional señala, entre sus antecedentes, que el Ejecutivo se ha propuesto promover una serie de iniciativas de reformas constitucionales y legales para implementar un sistema democrático más profundo, transparente y participativo, en el cual sus autoridades rindan cuentas directas ante la ciudadanía. 

Con dicha finalidad, agrega, se requiere promover una reforma política integral, mediante una nueva arquitectura institucional para nuestro sistema democrático. 

El Mensaje incluye, dentro de aquellas iniciativas, a aquella que sustituyó el sistema electoral binominal, al proyecto sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia, junto con una mayor regulación de las campañas electorales y un Servicio Electoral con mayores funciones y atribuciones en materia de fiscalización y sanciones. En la misma línea, añade, se enmarca el proyecto destinado a crear una nueva ley de partidos políticos, que permita el funcionamiento instituciones modernas, mejores estándares de gestión y un alto grado de democracia interna.

En ese contexto, la expresión de motivos del proyecto de reforma constitucional añade que dichas iniciativas requieren un mayor grado de responsabilidad de las autoridades que ejercen funciones públicas, tal como ha sido propuesto por el Consejo Asesor Presidencial contra los conflictos de interés, el tráfico de influencias y la corrupción.
Por otro lado, agrega que el proyecto se inserta en una serie de iniciativas cuyo propósito apunta a mejorar los estándares de transparencia de la actividad política. En efecto, describe que, al anunciarse la creación de dicho Consejo Asesor Presidencial, el Ejecutivo manifestó su compromiso de enviar un proyecto de reforma constitucional para establecer sanciones, incluso la pérdida del cargo, a aquellos representantes electos que hayan incurrido en delitos sancionados por los Tribunales de Justicia. 

Puntualiza que las razones que animan la iniciativa en estudio radican en la necesidad de garantizar altos niveles de transparencia y responsabilidad de la actividad política, donde aquellos que hayan accedido a su cargo mediante prácticas ilegales y delictivas en el financiamiento de sus campañas deban cesar en el ejercicio de su cargo y no puedan ejercer funciones de representación.

Al efecto, el proyecto de reforma constitucional considera tres pilares esenciales, consistentes en la transparencia, probidad y responsabilidad política.

Respecto de la transparencia, la iniciativa pretende hacer efectivo dicho principio, toda vez que constituye una herramienta que, en sí misma, desincentiva la corrupción, permite el control ciudadano y asegura que los intereses particulares no se antepongan a los intereses generales.

Asimismo, agrega que la probidad en el actuar de las autoridades electas por la ciudadanía resulta fundamental para asegurar la primacía de los intereses generales por sobre los intereses particulares.

En esa línea, sostiene que la legitimidad de que están dotadas las autoridades electas es sometida a controles periódicos y, en la medida que las sociedades cambian y la ciudadanía asume un rol más activo, aumentan los niveles de exigencia con los cuales se mide a los gobernantes y representantes, particularmente en lo relativo a los estándares de transparencia y rendición de cuentas.

De ese modo, agrega que, en momentos en que nuestro país atraviesa por la necesidad de promover una serie de cambios estructurales, resulta fundamental favorecer el consenso y la aprobación de propuestas que mejoren la relación entre las autoridades y la ciudadanía. Con dicha finalidad, añade que es necesario asegurar que todo acto reñido con la probidad y la transparencia se sancione con la severidad que corresponde ante situaciones absolutamente inaceptables que quebrantan la confianza de la ciudadanía.

En ese sentido, la iniciativa comparte el propósito de una serie de Mociones que apuntan en el mismo sentido, tales como la reforma constitucional presentada por las Senadoras señoras Allende y Pérez San Martín y los Senadores señores Harboe, Montes y Quinteros, que establece la cesación en el cargo parlamentario para quien sea condenado por haber financiado su campaña electoral con aportaciones obtenidas de manera ilegal o fraudulenta, correspondiente al Boletín N° 9.860-07.
Asimismo, describe que, en el marco de la discusión del proyecto de ley para el Fortalecimiento y Transparencia de la Democracia (Boletín N° 9.790-07), se ha planteado la misma idea por parte de los diputados integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, en tanto que, a propósito de la discusión del proyecto de ley de probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06), los Senadores que integran la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización han expresado su voluntad de presentar una reforma constitucional que sancione eficazmente la infracción al principio de probidad, incluso con el cese en el cargo respectivo; iniciativa a cuyo respecto el Ejecutivo ha manifestado su respaldo.
En consecuencia, la reforma constitucional en estudio aborda la cesación en aquellos cargos de elección popular que carecen de facultad legislativa, esto es, no se refiere a Diputados y Senadores, quienes, en uso de su iniciativa legislativa, han propuesto establecer las normas que les han parecido aplicables en ese ámbito, los que serán impulsados por el Ejecutivo.

Enseguida, el Mensaje expone el contenido de la propuesta de reforma constitucional en estudio.

Al efecto, señala que ésta propone el cese en el ejercicio del cargo para los titulares de cargos de elección popular que defrauden las normas de financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral. De ese modo, apunta a imponer una sanción directa en la Constitución, que no dependa de la entidad de la pena finalmente aplicada al eventual delito, sino que opere de pleno derecho una vez que se encuentra firme la sentencia condenatoria respectiva.

Prosigue diciendo que hoy en día, por aplicación del número 2 del artículo 17 de la Constitución Política de la República, se pierde la ciudadanía por condena a pena aflictiva -esto es, cuando ésta excede de tres años- afectando el derecho a ejercer cargos de elección popular al no concurrir un requisito de elegibilidad. Sin embargo, al existir atenuantes o medidas alternativas a la privación de libertad, la pena efectivamente aplicada no siempre coincidirá con la pena abstracta de la ley, diluyéndose, de ese modo, la sanción que contempla dicha norma constitucional, provocando, en consecuencia, una sensación de impunidad.

Por lo tanto, la reforma constitucional en análisis propone la cesación en el cargo por infracción a las normas sobre financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral. De ese modo, pretende establecer una sanción efectiva y ejemplarizante para las autoridades que hayan infringido gravemente las normas que regulan el financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral, resguardando el debido proceso, toda vez que dicha sanción sólo puede operar ante una resolución firme y ejecutoriada de la autoridad competente.
Boletín N° 9.860-07

La Moción que dio origen a este proyecto de reforma constitucional, entre sus fundamentos, expone las siguientes consideraciones.

En primer lugar, señala que, en un sistema democrático, resulta fundamental que los actores políticos, incluyendo a todos los candidatos a cargos de elección popular, respeten las normas que regulan el financiamiento de la actividad política.

En ese sentido, sostiene que, para cumplir dicha finalidad, resulta primordial establecer la posibilidad de pérdida del escaño para el Diputado o Senador que hubiere sido condenado, mediante sentencia firme o ejecutoriada, por haber financiado su campaña electoral con aportes de terceros obtenidos mediante actos ilegales o fraudulentos.

De ese modo, la iniciativa expone que es posible desarrollar lo preceptuado en el inciso primero del artículo 5° A de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, que establece que los Diputados y Senadores ejercerán sus funciones con pleno respeto de los principios de probidad y transparencia.
Asimismo, la Moción propone introducir en la Constitución Política de la República, de modo expreso, la posibilidad de renuncia voluntaria de Diputados y Senadores.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

- El texto del proyecto correspondiente al Boletín N°10.000-07 consta de un artículo único que incorpora, en el artículo 125 de la Constitución Política de la República, un inciso segundo, nuevo, para establecer la cesación del cargo de alcalde, consejero regional y concejal respecto de quienes hayan infringido gravemente las normas que regulan el financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral, desde la fecha en que así lo haya declarado la autoridad competente por resolución firme y ejecutoriada.

- El texto del proyecto correspondiente al Boletín N° 9.860-07 consta de un artículo único que modifica el artículo 60 de la Constitución Política de la República, intercalando un inciso sexto, nuevo, para establecer la cesación en el cargo para el Diputado o Senador que hubiere sido condenado mediante sentencia penal firme o ejecutoriada por haber financiado su campaña electoral con aportes de terceros obtenidos a través de actos ilegales o fraudulentos. Asimismo, propone modificar el inciso final de dicha disposición, para permitir la renuncia voluntaria de los cargos de Diputados y Senadores.
Sesión celebrada el 18 de mayo de 2015


La Comisión Especial dedicó la primera sesión al estudio de la reforma constitucional contenida en el Boletín N° 10.000-07, para lo cual escuchó la opinión del Ejecutivo y luego se efectuaron una serie de comentarios por sus integrantes.

MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE LA PRESIDENCIA
 
El entonces Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Jorge Insunza Gregorio de las Heras, afirmó –en primer lugar- que el propósito de la iniciativa apunta a establecer, con rango constitucional, la cesación del cargo de alcalde, concejal y consejero regional, ante la infracción grave de las normas que regulan el financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral, siempre que ello hubiere sido declarado por la autoridad competente por resolución firme y ejecutoriada.

 
En ese sentido, sostuvo que dicha sanción, en los términos contenidos en el proyecto de reforma constitucional en estudio, excluye de su ámbito de aplicación a las autoridades que ejercen funciones legislativas, toda vez que, en su caso, existen diversas iniciativas que se encuentran en tramitación ante la Cámara de Diputados y el Senado.

 
Seguidamente, reiteró que el proyecto en análisis requiere la gravedad de la infracción como requisito para la cesación del cargo de que se trate. En ese contexto, agregó que, aun cuando el proyecto apunta a establecer dicha sanción en la Constitución Política de la República, la descripción específica de las conductas que pueden ser calificadas como graves quedaría entregada a las leyes orgánicas respectivas que regulan la administración regional y municipal, agregándose a las causales de cesación del cargo que, actualmente, contemplan dichos cuerpos legales.

Comentarios

 
El Senador señor Pérez Varela coincidió en la necesidad de establecer la sanción de cesación en el cargo para aquellas autoridades que hubieren infringido gravemente las normas sobre financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral. Sin embargo, afirmó que, durante el análisis de la iniciativa, deben adoptarse los resguardos necesarios para evitar que la referida causal sea utilizada para promover acusaciones infundadas respecto de autoridades que resultaron electas habiendo cumplido dichas normas.

 
Al efecto, aseveró que, al establecer una sanción en la Constitución Política de la República que atiende a la gravedad de la infracción -con prescindencia de la entidad de la pena aplicada en el caso concreto- se genera un amplio campo de interpretación respecto de la calificación de las conductas que pudieren cumplir con dicho estándar.

 
El Senador señor Harboe manifestó su conformidad con el propósito que persigue la iniciativa, al hacer efectivo el principio de probidad y transparencia que consagra el artículo 8° de la Constitución Política de la República respecto de alcaldes, concejales y consejeros regionales.

 
Con todo, afirmó que el tenor del texto sometido a la consideración de la Comisión presenta ciertas falencias que deben ser corregidas.

 
En ese sentido, puntualizó, no se precisa que los hechos que constituyen una infracción grave deberán establecerse en las leyes orgánicas constitucionales que operan respecto de alcaldes, concejales y consejeros regionales, toda vez que, tal como consta en el proyecto en estudio, sus disposiciones operarían sin perjuicio de dichos cuerpos legales.
 
Asimismo, sostuvo que no existe claridad respecto del tipo de infracciones que pueden ser calificadas como graves, esto es, no se establece si se trata de sanciones penales o administrativas, ni se requiere la concurrencia de culpa o dolo en cada caso. 
 
En la misma línea, arguyó que el proyecto no especifica el órgano o autoridad encargada de establecer la existencia de una infracción a las normas sobre financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral. Al mismo tiempo, detalló que no se indica el tipo de regulación susceptible de ser aplicada, esto es, no se señala si se trata de disposiciones de rango legal o reglamentario.
 
Añadió que la infracción a la regulación relativa al financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral presenta distinta gravedad entre sí, por lo que no es posible regularlas de modo conjunto.

 
Por otra parte, indicó que la sanción que propone el proyecto constituye la más alta que contemplaría el ordenamiento jurídico para un representante de la ciudadanía, lo que parece adecuado considerando la magnitud de la infracción.

 
Con todo, precisó que debe considerarse que la soberanía popular se manifiesta, preferentemente, mediante el derecho a sufragio, de modo tal que la sanción que se contempla, al afectar el resultado del ejercicio de dicha prerrogativa, exige precisar con detalle las hipótesis que generan la cesación del cargo.

 
Finalmente, sostuvo que debe evaluarse la necesidad de establecer la inhabilidad permanente de aquellas autoridades que hubieren infringido las normas que regulan el financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral.

 
La Senadora señora Pérez San Martín coincidió en la necesidad de evaluar el carácter permanente de la sanción que operaría respecto de las autoridades que hubieren infringido las normas que regulan el financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral, incluyendo aquellas que, habiendo sido sancionadas por cualquier conducta realizada ejerciendo una autoridad, postularen, posteriormente, a otros cargos de elección popular.

 
El Senador señor Prokurica abogó por incorporar aquellas conductas ilegales que se hubieren producido mediante prácticas de intervencionismo electoral, toda vez que, en dicha hipótesis, se produce un uso malicioso de recursos públicos con la finalidad de obtener beneficios electorales. Asimismo, sostuvo que las causales que pudieren producir la cesación del cargo deben ser establecidas de modo específico, habida cuenta de la gravedad de la sanción que genera.

 
Por otra parte, sostuvo que debe evaluarse la necesidad de incorporar, dentro de las autoridades que pueden ser objeto de la sanción que propone la iniciativa, al Presidente de la República, considerando que, tal como ocurre tratándose de los parlamentarios y los alcaldes, consejeros regionales y concejales, podría incurrir en infracción a las normas que regulan el financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral.
 
Asimismo, especificó que, atendida la necesidad de certeza que caracteriza a los procesos eleccionarios, es necesario establecer plazos breves de tramitación ante la denuncia por infracción de normas que regulan el financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral.


El Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó que resulta necesario incorporar la regulación de la materia en análisis directamente en la Constitución Política de la República, atendida la entidad y gravedad de la sanción que se propone.

 
Asimismo, agregó que, en los términos contenidos en el proyecto en estudio, se requiere una resolución de la autoridad competente que declare la existencia de dicha infracción. Al efecto, aseveró que debe especificarse el tipo de autoridad de que se trata –esto es, si corresponde a la autoridad judicial o administrativa-, debiendo incorporarse, junto con los alcaldes, consejeros regionales y concejales, a los cargos de senadores y diputados.
 
Respecto de la incorporación del Presidente de la República, sostuvo que debe analizarse en detalle su incorporación al régimen que propone la iniciativa en estudio, considerando que se trata de aquella autoridad que ejerce el gobierno y administración del Estado, lo que podría generar la tentación de solicitar mañosamente la aplicación de la sanción que contempla, con la sola finalidad de afectar el ejercicio de sus funciones.

 
El Senador señor Pérez Varela coincidió en la necesidad de detallar específicamente las hipótesis que podrían dar lugar a la cesación del cargo, junto a la autoridad competente para sancionar tales conductas, esto es, si basta con una sentencia condenatoria en el ámbito penal, o si ésta debe ser utilizada por la justicia electoral para hacer efectiva la respectiva sanción.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Jorge Insunza Gregorio de las Heras, abogó por uniformar las causales que generarían la remoción de las autoridades que el proyecto considera. Asimismo, respecto de la incorporación del Presidente de la República, afirmó que, aun cuando existe un riesgo de excesiva politización por la presentación de una acción que persiga su cesación en el cargo, en cualquier caso podría promoverse una acusación constitucional, en los términos que establece el numeral 2) del artículo 52 de la Constitución Política de la República.
 
Por otra parte, agregó que la iniciativa debe establecer, de modo general, la cesación del cargo de ciertas autoridades por la infracción de las normas que regulan el financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral, debiendo encargarse las respectivas leyes orgánicas constitucionales de detallar las hipótesis que pueden ser comprendidas dentro de dicha causal.

 
En cuanto a la eventual inhabilidad para ejercer cargos públicos, como consecuencia de haber sido condenado, añadió que, en los términos que se propone en la iniciativa en análisis, dicha sanción sólo operaría para el cargo que se estuviere ejerciendo actualmente, sin efectos para postulaciones futuras.

El Senador señor Prokurica sostuvo que la acusación constitucional, respecto del Presidente de la República, opera por actos de su administración que hayan comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación, o infringido abiertamente la Constitución o las leyes. De ese modo, no comprende el período de campaña anterior en que éste asume sus funciones, por lo que se trata de figuras distintas.

En consecuencia, abogó por analizar la necesidad de incorporar al Presidente de la República dentro de aquellas autoridades que pueden sufrir la pérdida del cargo ante la infracción de las normas que regulan el financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral.

 
Asimismo, sostuvo que, respecto de la sanción consistente en la pérdida del cargo, debe operar la imposibilidad de optar a ninguna función o empleo público, sea o no de elección popular, por un plazo determinado, de modo de desincentivar la ocurrencia de infracciones en materia electoral.

 
El Jefe de la División Jurídico-Legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor William García, explicó, respecto de la determinación de la autoridad encargada de establecer la infracción a dichas disposiciones, que, en el evento de señalarse que sólo puede tratarse de un tribunal con competencia en lo penal, la iniciativa no introduciría una regulación sustancialmente distinta a aquella que se encuentra actualmente vigente.

 
En consecuencia, abogó por establecer que la autoridad encargada de declarar dicha infracción debe ser un organismo con competencia en materia electoral, el que puede utilizar como fundamento de su resolución una sentencia previa condenatoria del ámbito civil o penal, o, incluso, una resolución administrativa del mismo tenor.

El Senador señor Pérez Varela expresó que, atendido el tenor del Mensaje que da inicio al proyecto de reforma constitucional en estudio, sólo un tribunal con competencia en lo penal puede establecer la ocurrencia de infracciones sobre financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral. Al efecto, señaló que, durante el análisis en particular de la iniciativa, debe especificarse si basta con la respectiva sentencia condenatoria, o ésta debe ser utilizada por un organismo con competencia electoral para hacerla efectiva.

 
La Senadora señora Pérez abogó por evitar que la reforma constitucional en estudio introduzca una disposición meramente programática o declarativa que carezca de efectos prácticos.

Sesión celebrada el 1 de junio de 2015


En esta sesión, se recibió en audiencia a tres profesores de Derecho Constitucional, los que expresaron su opinión acerca de los textos de los proyectos de reforma constitucional correspondientes a los Boletines números 10.000-07 y 9.860-07.

PROFESOR DE DERECHO CONSTITUCIONAL DE LA FACULTAD DE DERECHO DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE Y UNIVERSIDAD DE LAS AMÉRICAS, SEÑOR VÍCTOR MANUEL AVILÉS HERNÁNDEZ
 
El profesor de Derecho Constitucional de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile y de la Universidad de las Américas, señor Víctor Manuel Avilés, expuso a la Comisión respecto del proyecto de reforma constitucional en estudio.

En primer lugar, afirmó que, habida cuenta de la gravedad de la sanción que propone la iniciativa, debe considerarse, previamente, la naturaleza del vínculo existente entre una persona con el cargo que ejerce. En efecto, sostuvo que, tratándose de los parlamentarios, es posible sostener que, en virtud del inciso final del artículo 60 de la Constitución Política de la República, éstos carecen de un derecho de propiedad sobre dichos cargos, toda vez que su renuncia se encuentra circunscrita únicamente a aquellos casos en que les afecte una enfermedad grave que les impida desempeñarlos, previa calificación del Tribunal Constitucional.

 
Asimismo, añadió que, en los términos que consagra el artículo 17 de la Constitución Política de la República, los parlamentarios que hubieren sido condenados a pena aflictiva, o por delitos que la ley califique como conductas terrorista o relativos al tráfico de estupefacientes, pierden un requisito de elegibilidad, por lo que, en esa hipótesis, se produce la cesación del cargo. Con todo, agregó que dicha disposición no operaría respecto de alcaldes, concejales y consejeros regionales, aun cuando es posible sostener que, ante la pérdida de un requisito de elegibilidad, igualmente se produciría la cesación del cargo que estuvieren ejerciendo.

 
En consecuencia, afirmó que, en la actualidad, existen diversos mecanismos que, reuniendo cierto carácter de gravedad, permiten la cesación de aquellas autoridades que hubieren cometido conductas ilícitas.

 
Por otra parte, explicó que, en el derecho comparado, se han implementado distintas sanciones ante la infracción de las normas relativas al financiamiento, transparencia y control del gasto electoral. 

 
En ese contexto, agregó, es necesario evaluar la necesidad de establecer sanciones al candidato electo que hubiere incurrido en dichas prácticas o al partido político del que forma parte, lo que resulta particularmente complejo en aquellos países en que opera un sistema electoral proporcional.

 
En efecto, afirmó que, en los casos de Finlandia y Canadá, la legislación vigente contempla una sanción aplicable a la colectividad política que hubiere incurrido en una infracción a las normas sobre financiamiento, transparencia y control del gasto electoral, consistente en su eliminación del registro de partidos políticos. Asimismo, añadió que en los casos de Argentina, Brasil, Ecuador y México, se contienen sanciones al donante de fondos, en tanto que, en otras legislaciones, se contemplan procedimientos sancionatorios ante la justicia ordinaria o ante órganos de justicia administrativa.

 
Por otra parte, afirmó que, considerando el tenor del Mensaje de la iniciativa de reforma constitucional en estudio, que pretende desincentivar conductas atentatorias contra la corrupción y permitir el control ciudadano, resulta necesario implementar medidas que apunten en esa dirección. 

 
En ese sentido, manifestó que, por regla general, las sanciones de mayor gravedad que contempla el ordenamiento jurídico presentan bajos índices de aplicación, tal como ocurriría precisamente en el derecho comparado con la cesación del cargo en hipótesis similares a las contenidas en la iniciativa en análisis.

 
Al efecto, sostuvo que dicha situación se explicaría por una especie de pacto de no agresión entre las distintas fuerzas políticas, conforme al cual omiten la presentación de denuncias por infracciones a las normas sobre financiamiento o gasto electoral. Asimismo, arguyó que el incentivo de los particulares para presentar tales denuncias es escaso, atendida la compleja y extensa tramitación que requieren tales procedimientos.

 
En consecuencia, puntualizó que no es posible sostener que la sola cesación del cargo cumpliría el efecto disuasivo que propone la iniciativa, aun cuando pudieren establecerse sanciones para el partido político del que forma parte la autoridad que hubiere sido removida de su cargo.

 
Tratándose, en específico, del texto sometido a la consideración de la Comisión, afirmó que una iniciativa de reforma constitucional puede adolecer de vicios de inconstitucionalidad, tal como ocurriría en el evento de establecer un procedimiento sancionatorio que vulnerase las garantías básicas tales como el derecho fundamental al debido proceso.

 
Asimismo, aseveró que las causales que generarían al aplicación de sanciones constituyen figuras pluriofensivas, al afectar diversos bienes jurídicos de diversa índole, tal como ocurre con la probidad en la función pública, la independencia de las autoridades en la toma de decisiones, la primacía del interés colectivo por sobre el interés individual, la igualdad de competidores en los procesos eleccionarios y la corrección en los mecanismos de elección popular.

 
En ese contexto, aseveró que cabe evaluar si la sanción que propone el proyecto de reforma constitucional en estudio permite cautelar dichos bienes jurídicos.

 
Habida cuenta de ello, afirmó que, en su opinión, la iniciativa no resuelve adecuadamente dicha problemática, lo que genera la necesidad de considerar medidas alternativas que apunten en esa dirección, considerando que la cesación del cargo debe quedar reservada a casos muy graves que debe calificar la legislación orgánica.

 
Asimismo, arguyó que la sanción propuesta, en los términos que se consigna en la iniciativa, vulnera los principios de tipicidad y legalidad en la aplicación de sanciones, afectando la garantía fundamental al debido proceso al supeditar la calificación de la gravedad de la infracción al criterio valorativo del juez.

 
Al mismo tiempo, afirmó que afecta la garantía fundamental consistente en acceder al juez natural, al no especificar a la autoridad jurisdiccional que sustanciará los respectivos procedimientos sancionatorios, en tanto que, al no señalar si se trata de un procedimiento administrativo o judicial, resulta impropia la exigencia de sentencia firme o ejecutoriada que contempla la iniciativa. 

 
En consecuencia, añadió que es necesario facultar al legislador orgánico constitucional para establecer la sanción de pérdida de cargo en los casos graves que dicha ley establezca de modo específico, evitando que dicha prerrogativa sea ejercida discrecionalmente por la autoridad encargada de aplicarla. 

 
Finalmente, sostuvo que, en cualquier caso, tal facultad debe ser entregada a un tribunal ordinario de justicia, atendida la gravedad de la sanción propuesta, evitando, de ese modo, la intervención de la autoridad administrativa. 

Consultas

 
El Senador señor Harboe aseveró que, en un régimen de democracia representativa, el vínculo existente entre la ciudadanía y quienes ejercen un cargo de elección popular se asemeja al contrato de mandato, cuyo objeto radica en la representación de los electores. Con todo, afirmó que dicha figura presentaría caracteres especiales, tales como las limitaciones que operan respecto de la renuncia voluntaria de los parlamentarios.

 
En ese contexto, consultó acerca de la compatibilidad existente entre la falta de titularidad del cargo, con la consecuente imposibilidad de disponer de él, y la cesación de éste ante la infracción de normas sobre financiamiento electoral.

 
El profesor de Derecho Constitucional de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile y de la Universidad de las Américas, señor Víctor Manuel Avilés, sostuvo que, en principio, no existe compatibilidad entre la falta de propiedad sobre un cargo y la cesación por las faltas que se hubieren cometido durante su ejercicio. En consecuencia, afirmó que dicha sanción debe quedar reservada sólo para casos graves y debidamente calificados, atendido los efectos que su aplicación genera para el ejercicio de la soberanía, con especial énfasis en aquellas elecciones en que opera un sistema electoral proporcional.


En ese sentido, agregó que, en el derecho comparado, se contemplan mecanismos que cumplen un rol disuasivo de tales conductas, tales como la pérdida de las remuneraciones o los beneficios que emanan del cargo o el resarcimiento de los perjuicios que se hubieren generado.

 
De ese modo, manifestó que es posible establecer un incentivo para el control de la ciudadanía, al consagrar una indemnización ante la infracción de las normas sobre financiamiento y gasto electoral.

 
El Senador señor Araya consultó respecto del conjunto de hipótesis que pudieren ser comprendidas dentro de la noción de infracción grave de las normas que regulan el financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral, en los términos que propone la iniciativa en estudio.

 
El profesor de Derecho Constitucional de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile y de la Universidad de las Américas, señor Víctor Manuel Avilés, afirmó que el requisito de gravedad que contempla el proyecto coincidiría con la figura de cohecho u otros delitos que actualmente contempla el Código Penal, los que pueden generar la aplicación de una pena aflictiva.

 
Añadió, que al no especificar la conducta sancionada, y no remitir la regulación de su aplicación a la legislación orgánica constitucional respectiva, el proyecto de reforma constitucional obliga a interpretar dicha norma a la autoridad encargada de aplicar la sanción, generando, en consecuencia, una afectación al principio de seguridad jurídica.

Profesor de Filosofía del Derecho, Introducción al Derecho e Introducción a la Filosofía Moral y JURÍDICA DE la Escuela de Derecho de la Universidad de Valparaíso, SEÑOR CLAUDIO OLIVA EKELUND
 
El profesor de Filosofía del Derecho, Introducción al Derecho e Introducción a la Filosofía Moral y Jurídica de la Escuela de Derecho de la Universidad de Valparaíso, señor Claudio Oliva, expuso su parecer respecto del proyecto de reforma constitucional en análisis.

 
Al iniciar su exposición, analizó la necesidad de incorporar, en el texto constitucional vigente, la sanción de cesación en el cargo ante la infracción de las normas sobre financiamiento, control y gasto electoral.

 
En ese sentido, afirmó que, tratándose de infracciones de gravedad relativas al financiamiento electoral, la cesación en el cargo constituye una sanción que cumple criterios de razonabilidad y proporcionalidad. En efecto, sostuvo que aquellas autoridades que resultan elegidas habiendo infringido las reglas que rigen la actividad política adquieren un grado de ilegitimidad que les impide ejercer adecuadamente las funciones propias del cargo.

 
Sin embargo, añadió que es necesario evaluar si cesación en el cargo de las autoridades que contempla la iniciativa en estudio –esto es, consejeros regionales, alcaldes y concejales-, debe ser establecida el texto constitucional o, por el contrario, puede ser regulada en la legislación orgánico-constitucional respectiva.

 
En ese sentido, afirmó que no parece adecuado que sólo una causal de cesación en el cargo sea establecida en la Constitución Política de la República, en tanto que las demás hipótesis se contengan en las leyes orgánicas constitucionales que operan respecto de dichas autoridades, correspondientes a la ley N° 19.175, sobre gobierno y administración regional, y la ley N° 18.695, de municipalidades.

 
Con todo, agregó que, si se estableciera dicha sanción respecto de senadores y diputados, sí debería ser incorporada en el texto constitucional vigente, toda vez que en dicho cuerpo normativo se consagran el resto de causales aplicables en su caso.

 
En la misma línea, añadió que debe existir una adecuada coherencia entre las diversas disposiciones de rango constitucional y legal que establezcan la sanción de cesación en el cargo de las autoridades que indica la iniciativa. Al efecto, aseveró que la causal de cesación debe operar respecto de las mismas hipótesis para todas las autoridades que ésta contempla.

 
Asimismo, manifestó que la misma coherencia debe operar respecto de aquellas autoridades que hubieren sido destituidas por faltas graves a la probidad, toda vez que la legislación vigente establece un plazo de inhabilidad para ejercer cargos públicos que, tratándose de alcaldes y concejales, equivale a cinco años, en tanto que, en el caso de diputados y senadores, corresponde a dos años, mientras que respecto de los consejeros regionales no se contempla dicha inhabilidad.

 
Agregó que idéntica regulación debe regir respecto de la suspensión en el cargo, toda vez que, respecto de diputados, senadores, alcaldes, concejales y consejeros regionales, operan reglas diversas, tal como ocurre mediante el desafuero parlamentario, en tanto que, tratándose de alcaldes, se requiere de una sentencia condenatoria de primera instancia, mientras que no existe tal regulación respecto de concejales y consejeros regionales.

 
En lo relativo a la causal de cesación y la autoridad competente para declararla, sostuvo que, atendido el tenor del proyecto, dicha regulación carece de claridad y especificación. En ese sentido, afirmó que una opción sería reservar la causal de cesación sólo ante conductas delictivas específicas, particularmente en la ley N° 19.884, sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, en cuyo caso la autoridad competente serían los tribunales ordinarios de justicia.


Finalmente, manifestó que, en el caso de requerirse la comisión de conductas delictivas, la sentencia condenatoria que dicte un tribunal en lo penal debe ser comunicada a otros órganos con competencia electoral, tales como el Tribunal Calificador de Elecciones y el Tribunal Constitucional, con la finalidad de que éstos, mediante una sentencia meramente declarativa, establezcan la cesación en el cargo de la autoridad de que se trate.

Consultas

 
El Senador señor Prokurica consultó respecto de la necesidad de incorporar al Presidente de la República dentro de aquellas autoridades que pueden ser removidas de su cargo por la infracción de las normas sobre financiamiento y gasto electoral.

 
El profesor de Filosofía del Derecho, Introducción al Derecho e Introducción a la Filosofía Moral y Política de la Escuela de Derecho de la Universidad de Valparaíso, señor Claudio Oliva, manifestó que, en un régimen de gobierno de carácter presidencialista, como el que opera en nuestro país, la responsabilidad del Presidente de la República se circunscribe de modo específico a las causales de acusación constitucional que consagra la Constitución Política de la República.

 
En consecuencia, aseveró que incorporar al Presidente de la República dentro de aquellas autoridades que pudieren ser removidas de su cargo en virtud del proyecto de reforma constitucional en estudio no resultaría conveniente, atendidas las facultades excluyentes que le corresponden en materia de gobierno y administración del Estado.

profesor de derecho constitucional de LA ESCUEla DE DERECHO DE LA Universidad de Valparaíso, señor Christian Viera Álvarez
 
El profesor de Derecho Constitucional de Escuela de Derecho de la Universidad de Valparaíso, señor Christian Viera, expuso ante la Comisión respecto del proyecto de reforma constitucional en estudio, considerando los principios de ética política en que ésta debe insertarse, los elementos de interpretación constitucional y las modificaciones que pudieren introducirse a su respecto.

 
En primer lugar, en lo tocante a la dimensión ética de la actividad política, afirmó que los principios de probidad y transparencia, en nuestro país, tradicionalmente han sido abordados desde la perspectiva del fuero interno de los agentes públicos. Con todo, manifestó que la dimensión ética de dicha actividad dice relación, exclusivamente, con la actuación de quienes se desenvuelven en la actividad política, con total prescindencia del elemento intencional o subjetivo que los anima. 

 
De ese modo, arguyó que, al otorgarse primacía al comportamiento práctico de las autoridades públicas, es posible introducir las medidas disuasorias para desalentar aquellas prácticas que pudieran lesionar los principios de ética política. 

 
En ese contexto, agregó, el debate sobre esta materia debe reducirse a establecer los elementos normativos que permitan cumplir con dicha finalidad. En dicha discusión, añadió, se debe considerar la conexión existente entre la ética política y la democracia, toda vez que la cesación en el cargo, ante la infracción de las reglas que rigen la elección de las autoridades públicas, resulta ser una medida adecuada y razonable al afectar las normas que inciden en la representación de los diversos grupos políticos, atentando, en definitiva, contra el conjunto del sistema democrático.

 
Seguidamente, expuso respecto de los métodos de interpretación constitucional y su relación con la iniciativa en análisis.

 
En ese sentido, explicó que, tal como ha sido descrito abundantemente por la teoría y jurisprudencia constitucional, los métodos de interpretación de la ley, contenidos entre los artículos 19 y 24 del Código Civil, resultan insuficientes para resolver las dificultades que derivan de la mayor generalidad y abstracción de las disposiciones constitucionales.

 
Asimismo, agregó que el método de interpretación originalista de la Constitución -que atiende de modo preferente a la intención que tuvieron en vista los constituyentes al momento de acordar su contenido- dificulta la adaptación de su texto a las nuevas condiciones sociales que surgen del carácter evolutivo de la sociedad.

 
Sin embargo, reseñó que, durante los últimos años, por influencia de la doctrina alemana, en nuestro medio ha adquirido gran relevancia el análisis evolutivo y meramente contingente de los casos en que debe aplicarse una disposición constitucional, no sólo desde el ámbito puramente dogmático-jurídico, sino también considerando otras ciencias sociales.

 
En ese contexto, explicó que la interpretación del proyecto de reforma constitucional en estudio debe considerar que, en rigor, ésta propone incorporar un principio jurídico, esto es, una disposición de textura abierta, con ciertos grados de imprecisión y vaguedad. De ese modo, agregó, no se trata de una regla de derecho que establezca específicamente sus condiciones de aplicación y los efectos que se siguen de ellos. Dicha aseveración, añadió, se ve refrendada al constatar el requisito de gravedad que contempla respecto de las conductas sancionadas.

 
En consecuencia, afirmó que, al tratarse de un principio jurídico, el proyecto debe tender hacia la generalización de su aplicación, al contener una pretensión que es necesario hacer valer respecto de la mayor cantidad de autoridades públicas. 

 
Habida cuenta de ello, agregó, resulta adecuado incorporar el inciso propuesto por la iniciativa al artículo 8° del texto constitucional, que establece el principio de probidad y transparencia de la actuación pública.

 
Aseveró que no sólo las prácticas delictivas pueden afectar el funcionamiento del sistema democrático, lo que permite abrir el debate respecto de otras conductas que, sin requerir una sentencia condenatoria en el ámbito penal, pudieren generar la cesación del cargo de las autoridades electas en cargos de elección popular.

Consultas

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que la facultad de conocer y sancionar aquellas conductas que transgreden las normas sobre financiamiento, control y gasto electoral debe corresponder a las autoridades administrativas con competencia en la materia, debiendo especificarse los elementos que forman parte del requisito de gravedad que contempla el proyecto de reforma constitucional en estudio.

 
El Senador señor Guillier aseveró que no solamente las conductas en materia de financiamiento y gasto electoral pueden constituir malas prácticas que permitirían la inhabilitación de ciertas autoridades, lo que genera la necesidad de agregar nuevas causales al proyecto de reforma constitucional en estudio.

 
El profesor de Derecho Constitucional de Escuela de Derecho de la Universidad de Valparaíso, señor Christian Viera, sostuvo que el artículo 17 de la Constitución Política de la República establece una causal de cesación en el cargo por pérdida de la ciudadanía, ante la condena a pena aflictiva. 

 
En consecuencia, se trata de una causal de cierta gravedad, tal como ocurre a propósito de la responsabilidad política que, en los términos de la Constitución Política de la República, genera, además de la cesación en el cargo, la imposibilidad de ejercer, en lo sucesivo, cualquier función pública, sea o no de elección popular. 

 
Por otra parte, coincidió en la necesidad de incorporar, como causal de cesación, a otras hipótesis que, aun cuando no constituyan una práctica delictiva, igualmente afectan la igualdad entre los competidores en un proceso electoral, afectando, en consecuencia, el funcionamiento del régimen democrático.

 
El profesor de Filosofía del Derecho, Introducción al Derecho e Introducción a la Filosofía Moral y Política de la Escuela de Derecho de la Universidad de Valparaíso, señor Claudio Oliva, por su parte, agregó que la necesaria gravedad de las conductas da cuenta del carácter delictivo de éstas, lo que, en cualquier caso, debe ser especificado por los respectivos cuerpos legales aplicables en la materia.
Sesión celebrada el 10 de junio de 2015


La Comisión Especial escuchó los planteamientos de la Ministra Secretaria General de la Presidencia Subrogante, señora Patricia Silva Meléndez, quien denominó a las reformas constitucionales en análisis como los proyectos de pérdida de escaño, insertos en la agenda de probidad del Gobierno, que presentan la característica de configurar una sanción accesoria, dado la tramitación de otras iniciativas que dicen relación con la infracción al financiamiento del gasto electoral, principalmente el proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (Boletín N° 9.790-07) y el proyecto sobre probidad en la función pública (Boletín N° 7.616-06), este último que establece la pérdida del cargo de todas las autoridades reguladas en caso de infracción grave en materia de probidad.


Explicó que las situaciones contempladas en los proyectos de ley mencionados requieren de una modificación constitucional que las sustente.


A continuación, señaló que el proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia modifica –entre otros cuerpos legales- la ley N° 19.884 sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, con la finalidad de establecer varios tipos de infracciones como sobrepasar el límite del gasto electoral, fraude para obtener fondos públicos y efectuar aportes a candidatos o partidos en forma ilegal. La sanción se contempla en el artículo 27 bis que se agrega a la ley N° 19.884, consistente en el presidio menor en su grado mínimo a medio si el aporte obtenido ascendiere a una suma menor a 2050 unidades de fomento y si el monto de lo defraudado o desviado excede de 2050 UF se aplicará la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo.


Agregó que la norma contempla, además de las penas anteriormente señaladas, para ambos casos, la pena accesoria de inhabilitación absoluta y perpetua para el ejercicio de las funciones públicas.


Por otro lado, hizo mención que el artículo 27 ter que se agrega a la ley N° 19.884 sanciona a las personas naturales que efectúen aportes en campañas electorales a candidatos o partidos, con infracción a la ley, con una multa equivalente al triple del monto ilegalmente aportado.


En lo que respecta al proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mensaje de la Presidenta de la República, expresó que se trata de preceptuar a nivel constitucional el caso específico por el que pueden cesar en sus cargos los consejeros regionales, los alcaldes y los concejales, esto es, la infracción grave a las normas que regulan el financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral.


El Senador señor Harboe recordó algunas ideas que postuló en sesión de 18 de mayo de 2015, tal como que se trata de una reforma a la Carta Fundamental y por tanto se requiere la mayor precisión en su texto. Además, la iniciativa dispone la sanción irrevocable para un funcionario público elegido, cual es la pérdida del escaño, lo que también significa la vulneración del derecho de los ciudadanos a tener un representante.


Añadió que el proyecto dispone esa sanción para quien haya infringido gravemente las normas pertinentes, presentándose la primera duda acerca de la calificación de la gravedad. Luego, continuó diciendo, que las normas que regulan el financiamiento del gasto electoral pueden ser variadas, a lo que se suman las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, que se convierten en una suerte de ley penal en blanco, ya que no se sabe cuál va a ser la infracción al límite, la infracción al control y la infracción a la transparencia.


El Senador señor Harboe advirtió que la declaración de la autoridad competente nos circunscribe a que la resolución que establezca la infracción grave no va a ser una sentencia y, en consecuencia, podría tratarse de una autoridad administrativa como el Director del Servicio Electoral. Por lo tanto, precisó, pensar que se va a ratificar una sanción equivalente a la cadena perpetua –cesación en el cargo- por una mera resolución de carácter administrativo es un tema extremadamente delicado.


Opinó que debiera avanzarse en la idea de la pérdida del escaño para casos de condena por sentencia firme y ejecutoriada.


El Senador señor Pérez Varela trajo a colación que en la sesión de 1 de junio de 2015, el profesor de Derecho Constitucional de la Universidad de Valparaíso, señor Christian Viera, formuló una propuesta dirigida a modificar el artículo 8° de la Constitución Política estableciendo un principio que englobara a todas las autoridades y su obligación de respetar las normas que regulan el financiamiento del gasto electoral.


Estimó viable dicha propuesta, de manera que en una ley orgánica o en las correspondientes leyes orgánicas se establezcan las infracciones graves para no tener que estar modificando permanentemente la Constitución Política al fijarse nuevas infracciones de ese carácter, con señalamiento del tribunal que conocerá y resolverá sobre aquellas, tribunal penal o el TRICEL en su opinión, porque el Tribunal Constitucional actúa respecto de otra realidad.


La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, indicó que el Tribunal Constitucional se debe pronunciar sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los parlamentarios a requerimiento del Presidente de la República o de 10 parlamentarios en ejercicio.


El Senador señor Ignacio Walker dijo entender que los integrantes de la Comisión concordaban en la figura de la cesación en el cargo o pérdida del escaño, por una infracción de carácter grave con las precisiones que sean necesarias. Por otro lado, manifestó que debía optarse por radicar la materia en el artículo 8° o utilizar el artículo 125 respecto de los consejeros regionales, alcaldes y concejales y el artículo 60 para los diputados y senadores.


El Senador señor Harboe expresó que el artículo 8° se ubica en el Capítulo I, Bases de la Institucionalidad, donde se consignan un conjunto de principios y de valores y no se establecen normas sancionatorias, por lo que concordaba con modificar tanto el artículo 125 como agregar o modificar el Capítulo del Congreso Nacional, que son normativas orgánicas dentro de la Carta Fundamental.


El Senador señor Pérez Varela hizo hincapié en que el artículo 8° contiene una regla general sobre el ejercicio de las funciones públicas con estricto cumplimiento del principio de probidad y luego enumera las autoridades y funcionarios que deben declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, de modo que es absolutamente posible contemplar una declaración general y mandatar a una ley orgánica que desarrolle las causales, las sanciones y la autoridad competente para conocer y aplicar sanciones.


El Senador señor Harboe observó que los candidatos no son funcionarios públicos y la infracción a la norma es un hecho previo a la asunción en el cargo.


El Senador señor Ignacio Walker señaló que existe otra alternativa, en el caso de los alcaldes, consejeros y concejales, consistente en derivar la materia a las respectivas leyes orgánicas como lo preceptúa el artículo 125 de la Ley Fundamental.


La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, informó que el Ejecutivo cuando presentó el proyecto de reforma constitucional tenía como objetivo que se complementara con la Moción de las Senadoras Allende y Pérez San Martín y de los Senadores Harboe, Montes y Quinteros, fijando estándares idénticos.


Respecto de la propuesta de introducir una norma general sobre cesación en el cargo en el artículo 8° de la Carta Fundamental, opinó que dicha disposición al consagrar principios y directrices no era el lugar más adecuado para ir al detalle en una materia que así lo requiere.


El Senador señor Ignacio Walker recapituló diciendo que el artículo 125 de la Carta Fundamental remite el establecimiento de las causales de cesación en el cargo de determinadas autoridades a las leyes orgánicas constitucionales respectivas, de manera que los esfuerzos debieran dirigirse al Capítulo V sobre Congreso Nacional, con la finalidad de consultar una norma que reenvíe otras causales de cesación en el cargo de los diputados y senadores a la ley orgánica del Congreso Nacional.


El Senador señor Pérez Varela manifestó su coincidencia con esta idea, pero agregó la exigencia de que otra ley determine las conductas graves en materia electoral, que sería –según la información entregada por la Ministra Subrogante- el proyecto de ley denominado como fortalecimiento y transparencia de la democracia. Al respecto, consultó sobre cuál sería el tribunal competente.


La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, indicó que en el proyecto se contemplan infracciones penales, de modo que son de competencia de un tribunal de garantía.


El Senador señor Ignacio Walker comentó que la Comisión Especial debía definir si el estándar va a consistir en que exista una sentencia ejecutoriada o menos que una sentencia ejecutoriada.


Los integrantes de la Comisión concordaron en que debe tratarse de una sentencia ejecutoriada.


El Senador señor Pérez Varela precisó que el criterio a definir es si será un tribunal penal o el TRICEL.


El Senador señor Harboe aclaró que el Tribunal Calificador de Elecciones actualmente sólo tiene competencia si se trata de infracciones relacionadas con el escrutinio. 


Puntualizó que cualquier reforma que se quiera efectuar debe tener una clara concordancia con los planteamientos del Gobierno sobre las atribuciones del Servicio Electoral, ya que esta institución podría llegar a resolver que un determinado candidato infringió gravemente las normas sobre gasto electoral. A su juicio, indicó, la arquitectura adecuada debería contemplar que el SERVEL tenga la acción exclusiva –tal como el Servicio de Impuestos Internos o la Fiscalía Nacional Económica- para denunciar ante el Ministerio Público, iniciar la acción penal, lograr la condena y en ese momento cesaría en el cargo la autoridad por sentencia ejecutoriada.


El Senador señor Pérez Varela estimó adecuado darle las atribuciones al Servicio Electoral.


El Senador señor Ignacio Walker opinó que no se puede legislar a ciegas, en consideración a que proyectos de ley vinculados a las reformas constitucionales se encuentran también en tramitación y la lógica indica que debe construirse un sistema coherente y concordante. 


En consecuencia, propuso aprobar una modificación al Capítulo Congreso Nacional de la Carta Fundamental, por medio de la Moción correspondiente al Boletín N° 9.860-07, puesto que en el área de los alcaldes, consejeros regionales y consejeros ya existe el artículo 125 que remite a las correspondientes leyes orgánicas constitucionales.


El Senador señor Harboe adelantó una redacción para introducir un inciso nuevo en el artículo 60 de la Constitución Política que dispusiera lo siguiente: “Igualmente cesarán en el cargo aquellos que hayan sido condenados por sentencia firme por alguna infracción grave establecida en la ley orgánica respectiva.”. Con todo, precisó, sería necesario redactar en la ley orgánica pertinente las disposiciones que especifiquen las causales y el tribunal competente.

Sesión celebrada el 17 de junio de 2015

Fusión de proyectos y aprobación en general


En esta sesión, los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores señores José García Ruminot, Felipe Harboe Bascuñán, Víctor Pérez Varela e Ignacio Walker Prieto concordaron en que los proyectos de reforma constitucional iniciados por Mensaje de la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria y por Moción de las Senadoras señoras Allende y Pérez San Martín y de los Senadores señores Harboe, Montes y Quinteros guardan una relación directa entre sus ideas matrices o fundamentales, además de encontrarse en primer trámite constitucional, por lo que corresponde proponer a la Sala que sean refundidos, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Tal decisión se consignó en oficio dirigido al Presidente del Senado.


Se deja constancia que los representantes del Ejecutivo manifestaron su coincidencia con la mencionada decisión y al efecto –mediante la intervención de la Ministra Secretaria General de la Presidencia Subrogante, que se consigna posteriormente- se formuló un planteamiento que considera un texto refundido.


- Seguidamente, el Presidente de la Comisión Especial puso en votación la idea de legislar, resultando aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
APROBACIÓN EN PARTICULAR
 
La Ministra Secretaria General de la Presidencia Subrogante, señora Patricia Silva Meléndez, presentó una propuesta que, atendidas las observaciones de los miembros de la Comisión, apunta, en lo fundamental, a establecer la cesación en el cargo de diputado, senador, alcalde, consejero regional y concejal que hubieren infringido gravemente las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

 
Al efecto, la proposición del Ejecutivo propone agregar, en el artículo 60 de la Carta Fundamental, un inciso sexto, nuevo, estableciendo la cesación del cargo respecto de los diputados y senadores que hubieren incurrido en dicha infracción.

 
Asimismo, mediante un inciso nuevo propone agregar, en el artículo 125 de la Constitución Política de la República, a los alcaldes, concejales y consejeros regionales dentro de las autoridades de elección popular que pueden ser cesadas en el cargo por haber infringido gravemente las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

 
Con dicha finalidad, propone que tales infracciones graves serán establecidas de modo específico en una ley orgánico-constitucional, siendo conocidas por el Tribunal Calificador de Elecciones, previo requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.


De ese modo, agregó, la causal de cesación en el cargo operará sin perjuicio de las demás hipótesis que, al efecto, establecen el artículo 60 de la Constitución Política, tratándose de diputados y senadores, y el artículo 60 de la ley N°18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, respecto de los alcaldes.

 
A su turno, dicho cuerpo legal, en su artículo 76, establece las causales de cesación que operan respecto de concejales, en tanto que la ley N°19.175, orgánica constitucional sobre gobierno y administración regional, consagra, en su artículo 40, las hipótesis aplicables para los consejeros regionales.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, indicó que la propuesta en análisis excluye de su ámbito de aplicación a aquellas conductas que pudieren constituir un delito, toda vez que dicha hipótesis se encuentra recogida en el numeral 2° del artículo 17 de la Constitución Política de la República, que establece la cesación del cargo ante la pérdida de un requisito general de elegibilidad en aquellos casos en que la calidad de ciudadano se pierde por haber sido condenado a pena aflictiva.

 
En la misma línea, sostuvo que la propuesta del Ejecutivo opera ante las infracciones graves que deberá especificar una ley orgánica constitucional, en cuyo caso el Tribunal Calificador de Elecciones deberá ejercer las facultades jurisdiccionales que le asistan, previa instancia o requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.

 
El Senador señor Pérez Varela manifestó su conformidad con la propuesta del Ejecutivo, toda vez que permite radicar el conocimiento y resolución de las infracciones a la normativa sobre transparencia, límite y control del gasto electoral en el organismo que, en lo sucesivo, deberá fiscalizar y sancionar de modo preferente dichas materias, esto es, ante el Tribunal Calificador de Elecciones.

 
En consecuencia, agregó, la sanción de cesación en el cargo para aquellas autoridades de elección popular que hubieren infringido dichas disposiciones –la que, añadió, reviste la mayor gravedad dentro de aquellas contempladas en el ordenamiento jurídico-, será impuesta por un tribunal especializado, lo que resulta coherente con la normativa constitucional y legal aplicable en su caso.

 
En la misma línea, el Senador señor García Ruminot explicó que el establecer en la Constitución Política de la República la facultad de los tribunales con competencia en lo penal para decretar la cesación en el cargo de determinadas autoridades de elección popular resulta redundante, atendido el numeral 2° del artículo 17 de la Carta Fundamental, que consagra dicha sanción como consecuencia de la pérdida de un requisito de elegibilidad, a raíz de una condena a pena aflictiva.


Agregó que, habida cuenta del tenor de la propuesta del Ejecutivo, la legislación orgánica constitucional respectiva deberá especificar aquellas hipótesis que constituyan una infracción grave a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

 
Con todo, afirmó que la ley N° 18.460, orgánica constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones, no contempla dentro de sus funciones la calificación de aquellas conductas que pudieren constituir una infracción grave a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral. Al mismo tiempo, manifestó su conformidad con que el ejercicio de dichas facultades puedan ser ejercidas previo requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral, toda vez que permitiría asegurar la preponderancia de factores técnicos en la presentación del respectivo requerimiento.

 
Asimismo, sostuvo que se debe establecer un plazo de prescripción de las acciones que permitan perseguir la responsabilidad por tales infracciones, lo que, agregó, deberá ser especificado en la legislación orgánica constitucional que se promueva al efecto, junto al quórum requerido para la instrucción del respectivo procedimiento sancionatorio.

 
La Ministra Secretaria General de la Presidencia Subrogante, señora Patricia Silva, explicó que, durante el estudio del proyecto de ley de fortalecimiento y transparencia de la democracia, correspondiente al Boletín N° 9.790-07 –el que actualmente se encuentra en primer trámite constitucional ante la Cámara de Diputados-, se ha abordado la necesidad de introducir diversas modificaciones a la estructura orgánica y funcional del Tribunal Calificador de Elecciones.
 
En efecto, detalló que, en dicha iniciativa, se propondrá la ampliación de las facultades del Tribunal Calificador de Elecciones, las que actualmente dicen relación, preferentemente, con el escrutinio general de las elecciones y los plebiscitos, resolver las reclamaciones que se interpongan en materias de su competencia y calificar y proclamar el resultado de los procesos electorales y plebiscitarios nacionales o comunales.
 
De ese modo, añadió que dicho órgano podrá conocer diversas materias que se verifican a instancias o de manera previa o coetánea al proceso eleccionario, incluyendo la fiscalización del cumplimiento de las normas que regulan las campañas electorales, particularmente en lo tocante a su forma de financiamiento y modo de realización.
 
Asimismo, agregó que, durante el análisis de la legislación orgánico-constitucional que deberá promoverse en lo sucesivo, se debe abordar la necesidad de modificar el mecanismo de reemplazo de la autoridad que hubiere sido cesada en su cargo, toda vez que el artículo 51 de la Carta Fundamental dispone que, ante la vacancia de los cargos de diputado y senador, ésta se proveerá con el ciudadano que señale el partido político al que pertenecía el parlamentario que produjo la vacante al momento de ser elegido.
 
En el mismo sentido, el jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, agregó que el Ejecutivo ha propuesto una serie de iniciativas legislativas que apuntan a materializar una agenda de probidad y transparencia en la gestión pública, incluyendo aquellas que dicen relación con las funciones que deberá desarrollar el Tribunal Calificador de Elecciones.
 
En ese contexto, reiteró que en la referida iniciativa legal, sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia, correspondiente al Boletín N° 9.790-07, el Ejecutivo presentará, durante su segundo trámite constitucional, las indicaciones que permitan otorgar nuevas atribuciones al Tribunal Calificador de Elecciones, de modo tal de fortalecer sus facultades fiscalizadoras y sancionatorias en el ámbito electoral.

 
La asesora legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, sostuvo que la asignación de nuevas facultades al Tribunal Calificador de Elecciones se ajusta a lo dispuesto en el artículo 95 de la Constitución Política de la República, que establece que dicho organismo debe conocer del escrutinio general y de la calificación de las elecciones de Presidente de la República, de diputados y senadores, resolver las reclamaciones a que dieren lugar y proclamará a los que resulten elegidos, junto a las demás atribuciones que determine la ley.
 
El Senador señor Pérez Varela afirmó, respecto del mecanismo de reemplazo de los parlamentarios que hubieren sido cesados en sus funciones, que debe considerarse que el inciso final del artículo 51 de la Constitución Política de la República prohíbe la realización de elecciones complementarias ante la vacancia en el cargo de diputado o senador, lo que resultaba coherente con el sistema electoral vigente al momento de la entrada en vigencia de dicha disposición, incorporada a la Carta Fundamental mediante la ley de reforma constitucional N° 18.825, de 1989.

 
Con todo, aseveró que dicho mecanismo de reemplazo presenta mayores grados de compatibilidad con la entrada en vigencia de la ley N° 20.840, que sustituye el sistema electoral binominal por uno de carácter proporcional inclusivo y fortalece la representatividad del Congreso Nacional. 

 
Por otra parte, reiteró la necesidad de evaluar la incorporación del Presidente de la República dentro de las autoridades que pudieran ser sancionadas con la cesación en el cargo por la infracción de las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, considerando que se trata de una autoridad que pudiere haber incurrido en las infracciones que sanciona el proyecto de reforma constitucional en estudio.

 
-En conformidad a las opiniones emitidas en forma favorable respecto de la propuesta de texto del proyecto de reforma constitucional y puesta en votación dicha propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de los acuerdos adoptados, la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia propone aprobar el proyecto de reforma constitucional en informe en los siguientes términos:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:
“Artículo único.- Modifícase la Constitución Política de la República de la siguiente manera:
a) Intercálase en el artículo 60 el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando a ser los actuales incisos sexto a octavo, incisos séptimo, octavo y noveno, respectivamente:

“Cesará en su cargo el diputado o senador que infrinja gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, en los casos que señale una ley orgánica constitucional. Conocerá de estas infracciones el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.”.

b) Agrégase en el artículo 125 el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Con todo, cesarán en sus cargos las autoridades mencionadas cuando infrinjan gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, en los casos que señale una ley orgánica constitucional. Conocerá de estas infracciones el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.”.”.

-------

Acordado en sesión celebrada el 18 de mayo de 2015, con asistencia de los Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), Felipe Harboe Bascuñán, Víctor Pérez Varela y Baldo Prokurica Prokurica (en reemplazo del Senador Alberto Espina Otero) y de la Senadora señora Lily Pérez San Martín (en reemplazo del Senador señor Alejandro Guillier Álvarez); en sesión de 1 de junio de 2015, con asistencia de los Senadores señores Baldo Prokurica Prokurica (Presidente accidental y además en reemplazo del Senador Alberto Espina Otero), Pedro Araya Guerrero (en reemplazo del Senador Ignacio Walker Prieto), Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán y Víctor Pérez Varela; en sesión de 10 de junio de 2015, con asistencia de los Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), José García Ruminot (en reemplazo del Senador Alberto Espina Otero), Felipe Harboe Bascuñán y Víctor Pérez Varela y en sesión de 17 de junio de 2015, con asistencia de los Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), José García Ruminot (en reemplazo del Senador Alberto Espina Otero), Felipe Harboe Bascuñán y Víctor Pérez Varela.

 
Sala de la Comisión, a 23 de junio de 2015.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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